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Desde 1858 Nicaragua ha mantenido conflictos fronterizos con su país vecino 
Costa Rica. Se permitía exportar productos costarricenses desde la costa Caribe 
de Nicaragua, poco a poco se convirtió en costumbre y se acrecentaron las 
pretensiones. Indudablemente, en los intentos por establecer un consenso entre 
ambas naciones, el Río San Juan se ha convertido en  punto de conflicto, debido a 
sus recursos naturales y potencial desarrollo. En 1858 la Asamblea Legislativa de 
Nicaragua dispuso nombrar comisionados para concluir elaborar un instrumento 
bilateral que pusiera fin a tal situación y que lograra fortalecer la paz, amistad y 
alianza entre ambas naciones. El 15 de abril de 1858 se firmo el tratado Caña-
Jerez, tratado que serviría de mecanismo para definir los límites fronterizos entre 
ambos países.  
 
Es de suma importancia mencionar el artículo 6 del Tratado Caña-Jerez, ya que 
en el se hace mención de puntos esenciales referentes a los derechos que la 
República de Nicaragua posee sobre el Río San Juan. De igual forma el artículo 6 
hace mención de los derechos comerciales adquiridos por ambas naciones. 
Textualmente indica: 
“La República de Nicaragua tendrá exclusivamente el dominio y sumo 
imperio sobre las aguas del Río San Juan, desde su salida del Lago hasta 
su desembocadura en el Atlántico; pero las República de Costa Rica tendrá 
en dichas aguas los derechos perpetuos de libre navegación, desde la 
expresa  desembocadura, hasta tres millas inglesas antes de llegar al 
Castillo Viejo con objetos de comercio, ya sea con Nicaragua o al interior de 
Costa Rica, por los ríos San Carlos o Sarapiquí, o cualquiera otra vía 
procedente de la parte que en la ribera del Río San Juan se establece 
corresponder a esta República. Las embarcaciones de uno u otro país 
podrán indistintamente atracar en las riberas del río, en la parte en que la 
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navegación es común, sin cobrarse ninguna clase de impuestos, a no ser 
que se establezcan de acuerdo entre ambos Gobiernos”1. 
 
Sin embargo, a pesar de los esfuerzos por llegar a un acuerdo, la República  
Nicaragua nunca lo ratifico. Únicamente fue aprobado y este hecho sirvió de base 
para que Nicaragua declarara inválido dicho Tratado, con la excusa de haberse 
canjeado sin su previa ratificación. 
 
Entre 1858 y 1871 fue reconocido como valido por Costa Rica y con muchas 
reservas por Nicaragua.  Debido al surgimiento de posibles conflictos y continuas 
reservas de Nicaragua al Tratado, se emprendieron nuevas negociaciones las 
cuales desembocaron en la firma del Tratado Rivas-Esquivel. En su artículo 6 se 
dispone lo siguiente:  
“ambas partes se someten al arbitraje del gobierno de los Estados Unidos 
de Norte América para la decisión de cualquier cuestión que se suscite ya 
sobre aquellos Tratados o bien sobre la ejecución del presente convenio”2 
 
Podemos afirmar que el contenido del artículo 6 del Tratado Rivas-Esquivel dejaba 
por lo tanto la libre y no muy lejana intervención del gobierno Estadounidense 
como mediador en el conflicto. 
 
Posteriormente en 1869 se firmaron dos tratados más: el Tratado Jiménez-
Montealegre y el Tratado sobre Canalización Conjunta entre Nicaragua y Costa 
Rica. Sin embargo, una situación ajena al conflicto afecto por completo las 
negociaciones, es así que en 1870 Costa Rica sufrió un golpe de estado  y se 
desconoció por completo los Tratados. Como respuesta el gobierno de Nicaragua 
                                                          
1
 El Texto del Tratado Caña-Jerez puede consultarse en ESGUEVA, Antonio. “Las Fronteras de 
Nicaragua y Costa Rica en los documentos historicos". Managua: IHNCA-UCA. 2007. 
2
 Ibídem  
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negó toda validez del Tratado Caña-Jerez. Es hasta en 1872 que los mandatarios, 
Vicente Cuadra presidente de Nicaragua y Tomas Guardia presidente de Costa 
Rica, aceptaron de nueva cuenta un arreglo entre las parte, sin embargo, la 
posición de Costa Rica era obtener toda la margen derecha del río San Juan y del 
lago hasta el Sapoá y desde allí hasta la bahía de Salinas, por lo cual Nicaragua 
se negó rotundamente. 
 
Se realizaron otros dos intentos por establecer un acuerdo limítrofe entre 
Nicaragua y Costa Rica. En 1883 se firmo en Granada el Tratado Álvarez-
Zambrana, y en 1884 se suscribió el Tratado Navas Castro, sin embargo ninguno 
de los dos Tratados fue ratificado.  
 
El 24 de diciembre de 1886, se firma en la ciudad de Guatemala “La Convención 
Arbitral de límites entre Nicaragua y Costa Rica” o convención Román-Esquivel-
Cruz, acordándose someterse a un arbitramiento y se determino que el arbitro 
fuera el señor Stephen Grover Cleveland, presidente de los Estados Unidos de 
América.  En 1888 se promulgo el laudo Cleveland dando por valido el Tratado 
Caña-Jerez  de 1858. Posteriormente debido a que las medidas estipuladas de 
amojonamiento no se habían llevado acabo, se nombro al general E.P. Alexander 
quien promulgo cinco laudos referentes a las obras de limitación y amojonamiento. 
 
Durante el gobierno de la revolución popular sandinista el transito de 
embarcaciones por el Río San Juan fue fuertemente regulado debido a posibles 
infiltraciones de armamento y municiones dirigidas a reforzar las acciones de los 
paramilitares conocidos como La Contra, por lo cual el Estado de Costa Rica 
manifestó molestia. 
 
Otro enfrentamiento de gran relevancia entre la República de Nicaragua y Costa 
Rica se dio en 1998. El incidente fue originado por la presencia de policías 
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costarricenses armados que navegaban por las aguas del Río San Juan. Hecho 
que fue condenado por el ex presidente Arnoldo Alemán, ya que violentaba los 
























Los problemas fronterizos, entre Nicaragua y su vecino del sur Costa Rica se han 
caracterizado, en gran medida, por un fondo: los derechos y deberes sobre el Río 
San Juan. Ciertamente tal situación ha condicionado las relaciones bilaterales 
entre ambos países llevándolas a convertirse en relaciones meramente cordiales, 
impidiendo estrechar los lazos  que nos unen como pueblos centroamericanos. Si 
bien es cierto, existen tratados y laudos que reafirman los derechos que Nicaragua 
posee sobre el río, es importante señalar que las interpretaciones por ambas 
partes difieren en ciertos aspectos que son de vital importancia para la conclusión 
del conflicto y la defensa de la soberanía.  
 
Podemos afirmar que la República de Nicaragua ha sido fiel al sentimiento de paz 
y reconciliación de su pueblo, - el pueblo nicaragüense conoce y ha vivido en 
carne propia los estragos de la guerra- y ha utilizado las herramientas del derecho 
internacional con el único propósito de defender su territorio soberano. En este 
sentido, los tratados, laudos, o bien las resoluciones de la Corte Internacional de 
Justicia (CIJ), han sido ejemplos de que existe sin duda alguna la voluntad de 
resolver las disputas bajo las normas universales que regulan y norman el actuar y 
accionar de los Estados.  
 
Esta monografía esta divida en tres partes. La primera parte, explica y analiza el 
Laudo Cleveland y Laudos Alexander. Es indispensable analizar dichos Laudos ya 
que el espíritu que conforma tales instrumentos establece las normas que 
conceden a la República de Nicaragua  derechos únicos sobre el Río San Juan. 
En la segunda parte, se analizara la gestión gubernamental del Señor Enrique 
Bolaños Geyer, ex presidente de la República de Nicaragua (2002-2007), según el 
siguiente cuadro: 
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Fecha Presidente Acción Observaciones 
10/01/2002 Enrique Bolaños Toma de 
posesión 
Perfil Democrático 
Política Exterior: Comercio 
internacional y Desarrollo comercial 
interno 
Diplomacia: Integración 
centroamericana, unión aduanera 
12/01/2002  Campaña Anti 
corruptiva 
Campaña general para luchar la 
corrupción de los funcionarios 
públicos 
31/01/2002  Tramite 
legislativo 
Ley de Probidad de los servidores 
Públicos 
29/09/2005  Demanda ante 
la Haya 
Costa Rica demanda a Nicaragua 
sobre violación de derecho 
navegación 
07/08/2006  Comisión 
Binacional 
Se abordaron temáticas sobre 
comercio, turismo e integración 
 
La tercera parte de esta monografía se enfocara en analizar la gestión 
gubernamental del Señor Daniel Ortega Saavedra, presidente de la República de 
Nicaragua (2007- ), así como la gestión diplomática que se llevo a cabo en la 
Organización de Estados Americanos (OEA) y la Corte Internacional de Justicia 
(CCJ) hasta el 8 de marzo del 2011, por ende se analizaran las siguientes 
acciones particulares: 
 
Fecha Presidente Acción Observaciones 





Política Exterior: Desarrollo de una relación 
articulada con países amigos y socios, 
basada en la igualdad soberana, lealtad y 
respeto mutuo, a través de un diálogo 
político y económico directo. 
Diplomacia: Mejorar sus relaciones, 
especialmente con los países del área 
centroamericana, a fin de abrir y reforzar 




 Encuentro de 
Cancilleres 
Se abordaron temas de importancia 
bilateral, acordándose realizar la puesta en 













Se encontraban presentes comisiones de 
las siguientes áreas: migración, trabajo, 
salud, seguridad, cooperación, economía, 
entre otros. 
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13/07/2009  Resolución CIJ La CIJ dicta en su resolución que Nicaragua 
debe de revocar las medidas tomadas 







 Inician obras de 
dragado 
Las tareas de dragado se realizaran en un 
trecho de 33 kilómetros, afectado por la 
sedimentación que afecta su curso natural 
hasta salir al mar Caribe. 
03/11/2010  Reunión 
extraordinaria 
OEA 
Costa Rica toma la iniciativa y lleva el 
conflicto ante la Organización de Estados 
Americanos. 
La OEA recomienda: Realizar  Comisión 
Binacional, retomar de inmediato las 
conversaciones sobre aspectos 
relacionados con la demarcación de la línea 
fronteriza, y evitar la presencia de fuerzas 
armadas o de seguridad en el área. 
Nicaragua rechaza las recomendaciones 
alegando que  el proceso se encuentra 
fuertemente condicionado e insistiendo que 
es un asunto jurídico limítrofe. 
20/11/2010  Demanda CIJ Costa Rica toma la iniciativa y lleva el 
conflicto ante la Corte Internacional de 
Justicia 
22/11/2010  Consejo de 
Poderes del 
Estado 
Ratifican su decisión de que el Ejército y la 
Policía Nacional se mantengan como hasta 
ahora han estado en el territorio nacional y 








Costa Rica solicita medidas cautelares en 
las cuales destaca el cese inmediato de las 
obras de dragado y retiro de tropas 
nicaragüenses. 
Nicaragua por otra insiste en que la CIJ 
rechace tales medidas. 
08/03/2011  Medidas 
Cautelares 
Ambas partes se abstendrán de enviar o 
mantener, en el territorio en disputa 
personal civil, policial o de seguridad, 
además se abstendrá de ejecutar acciones 
que puedan agravar o extender la disputa. 
 
Concluimos este trabajo investigativo brindando conclusiones y algunas 
recomendaciones con el fin de brindar herramientas útiles a la diplomacia 
nicaragüense.  
 
Nuestra investigación es de carácter explicativa, apoyada en bibliografía y 
opiniones de analistas y expertos calificados. Con nuestra investigación, 
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analizando los cursos de acción de la República de Nicaragua (acciones 
encaminadas en la búsqueda de soluciones pacificas al conflicto del Río San 
Juan), pretendemos definir si en verdad la diplomacia junto con el  derecho 
internacional han proporcionado los medios necesarios para la defensa de la 
soberanía nicaragüense. De igual forma, señalar y establecer cuáles son las 
condiciones en que la diplomacia nicaragüense actúa y aplica los elementos o 
herramientas que conforman el Derecho Internacional. 
 
Es así que como estudiantes de la carrera de Diplomacia y Relaciones 
Internacionales, nos dimos a la tarea de recopilar toda la información necesaria 
para lograr comprender y explicar la capacidad que posee la diplomacia 
nicaragüense y el derecho internacional para lograr mantener intacta la soberanía 
territorial de la República de Nicaragua. Para lograr este objetivo, debemos 
abordar descriptivamente las características particulares de la gestión diplomática, 
así como, medir y conocer el grado de relación entre la calidad diplomática y el 
uso eficiente del derecho internacional en favor de la defensa soberana del país, y 
su comportamiento.  
 
El método a utilizar es el analítico/sintético. Se escogen estos métodos ya que, si 
bien se pueden analizar los elementos por separado –Diplomacia y Derecho 
Internacional- es necesario hacer una relación entre ellos para explicar su 
comportamiento. Desafortunadamente, no existen grandes cantidades de 
bibliografía, información y estudios a profundidad que analicen la gestión y calidad 
de la diplomacia nicaragüense en el caso especifico del Río San Juan, lo que de 
gran modo nos limita y pone aprueba todas las herramientas de análisis que la 









Analizar por medio del conflicto del Río San Juan, las políticas empleadas en 
defensa del interés nacional y sus repercusiones en la soberanía de la 
República de Nicaragua, durante los últimos dos gobiernos en el período 
2002-2011. 
Específicos  
1. Describir  las políticas y cursos de acción de la República de Nicaragua en 
el conflicto del Río San Juan. 
2. Analizar el efecto de las herramientas proporcionadas por el Derecho 
Internacional y su aplicación, encaminadas en la búsqueda de soluciones 
pacíficas al conflicto del Río San Juan. 
3. Identificar los cambios en materia diplomática y su eficiencia en la utilización 




Los cursos de acción diplomática de la República de Nicaragua con respecto 
al conflicto del Río San Juan y el empleo adecuado de las herramientas del 
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1. Análisis sobre los Derechos de Nicaragua sobre la soberanía del Río San 
Juan (Laudo Cleveland y Laudo Alexander  (I, II, III) 
 
1.1 Laudo Cleveland 
 
Debido al conflicto derivado de la definición de los límites fronterizos entre el 
Estado de Nicaragua y Costa Rica (1857) se negocio un tratado de limitación de 
fronteras (1858), sin embargo debido a ciertas molestias de las partes, 
consistentes en la interpretación del espíritu del tratado, el Presidente Grover 
Cleveland realiza la función de árbitro y se firma el Laudo Cleveland (1888). Por lo 
cual se sometió la controversia limítrofe a un arbitraje internacional en búsqueda 
de solucionar por medios pacíficos y civilizados el conflicto existente. Dicha 
resolución es obligatoria para las partes. En el Laudo Cleveland se reafirma el 
hecho de que la línea divisoria entre las Repúblicas de Nicaragua y Costa Rica, 
por el  lado del Atlántico, comienza en la  extremidad de Punta de Castilla, en la  
boca del Río San Juan de Nicaragua, como existían la una y la otra el quince de 
abril de 1858.  
 
Referente a las molestias de Costa Rica debido a la posible construcción de un 
canal interoceánico en el Río San Juan, el Laudo Cleveland es preciso, y señala 
que la República de Costa Rica no puede impedir a la República de Nicaragua  la 
ejecución, dentro de su propio territorio, de obras de mejoramiento en el río. 
Además el Laudo Cleveland hace mención de que la construcción de un canal 
interoceánico debe estar respaldad con la opinión favorable de Costa Rica, 
aunque esta no tendrá derecho a ser parte de las concesiones del canal. En este 
punto existe el compromiso de que dichas obras de mejoramiento no deben 
causar daño o destrucción seria al territorio costarricense.  
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Es así como, las obligaciones de la República de Nicaragua se basan en el 
compromiso de no realizar concesiones por la construcción de un canal 
interoceánico sin antes pedir la opinión de la República de Costa Rica. Estas 
obligaciones procuran evitar desastres futuros, es decir, que la  construcción del 
canal interoceánico en el Río San Juan no llegue a perjudicar de cualquier manera 
la integridad del territorio costarricense, ya sea por inundación, obstrucción o 
desviación del Río San Juan e inclusive en aquellos brazos en cualquier punto 
donde Costa Rica tenga derecho a navegar en el mismo. 
 
Es ahí donde la República de Nicaragua debe ser precavida, ya que el mismo 
Laudo Cleveland otorga ciertamente más discrecionalidad a Costa Rica sobre el 
Río San Juan en circunstancias ambientales peligrosas, citando textualmente el 
texto:  
“en los casos en que la construcción del canal envuelva daño a los 
derechos naturales de Costa Rica su opinión o consejo, debiera ser más 
que  "de consejo" o "consultivo". A lo que parece en tales casos su 
consentimiento es necesario, y ella puede en consecuencia exigir 









                                                          
3
 El Texto del Laudo Cleveland puede consultarse en ESGUEVA, Antonio. “Las Fronteras de 
Nicaragua y Costa Rica en los documentos historicos". Managua: IHNCA-UCA. 2007. 
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1.2 Laudo Alexander I, II y III 
 
Otro tema que es de suma importancia señalar es lo referente a los bancos de 
arena. En los Laudos Alexander I y II (1987), se toma en cuenta esta posible 
situación con el objetivo de prevenir situaciones adversas y conflictivas entre 
ambas naciones vecinas. Es así como los laudos Alexander mencionan 
textualmente  que “debe  notarse que en  el río  se forman bancos de  arena, 
llegando frecuentemente hasta las extremidades de  tierra firme adyacentes, de 
manera que un hombre puede cruzar a  pie enjuto” (ESGUEVA, 2007, pág. 54). El 
tema de la presencia de arena o sedimentos y la posible aparición de pequeñas 
islas que por su acumulación pretendiera formar parte del territorio quedaría 
totalmente cubierto ante reclamos futuros de soberanía sobre esos territorios 
falaces.  
 
Si bien el espíritu de los Laudos Alexander I y II (1987) es mas que claro, las 
intenciones de expansión o posesión territorial son inevitables y como menciona el 
mismísimo  Ingeniero Arbitrador E.P. Alexander, nombrado por los Estados Unidos 
y aceptado por las partes en conflicto, “el  mismo principio de ser admitido, daría a 
Costa Rica todas las islas del río, a las cuales, bancos de arena se hubiesen 
extendido desde la margen costarricense del río”4.  
 
Ciertamente si analizamos a fondo los Laudos Alexander I y II (1987), 
encontramos su mayor contribución a la defensa del territorio nacional en las 
disposiciones finales, ya que el Ingeniero Arbitrador logra establecer acciones 
precisas y necesarias para terminar con el conflicto de manera pacifica y racional, 
acorde con los intereses de ambas partes.  
 
                                                          
4
 Ibídem 
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Tales acciones consisten, en primer lugar, en nombrar Comisionados de Gobierno. 
En segundo lugar, una vez nombrados dichos comisionados, se procederá a 
establecer el tiempo necesario para lograr iniciar y verificar las operaciones 
requeridas de amojonamiento en la zona. De igual forma los comisionados 
asignados por los gobiernos pueden coordinar sus esfuerzos en la búsqueda de 
mojones naturales.  
 
Por ultimo, si bien las partes no llegaran a un acuerdo sobre las operaciones de 
amojonamiento, simplemente la línea fronteriza debe establecerse con la exactitud 
descrita técnicamente en el espíritu del Tratado ratificado por las Asambleas 
Legislativas de ambos países en 1858, que establece en su Arto. 2 lo siguiente:  
 
“La línea divisoria de las dos Repúblicas, partiendo del mar del Norte, 
comenzará en la extremidad de Punta de Castilla, en la Desembocadura 
del Río San Juan, de Nicaragua, y continuará marcándose con la margen 
derecha del expresado Río, asta un punto distante del Castillo Viejo, de 
tres millas inglesas, medidas de las fortificaciones exteriores de dicho 
Castillo, hasta el indicado punto.- De allí partirá una curva, cuyo centro 
serán dichas obras y distará de él tres millas inglesas, en toda su 
progresión, terminando en un punto, que deberá distar dos millas de la 
ribera del Río, aguas arriba del Castillo.- De allí se continuará en dirección 
al Río Sapoá, que desagua en el Lago de Nicaragua, siguiendo un curso 
que diste siempre dos millas de la margen derecha del Río San Juan, con 
sus circunvoluciones, hasta su origen en el Lago, y de la margen derecha 
del propio Lago, se tirará esta línea paralela a dichas riberas.- Del punto 
en que ella coincida con el Río Sapoá, el que por dicho debe distar dos 
millas del Lago, se tirará una recta astronómica hasta el punto céntrico de 
la Bahía de Salinas, en el mar del Sur, donde quedará terminada la 
demarcación del territorio de las dos Repúblicas contratantes” 
(ESGUEVA, 2007, pág. 78) 
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De igual forma el Laudo Alexander III (1898) hace referencia a los posibles 
cambios de la rivera del Río San Juan ocasionado por las estación seca.  
 
Es entonces que se aclara de manera precisa que el límite no será en si el rio, ni 
la orilla temporal, si no más bien el margen en el estado ordinario de las aguas. 
Por  consiguiente, y como era de esperarse los Laudos Alexander ratifican una vez 
mas  que línea de  división entre la jurisdicción de  los dos países,  es el  borde del 
margen derecho de las  aguas del Río San Juan, cuando dicho río se halla en su 
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1.3  Principios del Derecho Internacional 
 
En el siglo XXI, las Relaciones Internacionales se caracterizan por el auge del 
Derecho Internacional, como materia de debate en las casas de estudio, así como 
su uso y práctica por los actores principales del sistema internacional, los Estados. 
El Derecho Internacional surge como herramienta de defensa a la soberanía 
territorial de los Estados, de igual forma ayuda a resolver conflictos entre los 
Estados y otros actores internacionales de manera pacífica.  
 
Debemos tomar en cuenta los principios que el derecho internacional proporciona 
para regular las conductas de la comunidad internacional. En primer lugar, es 
importante señalar que las partes que han firmado un tratado o acuerdo 
internacional o bien en este caso “Laudos” que los obliguen, tienen 
responsabilidad internacional, por medio de la cual se establece que cualquier 
violación de un compromiso contenido en una norma internacional trae por 
consecuencia una obligación de efectuar una reparación moral o material. Dicha 
responsabilidad internacional se encuentra codificada en los articulo 26 común de 
la Convención de Viena sobre los Derechos de los Tratados de 1969, y de la 
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados entre los Estados y 
Organizaciones Internacionales o entre Organizaciones Internacionales, adoptado 
en 1986, los cuales hacen referencia al principio de Pacta Sunt Servanda, principio 
bajo el cual las partes de un tratado están obligadas a cumplir de buena fe lo 
dispuesto en dicho instrumento.  
 
Los Estados no pueden alegar bajo ningún derecho rechazar sus obligaciones. Se 
puede afirmar que el derecho internacional condiciona a los actores 
internacionales pero al mismo tiempo es influenciado por el sistema internacional. 
El sistema internacional del siglo XXI se caracteriza por juzgar ha aquellos 
Estados que no cumplen a cabalidad y de buena fe sus compromisos con otros 
Estados u organismos internacionales. 
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En el caso referente al Río San Juan, si bien las partes en conflicto no se 
encuentran de acuerdo con los estipulado en el Laudo Cleveland y Laudo 
Alexander No. I, II, III, IV y V, la voluntad política debería sustentar la posibilidad 
de anular dichos instrumentos, es decir, dar por terminado dichos instrumentos por 
ambas partes. Sobre este punto hace referencia el artículo 54 de la Convención de 
Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969. Dicho artículo dispone que la 
terminación de un tratado pueda tener lugar  ya sea bajo las mismas disposiciones 
del tratado o bien en cualquier momento. Sin embargo, las partes deben ser 
consultadas; sin el consentimiento de las partes firmantes la terminación o 
suspensión de la aplicación del instrumento no puede llevarse acabo.  
 
Es importante señalar que desde un principio el litigio gira en torno a la 
interpretación de los laudos. Ambas partes ciertamente realizan una interpretación 
de los instrumento bajo sus principios, valores e intereses. Según el derecho 
internacional las acciones de los Estados deben de estar caracterizadas en gran 
medida bajo el principio de buena fe. El principio de buena fe es utilizado como 
norma o regla general en la interpretación de los Tratados.  
.  
Si bien la posición de Costa Rica es alegar que Nicaragua ha invadido u ocupado 
su territorio ocasionando daños ambientales severos, y han decidido detener por 
cualquier costo las obras de mejoramiento, (obras que intentan recuperar el caudal 
histórico del Río San Juan), San José puede acudir al principio de legitima defensa 
e intentar restablecer la situación que hubiere existido de no haber ocurrido tales 
acciones, mediante el cumplimiento de la obligación que el Estado dejo de cumplir. 
Seria totalmente imprudente por las partes en conflicto iniciar un conflicto armado 
aduciendo legitima defensa y más cuando la República de Nicaragua ha 
demostrado una posición sumamente pacifica.  
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Estas posiciones están respaldadas bajo el principio universal que hace referencia 
a la integridad de los Estados, y hace especial mención al uso de la fuerza. La 
fuerza, en cualquier forma o manifestación, no puede ser permitida sobre todo ya 
que no existe un acto de agresión armada por parte de Nicaragua contra Costa 
Rica. Se debe luchar por encontrar canales de cooperación y hermandad entre los 
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2. Política Exterior del Ex-Presidente Enrique Bolaños Geyer 
 
En el año 2002 Enrique Bolaños Geyer toma la presidencia de la República de 
Nicaragua, y presenta varias agendas presidenciales como la anti-corrupción y el 
desarrollo. Los lineamientos generales de la Política Exterior y Cooperación de 
Nicaragua fueron trazados desde el inicio del Gobierno del Presidente Bolaños, 
quien en su discurso de toma de posesión expresó la necesidad de convertir al 
país en un: 
“claro aliado político —serio, confiable y consistente— de las naciones 
democráticas del mundo.” También, manifestó su aspiración de promover 
la integración y proyectar la vocación de Nicaragua de ser un país 
“respetuoso, colaborador y pacifico con el resto de sus vecinos”.  
 
En la dimensión económica, resumió que el gran desafío de la política exterior de 
Nicaragua era convertir al país en “un socio comercial de los países occidentales y 
en un centro de atracción de negocios internacionales, de inversión mediante la 
firma de acuerdos comerciales y de inversiones con todos aquellos países 
abanderados del libre comercio.”  
 
El Sr. Enrique Bolaños Geyer posteriormente continúa su discurso declarando sus 
metas nacionales sobre institucionalidad:  
“Por estas razones, la misión estratégica de mi  Gobierno, en el plano 
nacional, será la fundación de una nueva institucionalidad en el país, es 
decir, la construcción de una nueva relación, de un renovado compromiso 
entre el Estado y sus ciudadanos, basada en una nueva cultura, en una 
nueva ética política y social.  Una institucionalidad que esté guiada por los 
principios de justicia para todos por igual; representatividad y participación 
efectiva de la población; transparencia y rendición de cuentas; protección 
a y solidaridad con los menos favorecidos. Por la renovación y 
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modernización de cultura de la clase política.” 5  (NicaraguaCancilleria, 
2002)  
 
Su agenda referente a política exterior se encuentra fuertemente basada en la 
economía, apartar las diferencias entre los Estados y promover el desarrollo 
económico, este último fue su objetivo principal. La meta era cambiar la imagen 
general de la República de Nicaragua un país más respetuoso, más sofisticado, 
más pacífico. A través de estos cambios se busca abrir canales de cooperación 
internacional y al mismo tiempo ser respetado en la sociedad internacional. Para 
esto el Presidente toma la decisión de limpiar internamente el aparato 
gubernamental y así castigar la corrupción. Por estos motivos la  alianza con el ex-
presidente Alemán se transformo en una enemistad, lo que de igual forma 
ocasiono relaciones de tensión con los sandinistas. Como resultado el presidente 
Bolaños fue acorralado por ambos partidos. La situación mostro a los demás 
Estados y entidades internacionales que Nicaragua estaba cambiando y que iba a 
cambiar rápidamente.  
 
Si analizamos con mayor profundidad la Política Exterior del Sr. Enrique Bolaños 
Geyer encontramos en primer lugar los temas6 sobre libre comercio e inversión 
extranjera, que como objetivo principal, pretenden impulsar la inserción de 
Nicaragua en el nuevo orden mundial, promoviendo la creación de espacios de 
libre comercio que atraigan inversión extranjera y participando activamente en los 
grandes temas de la Agenda Global. De igual forma se busca finalizar las 
negociaciones de los tratados de libre comercio con los Estados Unidos de 
América, Canadá, Panamá y ALCA y constituir con la Unión Europea una 
asociación económica estratégica, así como, gestionar la eliminación de los 
obstáculos que afectan actualmente la inversión extranjera en nuestro país y 
                                                          
5
 Cancillería de la República de Nicaragua, Memoria 2002, Managua Cancillería 2002 
6
 Cancillería de la República de Nicaragua, Memoria 2002, Managua Cancillería 2002 
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promover la imagen de Nicaragua como un país con un estándar alto de seguridad 
ciudadana, propicio para la inversión. 
 
En materia ambiental el objetivo principal es apoyar activamente los esfuerzos 
mundiales en materia de biodiversidad y cambio climático, así como la puesta en 
marcha de lo propuesto en el Protocolo de Kioto y asegurar que Nicaragua se 
beneficie de las ventajas económicas que se deriven de las medidas que los 
países desarrollados tomen a favor de los países pobres en el ámbito del medio 
ambiente. 
 
En cuanto a seguridad se pretende participar activamente en la alianza 
internacional contra el terrorismo, impulsando el cumplimiento de las resoluciones 
de las Naciones Unidas.  Asumir una posición de liderazgo en la lucha contra la 
corrupción y a favor de los principios y valores democráticos, principalmente a 
partir de las Resoluciones, Convenciones y Declaraciones del Sistema 
Interamericano, Cumbres Iberoamericanas, Grupo de Río, Cumbre de las 
Américas y la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones unidas, entre 
otros foros y conferencias. Profundizar el liderazgo de Nicaragua en el marco de la 
Convención de Ottawa sobre el Desminado y proyectar los avances nacionales y 
regionales en la materia. Por lo anteriormente mencionado se hace énfasis en los 
siguientes puntos7:  
 Fortalecer la consolidación del marco de seguridad democrática en la 
región, particularmente los mecanismos operativos para la lucha contra el 
terrorismo, (con la implementación del Plan Centroamericano de 
Cooperación Integral para Prevenir y Contrarrestar el Terrorismo y 
Actividades Conexas), el combate contra el narcotráfico y delitos conexos; 
el control de armas ligeras y pequeñas y el desminado, promoviendo 
además la seguridad para el turismo. Asimismo proyectar, desde una 
                                                          
7
 Cancillería de la República de Nicaragua, Memoria 2002, Managua Cancillería 2002 
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posición de liderazgo y una perspectiva global, las posiciones sobre estos 
temas en los diferentes foros, reuniones y conferencias internacionales.  
 
 Lograr el funcionamiento pleno de la conectividad entre la Estrategia de 
Transformación y Modernización de Centroamérica para el siglo XXI y sus 
proyectos con el Plan Puebla-Panamá. 
 
 
 Realizar una defensa integral y permanente de la soberanía e integridad 
territorial de Nicaragua, complementando los aspectos estrictamente 
limítrofes, apoyados en el Derecho Internacional, con políticas de desarrollo 
económico y social que beneficie a las poblaciones fronterizas. 
 
 Desarrollar una Política Limítrofe dirigida a definir, demarcar e identificar 
con claridad el ámbito territorial de Nicaragua, lo cual implica la 
combinación delos siguientes componentes: 
– Continuar con los juicios incoados ante la Corte 
Internacional de Justicia contra Honduras y Colombia. 
– Velar por el respeto a los tratados existentes en materia 
limítrofe.  
– Reponer y densificar los hitos y mojones en las líneas 
fronterizas.  
– Entrar en conversaciones con los países vecinos con los 
que no hemos delimitado aún nuestras fronteras marítimas. 
– Procurar mecanismos para prevenir y resolver tensiones. 
– Dimensionar adecuadamente, para el caso de Colombia, el 
propósito de reafirmación de los espacios marítimos, 
enfatizando los aspectos relativos a la Plataforma 
Continental y la Zona Económica Exclusiva. 
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 Promover el desarrollo de una Política Fronteriza que facilite la atención 
socioeconómica de las regiones fronterizas, especialmente en la zona sur, 
para evitar que se conviertan en zonas de interés para terceros países, lo 
cual implica la combinación de los siguientes componentes: 
– Convertir las zonas fronterizas en polos de desarrollo, con 
la finalidad de mejorar la calidad de vida de sus habitantes, 
impulsando programas y proyectos de desarrollo integral en 
las zonas pertinentes y gestionar los recursos necesarios 
para estos propósitos. 
– Reforzar la presencia del Estado en la zona. 
 
 Establecer regímenes jurídicos especiales, si las circunstancias lo ameritan. 
 
Otro punto clave en el cual se enfoca la política exterior del Sr. Enrique Bolaños 
Geyer es el tema de la integración centroamericana. Se pretende fortalecer el 
liderazgo de Nicaragua de manera activa y permanente a fin  de profundizar la 
integración en áreas claves para el desarrollo sostenible de la región, tomando en 
cuenta la situación de menor desarrollo relativo del país y la necesidad de producir 
resultados concretos y tangibles. 
 
La Unión Aduanera Centroamericana juega un papel de suma importancia ya que 
es un elemento desencadenante de otros procesos de integración de la región con 
vista a alcanzar la unión económica.  
 
El Sr. Enrique Bolaños insiste en que es necesario contribuir en la modernización 
y racionalización de las instituciones del Sistema de la Integración 
Centroamericana a fin de romper la dispersión de esfuerzos y dar una actuación 
unitaria y coherente al sistema. 
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Así mismo se impulso la modernización y profesionalización del Ministerio de 
Relaciones Exteriores (MINREX), transformando las estructuras del servicio 
exterior con el fin de convertirlas en agentes facilitadores y promotores del 
comercio y la inversión extranjera alrededor de cuatro ejes fundamentales: 
Turismo, Manufactura ligera, Agroindustria y Lácteos. De igual forma8: 
• Capacitar de manera permanente a los funcionarios del servicio exterior. 
• Consolidar la profesionalización del servicio exterior nicaragüense y realizar 
una adecuada selección de personal. 
• Fortalecer los mecanismos de consulta y comunicación con la sociedad en 
los temas de política exterior. 
 
Como podemos observar la política exterior del Presidente Bolaños toma un fuerte 
fundamento democrático y trata de prevenir conflictos con otros Estados. Su 
misión en la presidencia es crear más vías de cooperación, desarrollo económico 
en el país y especialmente aumentar la exportación de la República. El Presidente 
Enrique Bolaños se compromete a llevar más allá las relaciones con los países 
desarrollados del mundo sin importar las distancias de los continentes, y abre las 
puertas para todas las inversiones internaciones especialmente asiáticas.  
 
  
                                                          
8
 Cancillería de la República de Nicaragua, Memoria 2002, Managua Cancillería 2002 
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2.1   Problemas Internos 
 
Antes de hablar sobre los problemas que el Ex-Presidente Bolaños tuvo en su 
presidencia en el caso del Río San Juan, necesitamos hablar sobre los problemas 
internos. En el años 2002, a pocos días después de su toma de poder, el ex-
presidente Bolaños cumplió su promesa de candidatura, la política anticorrupción y 
además anuncio que reformaría la Ley Electoral para impedir en el futuro el 
nombramiento de un ex-presidente para un puesto como diputado en la Asamblea 
Nacional, posteriormente Arnoldo Alemán fue elegido como presidente de la 
Asamblea con 49 votos a favor. 
 
El 31 de enero Bolaños presenta a la Asamblea la Ley de Probidad de los 
Servidores Públicos cuyos objetivos hacen énfasis en “establecer y regular el 
régimen de probidad de los servidores públicos en el ejercicio de sus funciones, 
para prevenir y corregir hechos que afecten los intereses del Estado, por acción u 
omisión de conformidad con lo establecido en la Constitución Política y demás 
leyes de la República.” 
 
Al mismo tiempo, la Procuraduría General de la República comenzó una 
investigación contra el ex-presidente Alemán ligándolo con actos de corrupción 
hechos durante su período en el poder como Presidente. Alemán fue acusado 
junto a 8 funcionarios que trabajaron con él. Además se le acusa de participar en 
la falsa compra de una compañía panameña de servicios tecnológicos y 
contenidos de programación de un valor de 1.35 millones de dólares. 
 
Bolaños tuvo el soporte mínimo de la Asamblea, dado que la mayoría de los 
diputados en la Asamblea eran pro Alemán. Bolaños acudió a la ayuda de los 
Sandinistas con 38 diputados y 4 diputados leales a Bolaños.  
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La disputa entre Alemán y Bolaños continuo, Bolaños pedía a la ciudadanía firmar 
la petición pública a la Asamblea para quitar la inmunidad que tenia Alemán, esto 
provoco más a los medios de comunicación y al Partido Liberal al mismo tiempo. 
En diciembre de 2002, se levantaron las inmunidades a Alemán por los votos del 
FLSN y dos jueces ordenaron oficialmente su ingreso a la prisión por cargos de 
fraude, peculado, malversación de caudales públicos, asociaciones e instigación 
para delinquir, lavado de dinero y violación electorales.  
 
Después de este evento Bolaños tuvo muchas dificultades para tener 
aprobaciones de sus propuestas política ante la Asamblea Nacional, por 
consecuencia el Sr. Enrique Bolaños tiene muchas dificultades durante su 
mandato internamente, lo cual afecta mucho sus decisiones y las políticas que 
quería promover durante su presidencia.  
 
Durante este período Nicaragua sufre de una gran inestabilidad política, una 
guerra civil política por decir, una batalla entre Bolaños, Alemán y Ortega. En un 
cierto sentido Bolaños estaba tan concentrado en tratar de resolver los problemas 
internos que no pudo realizar mucho de los objetivos de su política exterior.  
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2.3  Relación bilateral con Costa Rica y Conflicto Río San Juan 
 
Como cualquier otro Estado en la sociedad internacional, Nicaragua y Costa Rica 
se rigen por instrumentos internacionales tales como tratados o acuerdos 
internacionales. En el caso de Nicaragua – Costa Rica, las relaciones bilaterales 
entre ambos se rigen a groso modo al tema del Rio San Juan, ambos Estados 
contemplan sus acciones por lo estipulado en el Tratado Caña-Jerez, Laudos 
Cleveland y Laudo Alexander.  
 
Como mencionamos en los antecedentes, el laudo Cleveland se creo como 
mecanismo de mediación y se eligió de mutuo consentimiento al Presidente 
Grover Cleveland como árbitro, debido a los constante conflictos fronterizos entre 
ambos Estados. En el laudo se específica que Nicaragua tiene todo el derecho de 
hacer cualquier actividad dentro de sus límites fronterizos, sin afectar el derecho 
de navegación de Costa Rica:  
“La República de Costa Rica no puede impedir a la República de 
Nicaragua la ejecución, a sus propias expensas y dentro de su propio 
territorio, de tales obras de mejora […] con tal que dichas obras de 
mejora no resulten en la ocupación, o inundación o daño de territorio 
costarricense”. 
 
A través de la historia Nicaragua y Costa Rica han tenido muchos conflictos que 
no involucran solamente al Rio San Juan, sino también podemos mencionar  
problemas migratorios, tráficos de drogas y armas ilícitas. Parcialmente el caso del 
Río San Juan se resolvió con las reuniones binacionales entre ambos Estados. 
Pero aun, la rivalidad entre ambos Estados trae consigo constantemente 
problemas de todas las magnitudes.  
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En la relación bilateral con Costa Rica el Presidente Bolaños crea un ambiente de 
amistad para impulsar los temas como la integración de la Aduana de Peñas 
Blancas, el desarrollo fronterizo y los trabajos en torno a la delimitación marítima. 
Especialmente unos de sus objetivos más importantes era la protección de 
nacionales en el extranjero en este caso la problemática de los inmigrantes 
nicaragüenses en Costa Rica, se tomaron las disposiciones necesarias para 
reforzar la misión diplomática y consular, con recursos humanos y financieros. 
 
El conflicto con Costa Rica en el caso de Río San Juan durante el período de la 
Presidencia de Enrique Bolaños fue mas llamativo cuando el Presidente Abel 
Pacheco gobernaba el país vecino, ya que luego de una larga disputa que se 
había venido desde la presidencia del ex-presidente Alemán, se revocó los 
derechos de Navegación a la Policía Nacional de Costa Rica debido a la portación 
de armas en el momento.  
 
Costa Rica declara que esto es una clara violación de sus derechos de 
navegación en el Rio San Juan en base a los artículos que estipula el Tratado 
Caña-Jerez y el Laudo Cleveland. Costa Rica demanda a Nicaragua ante la Corte 
Internacional de Justicia en la Haya, el 21 de septiembre del 2005, con el objetivo 
de retomar sus derechos de Navegación y derechos conexos de Costa Rica sobre 
el Río San Juan. 
 
En el informe de la Haya se dice que: 
“En su demanda, Costa Rica sostuvo que su objetivo era lograr que 
Nicaragua pusiera fin a su comportamiento, que le impedía gozar libre y 
plenamente de los derechos que poseía sobre el río San Juan y cumplir 
con las obligaciones que había contraído en virtud de ciertos acuerdos 
que había firmado con Nicaragua. Costa Rica pidió además a la Corte 
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que determinara las medidas que debía adoptar Nicaragua a título de 
reparación.”9 (JusticiaCorte, 2008) 
 
Costa Rica alego que Nicaragua esta violentando los derechos perpetuos que se 
le otorgan en los laudos que hacen referencia a la “libre navegación con objetos 
de comercio ya sea con Nicaragua ó al interior de Costa Rica. Además las 
embarcaciones de uno ú otro país podrán indistintamente atracar en las riberas del 
río, en la parte en que la navegación es común, sin cobrarse ninguna clase de 
impuestos, á no ser que se establezcan de acuerdo entre ambos Gobiernos.” 
(JusticiaCorte, 2008) 
 
Costa Rica solicita y declara que Nicaragua ha violentado las siguientes 
obligaciones:10 
(a) La obligación de facilitar la navegación en el Río San Juan con los 
términos del tratado del 15 de abril del 1858. 
(b) La obligación de permitir libre navegación a barcos Costarricense y 
pasajeros en el Río San Juan para propósitos comerciales y turismo. 
(c) La obligación de permitir la navegación sin ningún cargo monetario sin el 
acuerdo de ambos Estados. 
(d) La obligación de no exigir a embarcaciones costarricenses y sus 
pasajeros a parar en ningún puesto nicaragüense a lo largo del río. 
(e) La obligación de no imponer ningún impuesto o tasa sobre los barcos de 
Costa Rica y sus pasajeros para navegar en el río. 
 
                                                          
9
 Corte Internacional de Justicia. Actividades de Procesos Institucionales Disputa sobre derecho de 
navegación y otros derechos relacionados (Costa Rica contra Nicaragua). 29 de Septiembre 2005. 
Disponible en:  
http://www.icj-cij.org/docket/files/133/8268.pdf 
10
 Corte Internacional de Justicia. Actividades de Procesos Institucionales Disputa sobre derecho 
de navegación y otros derechos relacionados (Costa Rica contra Nicaragua). [en línea]. 29 de 
Septiembre 2005. Disponible en:  
http://www.icj-cij.org/docket/files/133/8268.pdf 
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(f) La obligación de permitir a Costa Rica el derecho de navegar en el río en 
conformidad con el artículo segundo del Laudo Cleveland. 
(g) La obligación de permitir a Costa Rica el derecho de navegar el río San 
Juan en embarcaciones oficiales para fines de suministro, el intercambio 
de personal de los puestos fronterizos a lo largo de la margen derecha 
del Río San Juan, con su oficial de equipo, incluyendo armas necesarios 
y municiones para efectos de protección según lo establecido en los 
instrumentos pertinentes. 
(h) La obligación de colaborar con Costa Rica con el fin de llevar a acabo las 
actividades comerciales que requieren el esfuerzo común de ambos 
Estados con el fin de facilitar y agilizar el tráfico en el Río San Juan 
dentro de los tratados de limites y sus interpretaciones dada por el Laudo 
Cleveland y otros instrumentos pertinentes. 
(i) La obligación de no agravar y prolongar la controversia mediante la 
adaptación de medidas en contra de Costa Rica, incluyendo las 
sanciones económicas ilegales contraria a los tratados en vigor o del 
derecho internacional general o que involucre a nuevos cambios en el 




La reacción que tuvo el Presidente Bolaños fue firmar un decreto autorizando la 
movilización de las fuerzas armadas nicaragüense cerca del rio para prevenir la 
navegación de fuerzas extranjeras en el Río San Juan, y prohibir la navegación de 
la Policía Costarricense. En el mismo decreto se establece: “Combatir el tráfico de 
armas ilegales en el Río San Juan”. Después del decreto la Asamblea Nacional 
autorizo una ley que fijo los aranceles de importación a todos los productos de 
Costa Rica.  
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Históricamente Nicaragua ha defendido el Río San Juan ante Costa Rica, ya que 
tiene el derecho de proteger su soberanía ante cualquier amenaza extrajera, pero 
las medidas políticas que toma Nicaragua ante las intenciones de Costa Rica 
siempre han encontrado ciertas reacciones antagónicas en algunos países.  
 
Las relaciones bilaterales se tornan complicadas especialmente entre dos Estados 
que difieren en gran medida sobre lo establecido en los instrumentos 
internacionales. La mediación no fue posible debido a que existían fuertes 
problemas internos en la política nicaragüense, lo cual ciertamente condicionaba 
el actuar gubernamental, imposibilitando un acuerdo de mutuo consenso. Es decir, 
resolver los problemas domésticos de Nicaragua resulta una prioridad mucho mas 
alta que el diferendo con Costa Rica.  
 
Ante los derechos que Costa Rica tiene y por las imágenes internacionales, Costa 
Rica actúa rápidamente ante las acciones tomadas por Nicaragua sobre el rio San 
Juan, en la medida de acudir a la Corte Internacional de Justicia como juzgador de 
este conflicto. El 29 de agosto del 2006 Costa Rica presenta sus argumentos 
reconociendo la soberanía de Nicaragua sobre el Río San Juan,  sin embargo 
alega que los tratados limítrofes le otorgan el derecho perpetuo e irrestricto a 
la navegación. 
 
En la presidencia del ex-Presidente Bolaños este caso fue el conflicto más 
sensible y grande con Costa Rica, claro hubieron otros conflictos pero no fue con 
la magnitud de este, se involucraron la OEA, la Corte Internacional de Justicia, la 
mediación interna como internacional. 
 
Debemos tomar en cuenta que el conflicto generado es una situación clásica en 
las relaciones bilaterales entre Nicaragua y Costa Rica, ya que la interpretación de 
los Tratados y Laudos responde a los diferentes intereses nacionales de las partes. 
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Los instrumentos internacionales son perfectibles, sin embargo cuando se 
encuentra en juego la soberanía de los Estados, los mismos actores toman 
acciones con el objetivo de mejorar sus posiciones sin importar lo que realmente 
se encuentra establecido en el espíritu de dichos instrumentos.  
 
En un estudio con mayor profundidad realizado por el historiador Alejandro 
Bolaños, en el caso de límites fronterizos11, menciona que Nicaragua tiene el 
exclusivo dominio y sumo imperio sobre las aguas del Río de San Juan, desde 
que salen del Lago hasta que desembocan en el Atlántico, sin especificar boca 
alguna en particular. Por lo tanto, en el Tratado Jerez-Caña explícitamente se 
declara y ordena que Nicaragua conservara lo que siempre ha tenido hasta 
entonces: el exclusivo dominio y sumo imperio sobre las aguas del Bajo San Juan, 
del Taure y del Colorado, los tres brazos o bocas que desembocan en el Atlántico 
las aguas del rio de San Juan que salen del lago. 
 
Agrega el historiador Bolaños que en esas aguas en que Nicaragua tiene 
exclusivo dominio y sumo imperio, el Tratado Jerez-Canas concede a Costa Rica 
los derechos perpetuos de libre navegación desde su desembocadura en el 
Atlántico hasta tres millas inglesas antes de llegar al Castillo Viejo, pero solamente 
“con objetos de comercio”, es decir, “con mercadería”. El derecho de libre 
navegación explícitamente se limita a aquellas naves que llevan “objetos de 
comercio” desde la desembocadura del rio de San Juan en el Atlántico hasta tres 
millas inglesas antes de llegar al Castillo Viejo. De acuerdo al Tratado Jerez ‐ 
Canas, ninguna otra nave costarricense tiene derecho de libre navegación, y no lo 
tiene ninguna nave de servicio fiscal. Para que el arbitro Presidente Grover 
Cleveland pudiera leer el Tratado Jerez ‐ Cañas y dar su Laudo, el Tratado se 
tradujo al ingles, y se tradujo mal. Al arbitro Presidente Cleveland le dieron una 
                                                          
11
 Bolaños, Alejandro, Seis reflexiones y observaciones sobre el tratado Jerez – Canas, el Laudo 
Cleveland y los Laudos Alexander, 2000, [En línea] 
http://enriquebolanos.org/ABG_Obras/ABG%20-
%206%20Reflexiones%20sobre%20el%20R%C3%ADo%20San%20Juan%20bis.pdf 
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versión errada en la que el traductor inserto “purposes of commerce” (“fines de 
comercio”), en vez de los “objetos de comercio” que exige el Tratado Jerez-Cañas.  
En consecuencia, el árbitro Presidente Cleveland, en su Laudo, ordena: “The 
Republic of Costa Rica, under the said treaty and the stipulations contained in the 
sixth article thereof, has not the right of navigation of the River San Juan with 
vessels of war; but she may navigate said River with such of the Revenue Service 
vessels as may be related and connected with her enjoyments of she <<purposes 
of commerce>> accorded to her in said article or as may be necessary to the 
protection of said enjoyments.”  
 
Continua manifestando el historiador Bolaños que la República de Costa Rica no 
tiene por dicho tratado, el derecho de navegar en el Río San Juan con buques de 
guerra. Debido a la versión errada del Tratado Jerez‐Cañas que leyó el árbitro 
Presidente Cleveland en ingles, el Árbitro excedió sus poderes y en el Laudo 
Cleveland le otorgo a Costa Rica derechos de navegación adicionales a los 
concedidos en el Tratado Jerez‐Cañas.  
 
Por ende Nicaragua había de tener su estimado sumo imperio en todas las aguas 
de esa misma vía de comercio igualmente no interrumpido hasta el mar. Es de 
notarse que esto implico desde luego el Señorío de Nicaragua sobre todas las 
islas del río y sobre la margen izquierda o margen Noroeste del rio y del extremo 
de la tierra firme (Headland). 
 
 
Según el historiado hay tres aspectos torales en este Primer Laudo Alexander: 
1. Este Primer Laudo Alexander sentencia que el Tratado Jerez – Cañas 
otorga a Costa Rica la margen derecha o margen Sureste del rio, 
considerado como vía de comercio, desde un punto tres millas abajo del 
Castillo hasta el mar. 
2. Asimismo sentencia que el Tratado Jerez ‐ Cañas otorga a Nicaragua 
  33 
 
“sumo imperio” solamente en aquellas aguas de esa misma vía de 
comercio. 
3. Este Primer Laudo Alexander además sentencia que ni el Taure ni el 
Colorado son vías de comercio, puesto que no tienen Puerto en su boca 
Aquí cabe recalcar que en su articulo sexto, el Tratado Jerez ‐ Canas 
establece y ordena, sin ninguna restricción de vía de comercio: 
“Art. 6°. La Republica de Nicaragua tendrá exclusivamente el dominio 
y sumo imperio sobre las aguas del rio de San Juan, desde su salida 
del lago hasta su desembocadura en el Atlántico”. 
 
Al imponer esa restricción de vía de comercio, este primer Laudo Alexander no 
solamente despoja a Nicaragua de las aguas del rio Colorado, sino también de las 
aguas del Taure. Y la Naturaleza, auxiliada por la mano del hombre, despoja a 
Nicaragua de casi todas las aguas del Bajo San Juan, que en agosto de 1858 se 
desvían al Colorado (cuatro meses después de firmarse el Tratado Jerez ‐ Cañas).  
 
En consecuencia, en 1859 se cegó la bahía en la desembocadura del Bajo San 
Juan, y hoy la legítima dueña del Rio de San Juan de Nicaragua no tiene caudal 
en el delta ni puerto en el Atlántico.  
 
Estas reflexiones por Alejandra Bolaños, nos muestran en cierta manera que los 
Tratados tales pueden traer conflictos por mala interpretación de ellos o mal uso 
de ellos también.  
. 
Ciertamente los gobiernos tienen responsabilidad sobre cada palabra, acción que 
realizan u omiten. Las decisiones son valoradas por las respuestas que estas 
ocasionan. Una reacción negativa perjudica tanto a los ciudadanos como a la 
imagen del Estado ante los demás integrantes de la sociedad internacional. Es 
necesario utilizar los mecanismos de resolución de conflictos que ofrece el 
Derecho Internacional. 
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3.  Toma de decisiones del gobierno del Presidente Daniel Ortega Saavedra 
 
En el año 2007 toma posesión de la presidencia de la República de Nicaragua, el 
Señor Daniel Ortega Saavedra. Este nuevo Gobierno de Reconciliación y Unidad 
Nacional (GRUN) opta por un perfil socialista a diferencia del clásico liberalismo, 
ideología que se había asentado en las políticas gubernamentales por más de 14 
años. La política exterior se enfoca en el fortalecimiento de las relaciones 
bilaterales en los ámbitos político, económico, comercial y de cooperación, pero a 
diferencia de la política exterior de los gobiernos anteriores se hace especial 
énfasis en “el desarrollo de una relación articulada con países amigos y socios, 
basada en la igualdad soberana, lealtad y respeto mutuo, a través de un dialogo 
político y económico directo, tanto a nivel bilateral, multilateral y regional”12.  
 
Es importante señalar que en el año 2007 la República de Nicaragua presento la 
memoria del caso referente al conflicto con Costa Rica sobre los derechos de 
navegación en el Río San Juan.  
 
La diplomacia del Gobierno de Reconciliación y Unidad Nacional (GRUN), dirigida 
por el  Presidente Daniel Ortega Saavedra, se compromete en mejorar sus 
relaciones, especialmente con los países del área centroamericana, a fin de abrir y 
reforzar nuevos canales de cooperación que fortalezcan la integración del istmo. 
Es bajo el compromiso antes mencionado que el 14 de febrero del 2008, se 
reúnen el Canciller de Costa Rica, Bruno Stagno y el Vicecanciller de Nicaragua, 
Manuel Coronel Kautz. Durante dicho encuentro se abordaron temas de 
importancia bilateral, acordándose realizar la puesta en marcha de la Comisión 
                                                          
12
 Ministerio de Relaciones Exteriores de Nicaragua. Política Institucional. Política Exterior y 
Cooperación. En http://www.hacienda.gob.ni/hacienda/ppresupuesto2012/D_09_03_MINREX.pdf 
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Binacional en marzo del 2008 que incluiría temas referentes al medio ambiente y 
turismo.  
     
Sin embargo es hasta el 24 de junio del mismo año que representantes de la 
República de Nicaragua y Costa Rica fueron participes de un nuevo encuentro con 
el objetivo de establecer de manera clara y precisa la agenda de la VII reunión de 
la Comisión Binacional. Dicha comisión se llevaría acabo en el mes de agosto. Un 
mes después Nicaragua presenta documento dúplica ante la Corte Internacional 
de Justicia (CIJ), como respuesta a los argumentos de su vecino Costa Rica. 
 
La reunión preparativa antes mencionada fue de gran importancia ya que se 
encontraban presentes comisiones de las siguientes áreas: migración, trabajo, 
salud, seguridad, cooperación, economía, entre otros. No se debe olvidar que una 
gran cantidad de nicaragüenses laboran diariamente en Costa Rica13 (alrededor 
de 240,000 mil nicaragüenses se encuentran legalmente en Costa Rica, y 450 mil 
nicaragüenses no tienen documentos) lo cual compromete a Nicaragua a 
establecer canales de comunicación amplios con Costa Rica con el fin de velar por 
los derechos de los nicaragüenses. Es importante señalar que en este contexto 
ambas partes se encontraban en un litigio internacional (iniciado en el año 2005) 
por los derechos de navegación en el Río San Juan. Este hecho no condiciono las 
relaciones cordiales entre los países vecinos. Sin embargo en el año 2009 como 
consecuencia de la resolución de la Corte Internacional de Justicia (CIJ) la 
Comisión Binacional se estanco por completo. La resolución establece en general 
que ningún barco costarricense tiene derecho a navegar con funciones de policía 
en las aguas del Río San Juan, por otro lado Costa Rica tiene derecho a la libre 
navegación en el río San Juan para fines comerciales. El fallo también reconoce a 
Nicaragua su derecho a emitir certificados de salida a las naves pero sin costo 
alguno. De la misma manera tendrá derecho a fijar calendarios de navegación y 
                                                          
13
 VEGA, Erving. Entrevista al Embajador de Nicaragua en Costa Rica. Telenica Canal 8. 24 de 
enero del 2011. 
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solicitar a barcos costarricenses que muestren la bandera de Nicaragua en sus 
mástiles.14 
 
Posteriormente el gobierno de la República de Nicaragua, con deseos de 
recuperar y mejorar el caudal histórico del Río San Juan,  inicia el 18 de octubre 
del año 2010, obras de mejoramiento y dragado con intenciones futuras de que 
dichas obras puedan traducirse en ingresos económicos para el país. Es de 
conocimiento general, el gran potencial inherente del Río San Juan como ruta de 
transito internacional. 
 
Dentro de este contexto el Presidente de la República de Nicaragua, Daniel 
Ortega Saavedra, reiteró la decisión soberana del gobierno nicaragüense de 
dragar el Río San Juan. Ante esta declaración el país vecino Costa Rica alega que 
Nicaragua debe pedirle permiso ante cualquier obra que el gobierno de Nicaragua 
pretendiera realizar en el afluente. Inclusive el gobierno de Costa Rica protesta 
bajo el supuesto de que se ha violentado su territorio. Por otro lado el gobierno de 
Nicaragua insiste que “el dragado tiene su asidero en la sentencia del 13 de julio 
del 2009 de la CIJ, así como en los Laudos Cleveland y Alexander, donde se 
resuelve que Nicaragua tiene la soberanía y el sumo imperio sobre la cuenca y le 
otorga amplios derechos para efectuar limpieza y acciones que tuviese a bien para 
mejorar la afluencia y navegación del río”15. Como reacción o medida preventiva la 
República de Costa Rica, el 22 de octubre del 2010, envía fuerzas policías 
fuertemente armadas, que se movilizaron en la zona de conflicto.  
 
                                                          
14 Corte Internacional de Justicia. Actividades de Procesos Institucionales Disputa sobre derecho 
de navegación y otros derechos relacionados (Costa Rica contra Nicaragua). 29 de Septiembre 
2005. Disponible en:  
http://www.icj-cij.org/docket/files/133/8268.pdf 
15
 MINREX. Nota de Prensa NP-176-2010.  
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El tema del Río San Juan es un punto de confrontación y ambición histórica, entre 
ambas naciones centroamericanas. La posesión y discrecionalidad del río ha 
mantenido relaciones meramente cordiales entre ambos países. Este hecho no 
excluye el contexto gubernamental precedido por el Presidente Daniel Ortega 
Saavedra. Según Rudolf Kjellen (1864 – 1922), analizando la teoría darwiniana y 
la geopolítica, “afirma que existe una lucha sin fin por la supervivencia de los 
Estados”16. Se trata de ampliar o preservar las fronteras territoriales en busca de 
proteger el poder nacional que está ligado en gran medida por la geografía y la 
disponibilidad de recursos.  
 
A medida que el diferendo asciende de magnitud, dentro del escenario 
internacional es necesario que la diplomacia nicaragüense plantee las posibles 
situaciones así como soluciones que satisfagan los intereses nacionales. Se trata 
de prevenir el mayor mal posible a la estructura territorial de la Nación.  
 
Tomando en cuenta las condicionantes (tiempo, capacidad de negociación, 
calidad diplomática, imagen internacional) del diferendo y el afán de defender la 
soberanía del territorio, a través de medios pacíficos, los escenarios a considerar 
son los siguientes: un entendimiento bilateral, la intervención diplomática  de un 
tercero, ya sea de un organismo u otros países, y un arreglo judicial internacional. 
En este caso particular, la toma de decisiones17 se reduce a elegir entre tres 
alternativas posibles sobre una situación que se caracteriza por un alto nivel de 
incertidumbre y suposiciones.  
 
                                                          
16
 KJELLEN, Rudolf citado por DOUGHERTY, James y PFALTZGRAFF, Robert. Teorías en Pugna 
en las Relaciones Internacionales. Grupo Editor Latinoamericano. Buenos Aires, Argentina. 1993. 
75 p. 
17 La Teoría de Toma de Decisiones  plantea la acción de elegir entre alternativas posibles sobre 
las cuales existe incertidumbre. Existen también profundas fuerzas psicológicas de temor, honor e 
interés que realmente configuran la política gubernamental. 
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Un diálogo y entendimiento bilateral entre las partes en conflicto puede 
considerarse la solución más rápida si se cuenta con la voluntad política. Es así 
como el 26 de octubre del año 2010 el Gobierno de Nicaragua emite Nota Verbal 
MRE/DVM/AJST/660/10/10 reafirmando que todas las actividades realizadas se 
han realizado en territorio nicaragüense conforme a los derechos establecidos por 
los instrumentos internacionales que regula la materia entre ambos Estados. La 
negociación entre los Estados que se encuentran en conflicto “anula todo tipo de 
presión exterior; el contacto personal tiende a limar asperezas o desconfianzas 
entre las partes”18. Sin embargo ante esta posible solución, se encuentra en juego 
la soberanía de los Estados, así como la reputación de los individuos que dirigen 
el ejecutivo (en especial en tiempos de elecciones presidenciales), por lo tanto 
ambas partes no piensan ceder ante las exigencias de Managua y San José 
 
La importancia de la soberanía reside en que está proporciona a los Estados 
legalidad internacional […] suprema autoridad, mandato superior, es decir, aquella 
manifestación que distingue y caracteriza al Poder del Estado 19 . Una imagen 
flexible a nivel internacional puede generar una perspectiva ambigua en la 
comunidad internacional, lo cual se puede traducir en dos posibles escenarios: 
puede que la comunidad internacional perciba a la parte que ceda en primera 
instancia, positivamente como reconciliadora o en caso contrario impotente de 
defender su propio territorio, por lo que perdería el orgullo, confianza, y en el peor 
de los casos respaldo internacional.  
 
Un hecho que ciertamente influye en el diferendo, es la personalidad que dirige la 
política exterior de los Estados; personalidad que coloca de forma consistente su 
firma singular en todas las acciones. Morton H. Halperin, en un estudio de diversas 
decisiones de política exterior, ha demostrado cómo “la política dentro de un 
gobierno influye en las decisiones y las acciones ostensiblemente dirigidas hacia 
                                                          
18 BECERRA, Manuel. Derecho Internacional Público. Instituto de Investigación Jurídica. 
Universidad Autónoma de México. México. 1992. 94 p. 
19
 ESCORCIA, Jorge. Teoría General del Estado. Editorial Jurídica. Managua. 2009. 24 p. 
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fuera”20. La forma en la cual los funcionarios se centran en temas a menudo 
depende de su perspectiva.  
 
El eslogan del gobierno que preside el Presidente Daniel Ortega Saavedra hace 
un llamado de manera pintoresca a la paz, el amor y la reconciliación. Dicho 
eslogan manifestado en la conducta individual del que dirige el ejecutivo en 
Nicaragua (con gran inclinación hacia el ámbito religioso), sorprende a la 
comunidad internacional y sobre todo al país vecino Costa Rica. Ciertamente, el 
Señor Presidente de la República de Nicaragua, es caracterizado 
discriminadamente por su participación armada en la Revolución Sandinista, así 
como de las políticas implementadas (1987-1990). Tales circunstancias analizadas 














                                                          
20
 HALPERIN, Morton citado por DOUGHERTY, James y PFALTZGRAFF, Robert. op. cit, 484 p. 
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3.1  Nicaragua en la Organización de Estados Americanos (OEA) 
 
Los individuos que dirigen el ejecutivo realizan sus movimientos, “anticipando una 
iniciativa política de sus contra partes […] pueden considerar su propio movimiento 
tendiente a disuadir o impedir futuras acciones”21. El Estado de Nicaragua fiel a 
sus políticas, mantiene su preferencia por el diálogo, la negociación y la búsqueda 
de soluciones pacificas al diferendo. Intención que se contextualiza en la nota del 
Ministerio de Relaciones Exteriores de Nicaragua dirigida al Ministerio de 
Relaciones Exteriores y Culto de Costa Rica:  
 
“El Ministerio de Relaciones Exteriores de la República de Nicaragua, 
reitera al Honorable Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto de la 
República de Costa Rica, su posición inalterable de hacer uso del diálogo 
fraterno e incondicional para discutir todos los puntos de la Agenda 
pendiente entre ambos países de acuerdo a la calendarización establecida. 
EI Ministerio de Relaciones Exteriores del Gobierno de Reconciliación y 
Unidad Nacional de Nicaragua, reitera al distinguido Ministerio de 
Relaciones Exteriores y Culto de Costa Rica, las muestras de su 
consideración” (Costa Rica, 2010, pág. 60) 
 
Sin embargo a pesar de que existen las intenciones de resolver el conflicto por la 
vía bilateral, el gobierno costarricense toma la iniciativa y lleva el diferendo hacia 
la Organización de Estados Americanos (OEA). El 3 de noviembre del año 2010, 
se convoca a una reunión extraordinaria con la excusa de la entrada de las 
fuerzas armadas de la República de Nicaragua en territorio costarricense, próximo 
a la frontera del Río San Juan. Costa Rica intenta que la comunidad internacional 
perciba a Nicaragua como un país agresor e invasor.  
 
                                                          
21
 Ibídem. 483p. 
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Es importante tener presente que la Organización de Estados Americanos (OEA) 
es un foro de diálogo político hemisférico, que como propósitos esenciales 
establece los siguientes considerandos22: 
a) Afianzar la paz y la seguridad del Continente; 
b) Promover y consolidar la democracia representativa dentro del respeto al 
principio de no intervención; 
c) Prevenir las posibles causas de dificultades y asegurar la solución pacífica 
de controversias que surjan entre los Estados miembros; 
d) Organizar la acción solidaria de éstos en caso de agresión; 
e) Procurar la solución de los problemas políticos, jurídicos y económicos 
que se susciten entre ellos; 
f) Promover, por medio de la acción cooperativa, su desarrollo económico, 
social y cultural; 
g) Erradicar la pobreza crítica, que constituye un obstáculo al pleno 
desarrollo democrático de los pueblos del hemisferio, y 
h) Alcanzar una efectiva limitación de armamentos convencionales que 
permita dedicar el mayor número de recursos al desarrollo económico y 
social de los Estados miembros. 
Los incisos a), c) y e) logran que dicho organismo pueda involucrarse y servir 
como mediador en el conflicto. La Organización de Estados Americanos (OEA) 
procura mantener un diálogo abierto, que sirva de  herramienta en la búsqueda de 
un consenso. Para Keohane las instituciones son  “conjuntos de reglas estables e 
interconectadas que prescriben comportamientos, constriñen actividades y 
configuran expectativas”23. El comportamiento pacifico, las actividades de diálogo 
                                                          
22
 BECERRA, Manuel. Derecho Internacional Público. Propósitos y Principios de la OEA. Instituto 
de Investigación Jurídica. Universidad Autónoma de México. México. 1991. 81p. 
23
 KEOHANE, R. Instituciones Internacionales y Poder Estatal. En: SALOMÓN, Mónica. La Teoría 
de las Relaciones Internacionales en los Árboles del siglo XXI: Dialogo, Disidencia, 
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y negociación, así como las expectativas de una pronta y satisfactoria solución, 
envuelve completamente a la situación. Sin embargo se debe analizar y establecer 
hasta que punto esta organización puede generar una solución satisfactoria para 
las partes, recordando que el conflicto mas que político es de materia jurídica.  
 
El Estado costarricense respalda su posición en la Organización de Estados 
Americanos (OEA) bajo el artículo 21 de la Carta de los Estados de la OEA que 
estipula: "El territorio de un Estado es inviolable, no puede ser objeto, ni siquiera 
temporalmente, de ocupación militar ni de otras medidas de fuerza tomadas por 
otro Estado, directa o indirectamente, por ningún motivo cualquiera que sea”24. 
Ante tal posición, la diplomacia nicaragüense expone como única solución posible 
al diferendo el amojonamiento inmediato de la frontera, es decir, iniciar una 
comisión binacional para retomar las acciones de densificación y señalamientos 
pertinentes.  
 
Luego de tomar en cuenta la situación y escuchado a las partes, la resolución de 
la OEA contiene los siguientes considerandos25: 
 
1) Realizar la VIII Reunión de la Comisión Binacional para tratar con carácter 
urgente aspectos de la agenda bilateral en el más breve plazo, a más 
tardar, en la fecha originalmente acordada, con el acompañamiento de la 
OEA. 
                                                                                                                                                                                 
Aproximaciones [en línea]. Revista CIDOB d’Afers Internacionals, no. 56, Madrid, dic.2001/enero 
2002. Disponible en  http://www.cedep.ifch.ufrgs.br/Textos_Elet/pdf/Salomon.pdf 
24




 OEA. Organización de Estados Americanos. Informe del Secretario General de la OEA a la XXVI 
Reunión de Consulta de Cancilleres [en línea]. En: 
http://www.oas.org/sap/peacefund/VirtualLibrary/CostaRicaNicaragua/Reports/InformeSGReunionC
onsulta7dic2010.pdf 
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2) Retomar de inmediato las conversaciones sobre aspectos relacionados con 
la demarcación de la línea fronteriza realizados hasta la fecha, conforme a 
los tratados y laudos existentes.  
3) Con el fin de generar un clima propicio para el diálogo entre ambas 
naciones, evitar la presencia de fuerzas armadas o de seguridad en el área 
donde su presencia podría generar tensión.  
4) Incluir a las autoridades pertinentes para que revisen y refuercen los 
mecanismos de cooperación entre ambas naciones para prevenir, controlar 
y enfrentar el narcotráfico, el crimen organizado y el tráfico de armas en el 
cordón fronterizo. 
 
Durante una entrevista realizada al Señor René Castro, Canciller de Costa Rica 
(2010-2011), manifestó su confianza “en la buena disposición de Nicaragua para 
respetar los contenidos y alcances de la resolución del Consejo Permanente, dado 
que el texto resolutivo es un hecho consumado, fundamentado en el principio de la 
legalidad” 26 . Las medidas recomendadas por la Organización de Estados 
Americanos (OEA), fueron celebradas por la diplomacia costarricense. Desde San 
José se espera por una reacción de aceptación e implementación de tales 
medidas por parte de Managua.  
 
La República de Nicaragua rechaza la resolución de la OEA debido a que no 
satisface sus intereses nacionales. El Presidente Daniel Ortega Saavedra calificó 
lo acontecido en la Organización de Estados Americanos como un "fracaso ya que 
la sesión del Consejo Permanente fue condicionada, accidentada y manipulada”27. 
Países como Colombia y Estados Unidos tomaron una posición parcializada 
apoyando las intenciones de San José. Es así como el sistema internacional se 
caracteriza por ser un sistema donde los actores internacionales actúan sin acatar 
condiciones previas de regulación, ya que prevalece el elemento poder en el rango 
y efecto de las acciones estatales. 
                                                          
26
 CASTRO, René. Entrevista. En: Telenoticias Canal 7. 12 de Noviembre. 2010. 21:00hrs. 
27
 MINREX. Nota de Prensa NP-160-2010. 
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Debemos tomar en cuenta de manera breve -pero sin disminuir su importancia-
que si el conflicto hubiera buscado respuesta por medio de órganos regionales 
correspondientes, se debería haber dirigido en primera instancia al Sistema de la 
Integración Centroamericana (SICA), el cual pudiera haber servido de garante de 
acuerdos bilaterales. Sin embargo, se demostró durante el debate en el Consejo 
Permanente de la OEA, que países como Guatemala y Honduras incidieron en la 
imposición de lo aprobado por el mismo consejo28. La unión centroamericana 
todavía no funciona a niveles de consenso. De igual forma, es importante señalar 
el papel de la Corte Centroamericana de Justicia. Este órgano jurídico del Sistema 
de la Integración Centroamericana debería ser el centro de respuestas a todas las 
disputas o conflictos a nivel centroamericano, sin embargo, su estatuto establece 
que no puede resolver casos de materia limítrofe. 
 
A demás un hecho importante que realmente marca diferencia en la política 
interna de Nicaragua (comparándolo con la gestión gubernamental del Ex 
Presidente Enrique Bolaños), es que el 22 de noviembre del año 2010 se 
conforma el Consejo de Poderes del Estado y se establece como necesario que la 
comunidad nacional e internacional se mantenga informada de la posición de 
Nicaragua como Estado soberano e independiente, así mismo los poderes del 
Estado ratifican su posición de que el Ejercito y la Policía Nacional, se mantengan 




Ahora bien continuando con lo acontecido en la Organización de Estados 
Americanos (OEA), es notorio que paulatinamente la OEA ha perdido credibilidad 
en la región debido a situaciones que han comprometido y desbordado en un alto 
nivel sus facultades. Por ejemplo, en muchas ocasiones su participación como 
                                                          
28
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observadores electorales ha sido  cuestionada por no involucrarse más en el 
reforzamiento de la democracia. Si bien la Organización de Estados Americanos 
puede servir como mediador durante un conflicto, la soberanía juega el rol 
limitante de cualquier acción dirigida a inmiscuirse en asuntos que los Estados 
consideren privados. Por supuesto, dirigir las acciones hacia otras instancias 




En declaraciones del embajador de Nicaragua en la Haya, Lic. Carlos Arguello, 
manifestó que “cuando Nicaragua se enfrentó a Honduras por el diferendo antes 
mencionado, intervino la OEA. Y la OEA dijo que fuésemos a la Corte 
Internacional de Justicia. Así lo hicimos porque era un asunto jurídico. Ahora, 
Costa Rica pretende que un asunto jurídico sea resuelto en la OEA, y no en la 
CIJ”29. San José plantea las situaciones con anterioridad y acciona, mientras que 
Managua únicamente responde. El asunto en cuestión es de materia jurídica, sin 
embargo, Nicaragua participa de la sesión extraordinaria y en cuanto percibe un 
ambiente desfavorable a sus intereses desaprueba las recomendaciones. La falta 
de consulta o lobby entre los Estados miembros de dicho organismo, anterior al 
inicio de dicha sesión, ciertamente afecto la decisión final. Este hecho lo podemos 
catalogar como acciones diplomáticas innecesarias, acciones que desestiman la 
actuación diplomática y la imagen del país.   
 
A pesar de que existe voluntad de solucionar el conflicto por la vía del dialogo 
binacional, las condiciones requeridas por la República de Costa Rica se 
anteponen a la realidad de la situación y de las acciones encaminadas por 
Nicaragua. Si bien Costa Rica se muestra abierto a iniciar una etapa de 
                                                          
29
 Declaraciones del Embajador de Nicaragua en los Países Bajos, Lic. Carlos Arguello. En: 
GAMEZ, Pablo. Carlos Arguello: La Frontera no puede ser lo que Costa Rica pretende [en línea]. El 
19 Digital. 20 de febrero de 2011. Disponible en:  
http://www.el19digital.com/index.php?option=com_content&view=article&catid=23:nacionales&id=1
9927:carlos-argueello-la-frontera-no-puede-ser-lo-que-costa-rica-pretenda&Itemid=12 
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conciliación, tal conciliación no puede ni siquiera iniciar cuando se trata 
fuertemente de socavar la imagen de Nicaragua. En respuesta el gobierno de 
Costa Rica expresa lo siguiente:  
 
“Como lo han manifestado la señora Presidenta Laura Chinchilla y otros 
funcionarios del Gobierno de la República, Costa Rica está en la mejor 
disposición de que se celebre este encuentro según lo programado, una 
vez que Nicaragua retire las tropas que ha emplazado en territorio 
costarricense, en un sector de la isla Portillos-isla Calero, en la margen 
derecha del río San Juan, en violación a lo dispuesto por el tratado 
Cañas-Jerez, el laudo Cleveland y los laudos Alexander, que delimitan de 
modo preciso la frontera entre ambos países” (Rica, 2010, pág. 64). 
 
Se puede observar que a pesar de que la República de Nicaragua ha reafirmado 
incesantemente la no incursión de sus cuerpos militares en territorio costarricense, 
el gobierno de Costa Rica insiste en apuntar a tales acciones y promover su 
posición por todas las instancias mediáticas nacionales y extranjeras.  
 
Inclusive el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto de Costa Rica insiste que 
la situación existente entre ambos países no es una controversia limítrofe, sino 
una violación a la integridad territorial costarricense con ocupación ilegal por parte 
de las fuerzas armadas de Nicaragua y serio daño ambiental. Ante la negatividad 
del Estado de Costa Rica, se opta por llevar el conflicto hacia la Corte 
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3.2  Nicaragua en la Corte Internacional de Justicia (CIJ) 
 
El Estado por medio del Derecho Internacional encuentra una forma de resolución 
pacífica de controversias, para la defensa de los elementos que conforman su 
soberanía (territorio, población, y aquellas instituciones que conformar el aparato 
orgánico del Estado). 
 
Si bien la República de Nicaragua y su vecino Costa Rica se vieron las caras en el 
año 2005 ante la Corte Internacional de Justicia, el tema que preocupaba en ese 
entonces era referente a los derechos de navegación en las aguas del Río San 
Juan. Los laudos estipulaban el derecho de navegación de la Republica de Costa 
Rica en las aguas del rio únicamente bajo aspectos económico-comerciales. Sin 
embargo, en el siglo XXI la palabra comercio conlleva a diversas interpretaciones 
económicas, debido a que posee un significado sumamente amplio en los 
mercados, que se deriva de igual manera en múltiples acciones. En ese entonces, 
ambas partes se encontraban satisfechas con las delimitaciones y el respeto 
mutuo hacia las fronteras. 
 
Impedido un posible acuerdo bilateral, a finales de noviembre del año 2010 los 
esfuerzos de la diplomacia nicaragüense se vuelcan hacia el derecho internacional 
como herramienta utilizada por los Estados civilizados en la resolución pacifica de 
conflictos, por medio del arbitraje internacional,  acudiendo de mutuo acuerdo a 
una instancia judicial internacional la cual adopta una “decisión fundada en 
Derecho y de carácter jurídico obligatorio”30.  
 
En este contexto los Estados de Nicaragua y Costa Rica acuden bajo su propia 
voluntad a La Corte Internacional de Justicia (CIJ), órgano judicial principal de la 
Organización de las Naciones Unidas, que resuelve conforme al Derecho 
                                                          
30
 HERNÁNDEZ, Edmundo. Diccionario de Política Internacional. Editorial Porrua. México. 1999. 
34p. 
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Internacional las controversias de orden jurídico entre los Estados. En este 
sentido, siguiendo la teoría idealista, el Derecho Internacional  es el conjunto de 
normas que rigen las relaciones entre los estados y otros actores internacionales 
dentro del sistema, determinando sus derechos, obligaciones recíprocas y 
competencias. 
 
Sin embargo, muchos teóricos afirman que los órganos del derecho internacional 
son descentralizados; de allí se derivan una serie de consecuencias: el 
individualismo del derecho internacional, la relatividad de las situaciones jurídicas, 
la institución del reconocimiento, la superposición de órganos y sujetos, de juez y 
parte, y la coactividad imperfecta, la trascendencia del principio de efectividad 
(TUNKIN, 1983). 
 
Durante la primera y segunda audiencia realizadas el 11 y 22 de enero del año 
2011, el Estado de Costa Rica solicito las siguientes medidas cautelares31:  
1) El retiro inmediato e incondicional de las tropas nicaragüenses fuera del 
territorio de Costa Rica, invadido y ocupado ilegalmente;  
2) El cese inmediato de la construcción de un canal a través del territorio 
costarricense;   
3) El cese inmediato de la tala de árboles, la remoción de vegetación y suelo 
del territorio costarricense, incluyendo sus humedales y bosques;   
4) El cese inmediato de las descargas de sedimentos en territorio de Costa 
Rica;   
                                                          
31
 Corte Internacional de Justicia. Ciertas actividades realizadas por Nicaragua en la Zona 
Fronteriza (Costa Rica contra Nicaragua). Solicitud para la indicación de medidas cautelares 
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5) La suspensión del actual programa de dragado de Nicaragua, dirigido a la 
ocupación, inundación y daños al territorio de Costa Rica, así como al serio 
daño y menoscabo de la navegación por el río Colorado, de modo que se 
de plena vigencia al Laudo de Cleveland mientras se determinan los 
méritos de la disputa;   
6) Que Nicaragua se abstenga de cualquier otra acción que pueda perjudicar 
los derechos de Costa Rica, o que puedan agravar o extender la disputa 
ante la Corte. 
 
La estrategia costarricense en la Corte Internacional de Justicia se basa en 
denunciar la intromisión y violación de su soberanía por parte de cuerpos militares 
del Estado de Nicaragua en territorio conocido como Isla Portillos o Harbor Head, 
además de ocasionar un enorme daño ambiental a la zona debido a las 
operaciones de dragado. Graham T. Allison explica el comportamiento 
gubernamental en términos del Modelo del Agente racional, en el cual “las 
elecciones políticas se observan como actos más o menos deliberados […] 
basados en medios lógicos para lograr objetivos dados”32. Ciertamente la posición 
del Estado de Costa Rica no difiere de la presentada en la Organización de 
Estados Americanos (OEA), sin embargo tiene que demostrar que dicho territorio 
pertenece en base a derecho al Estado de Costa Rica. Según la Academia de 
Geografía e Historia de Nicaragua, la interpretación del Gobierno de Costa Rica 
parece basarse en los cambios geográficos naturales producidos en el delta del río 
San Juan en los últimos 122 años, aprovechando la falta de amojonamiento en 
ese sector fronterizo, cambios que no influyen ni alteran la demarcación fronteriza 
original establecida en dichos laudos33. 
 
Por otro lado la estrategia nicaragüense se basa en desestimar las medidas 
cautelares solicitadas por Costa Rica y demostrar a través de los laudos que el 
trabajo realizado para recuperar el caudal histórico del Río San Juan se encuentra 
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 DOUGHERTY, James y PFALTZGRAFF, Robert. op. cit, 490 p. 
33
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respaldado por el derecho y el sumo imperio que posee el Estado de Nicaragua en 
su territorio soberano. El Estado es para el Derecho “una comunidad constituida 
por un orden jurídico y que aplica su imperio en un territorio”34.  
 
La Teoría de los Juegos puede ayudarnos a mejorar la comprensión de este caso 
desde un enfoque con perspectiva intelectual equilibrada (Dougherty & Pfaltzgraff, 
1993).  Como podemos observar la República de Nicaragua y Costa Rica tratan de 
optimizar sus resultados (evitar el mayor mal posible). Cada Estado posee su 
propia perspectiva del posible resultado, es decir, cada Estado cuenta con un 
sistema diferente de significados y valores. El nivel de importancia que recibe el 
Río San Juan es alto. Sin embargo sus acciones se ven atadas al conjunto de 
reglas universales establecidas por el mismo sistema internacional; reglas que 
norma el actuar general. Es así como las posiciones de cada Estado se verán 
afectadas por la percepción, la cantidad y calidad de conocimiento que tengan 
sobre su adversario, conocimiento que solo se puede obtener por medio de la 
interacción. 
 
Es importante señalar en primer lugar, que la República de Nicaragua demuestra 
que no existe tal daño ambiental o riesgo irreparable del medio ambiente. Además, 
como acto unilateral del Estado de Costa Rica, el canciller René Castro brindo 
declaraciones en septiembre de 2010, afirmando que “habían estudiado el 
dragado anunciado por Nicaragua y que eso no iba a ocasionar ningún perjuicio”35. 
En segundo lugar, Nicaragua afirma que los trabajos de dragado han finalizado 
por lo que las medidas cautelares solicitadas por Costa Rica son innecesarias y 
desestimadas por la Corte Internacional de Justicia.  Por consiguiente la Corte 
Internacional de Justicia el 8 de marzo del año 2011 dicta las siguientes medidas 
cautelares:  
                                                          
34 BECERRO, Manuel. Op. cit. 17p. 
35
 GAMEZ, Pablo. Op. cit. El 19 Digital. 20 de febrero de 2011. Disponible en: 
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1) Ambas partes se abstendrán de enviar o mantener, en el territorio en 
disputa, incluyendo el caño, ningún personal, sea éste civil, policial o de 
seguridad;   
2) Costa Rica puede enviar personal civil para encargarse de la protección del 
medio ambiente en el territorio en disputa, con limitaciones y condiciones 
estipuladas por la Corte;   
3) Ambas partes se abstendrán de ejecutar acciones que puedan agravar o 
extender la disputa;   
4) Ambas partes informarán a la Corte sobre el cumplimiento de las medidas 
cautelares. 
 
Tales medidas cautelares, según Mauricio Herdocia, experto en Derecho 
Internacional, “son una oportunidad para abrir las puertas al dialogo bilateral y 
discutir los tema a fondo”36; las medidas cautelares reafirman el derecho soberano 
del Estado de Nicaragua sobre el Río San Juan. Ciertamente, la discrecionalidad 
de las instituciones internacionales pueden ocasionar cambios en el 
comportamiento de los Estados o actores internacionales. 
 
La Corte Internacional de Justicia dicta tales medidas cautelares en base a 
derecho y comprometiendo la subjetividad internacional de las partes; la 
responsabilidad internacional y la buena fe deben regular la conducta de los 
Estados durante y después del conflicto.   
                                                          
36
 Declaraciones del Dr. Mauricio Herdocia experto en Derecho Internacional en SALINAS, Carlos. 
Después del fallo CIJ, el dialogo bilateral [en línea]. 14 de marzo de 2011. Disponible en: 
http://www.confidencial.com.ni/articulo/3464/despues-del-fallo-cij-el-dialogo-bilateral 
 




La relación bilateral entre Nicaragua y Costa Rica siempre han sido complejas en 
la región centroamericana, especialmente en el tema de Río San Juan que data 
desde el siglo 19.  
 
El Conflicto que ocurrió durante el mandato del Ex-Presidente Bolaños es otro 
caso de diferencias de intereses. No podemos decir que Nicaragua o Costa Rica 
actuaron fuera del derecho internacional, a  no ser una sentencia que lo declarase. 
Nicaragua tomo las medidas necesarias por que pensó que estaban violentando 
su soberanía. 
 
Al mismo tiempo Costa Rica reacciono de tal manera por que ellos pensaron que 
Nicaragua violento el derecho internacional, en este caso particular, violando el 
Tratado Cañas-Jerez y el Laudo Cleveland. Los dos acudieron desde un comienzo 
a la negociación y mediación, acciones que todos los Estados civilizados realizan 
ante un conflicto internacional. Llevaron un proceso de negociación entre ellos 
pero al fracasar los procesos Costa Rica recurrió al máximo órgano jurisdiccional 
que es la Corte Internacional de Justicia.  
 
Al hacer investigaciones para esta monografía, pudimos corroborar que la 
información sobre el Río San Juan en Costa Rica es más abundante que la que 
existe en Nicaragua. Ciertamente existen especialistas en Cancillería y 
especialista fuera de la institución que han tomado el tiempo y el esfuerzo para 
llevar este conflicto una solución satisfactoria para las partes. Pero como la 
historia como un hecho nos muestra que los esfuerzos a veces no se toman en 
cuenta por razones burocráticas o influencias externas.   
 




La diplomacia nicaragüense se basa en la conducción por medios pacíficos de 
cualquier amenaza que atañe su integridad soberana. La República de Nicaragua 
hace uso de la negociación, mediación, conciliación y arreglo judicial de 
controversias internacionales, en base al derecho internacional. En el caso 
particular del conflicto sobre el Río San Juan, Nicaragua ha basado su diplomacia 
en promover un acuerdo bilateral, sin embargo dado las diferencias de intereses 
se ha optado por remitir el caso a un ente jurídico internacional. La República de 
Nicaragua no escoge la disuasión activa, sino más bien opta por una disuasión 
ciertamente pasiva y preventiva, caracterizada por comunicaciones de advertencia 
tales como el despacho de fuerzas militares o la conclusión de relaciones 
diplomáticas. 
 
Durante el periodo gubernamental del Señor Daniel Ortega Saavedra, podemos 
hacer referencia al capitulo dentro de la Organización de Estados Americanos, 
donde la diplomacia nicaragüense confronta la estrategia costarricense. Costa 
Rica intenta reflejar en Nicaragua la idea de un Estado agresor, violador de la 
soberanía costarricense. La Organización de Estados Americanos, como foro 
político regional, emite ciertas recomendaciones que permitirían a las partes iniciar 
un dialogo bilateral, sin embargo la República de Nicaragua desestima tales 
recomendaciones ya que alega que el conflicto necesita de medidas y acciones 
judiciales que obliguen y comprometan a las partes para que estas actúen de 
buena fe en concordancia con el espíritu del derecho internacional. Una sentencia 
judicial, emitida por el máximo órgano judicial internacional, seria la única manera 
posible de satisfacer las demandas de las partes.  
 
La República de Nicaragua, por medio del derecho que le corresponde, 
establecido en el Tratado Caña-Jerez, Laudo Cleveland y los Laudos Alexander, 
demuestra que toda obra de mejoramiento y recuperación del caudal histórico del 
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Río San Juan, esta basada en derecho; derecho soberano que Nicaragua posee 
sobre su territorio. Antes bien, la lógica de la República de Costa Rica supone que 
elementos militares nicaragüenses violaron la soberanía territorial de su Estado. 
Precisamente según los laudos antes mencionados es de conocimiento de ambos 
Estados que en diferentes estaciones del año los sedimentos forman cierto 
espacio de arena, tierra, etc., sin embargo este acontecimiento no afecta las 
fronteras limítrofes establecidas con anterioridad. Referente al supuesto daño 
ambiental que las obras de dragado generarían en territorio costarricense, se 
demostró que no existe un daño irreparable, sin embargo es importante señalar, 
que la Corte Internacional de Justicia hizo entrever el aspecto consultivo 
mencionado en los laudos, en caso de que la República de Nicaragua iniciara 
obras de mejoramiento con énfasis en la construcción posterior de un canal 
interoceánico. Si estas obras pueden generar un amplio y grave daño al medio 
ambiente en territorio costarricense, el aspecto consultivo se transformaría más en 
una responsabilidad u obligación.  
 
Otro aspecto importante es que aunque todavía no existe una sentencia definitiva, 
la Corte Internacional de Justicia, por medio de sus medidas cautelares, insta a la 
partes en el conflicto, a la apertura de un nuevo dialogo bilateral que genere 
soluciones satisfactorias para las partes. Ciertamente dentro de las 
recomendaciones planteadas por la Organización de Estados Americanos ya se 
encontraban  puntos clave como: evitar la presencia de elementos militares en la 
zona de conflicto e  impulsar el dialogo bilateral sobre la delimitación de la línea 
fronteriza. Queda plasmada la incompetencia de la Organización de Estados 
Americanos, y el hecho de que lo Estados solo regulan su actuar por medio de 
normas jurídicas que comprometan su responsabilidad internacional.  
 
Si bien es cierto la República de Nicaragua ha defendido la soberanía del territorio, 
en el caso del Río San Juan, no la ha ejercido en su totalidad. Esto se debe a que 
existen ciertas acciones que pueden generar molestias y pueden ser percibidas 
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como acciones provocativas que impidan ejercer la soberanía total sobre el 
afluente. Por ejemplo, el Proyecto Hidroeléctrico Brito no es percibido 
positivamente por el vecino Costa Rica. La construcción iniciada por Nicaragua del 
Puente Santa Fe puede percibirse de igual manera como un acto provocativo, 
aunque según las autoridades nicaragüenses se  esta actuando de buena fe y el 
objetivo principal de dicho puente es conectar a ambas naciones en aspectos 
económicos, así como fomentar la solidaridad.  De igual forma existen acciones 
por parte de Costa Rica que ponen en duda sus intenciones de proteger el medio 
ambiente. Por ejemplo, la Mina las Crucitas, proyecto catalogado de interés 
nacional, fue cerrada por el Poder Judicial de Costa Rica, por no presentar el 
debido estudio de impacto ambiental.  
 
Es cierto que Nicaragua posee la total soberanía del río y que por derecho y suma 
autoridad puede realizar obras de dragado, mejoramiento del caudal del río e 
inclusive realizar la construcción de un canal interoceánico, sin embargo hasta que 
no exista fronteras limítrofes objetivamente establecidas por amojonamiento, la 
República de Costa Rica seguirá imposibilitando dicho derecho alegando daños 
severos al medio ambiente así como violaciones hacia su territorio, negando así la 












Realizar una comparación con el gobierno del Presidente Daniel Ortega Saavedra 
y el gobierno del Ex Presidente Enrique Bolaños, es un poco difícil ya que los dos 
tienen ideologías y políticas en general  diferentes. Lo cual también condiciona las 
recomendaciones.  
 
El Ex Presidente Enrique Bolaños internamente se mantuvo en guerra contra los 
dos partidos políticos con mayor poder en la política de Nicaragua.  Llevando ese 
problema sobre los hombros toma la decisión de enviar tropas y subir los 
aranceles a los productos provenientes de  Costa Rica. Tal vez pudo resolver la 
situación con mayor asesoría. Otra posibilidad es que lo pensó bien pero toma una 
mala asesoría. De igual manera el conflicto se agudizo y afecto tanto a los 
ciudadanos como al mismo gobierno.  
 
Todo lo que es interno de cierta manera se refleja en el exterior, por que la política 
exterior no se hace en el exterior, comienza en interior y sale hacia fuera.  
 
Es importante señalar, que la voluntad política de los gobiernos temporales no es 
suficiente para resolver el conflicto sobre el Río San Juan. Es necesario agregar a 
la voluntad política acciones continuas en defensa y desarrollo del Río San Juan, 
acciones que perduren sin importar que tipo de gobierno o ideología exista en el 
contexto presente y futuro del país. Lamentablemente la realidad apunta a que la 
gran mayoría de gobiernos abordan el tema del Río San Juan únicamente cuando 
el país vecino Costa Rica intenta tomarse más derechos de los que se le atribuye 
en los laudos. Ante tal situación el gobierno de Nicaragua reacciona tomando 
medidas de confrontación parcial, reacción que enaltece el sentimiento unificador 
del pueblo pero que con el pasar del tiempo desaparece en el olvido. Sin embargo, 
podemos observar que la República de Costa Rica es el iniciador del accionar 
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diplomático, como ejemplos perfectos podemos mencionar que: Costa Rica 
recurrió en primera  instancia a la Organización de Estados Americanos (OEA) y 
posteriormente interpuso demanda contra Nicaragua ante la Corte Internacional de 
Justica (CIJ).  
 
 
Es preciso evitar realizar acciones diplomáticas  innecesarias que comprometan la 
labor de defensa de la soberanía nicaragüense. Mencionando brevemente lo 
acontecido en la OEA,  era de conocimiento nicaragüense que el asunto en 
cuestión es de materia jurídica, sin embargo, Nicaragua participa de la sesión 
extraordinaria y en cuanto percibe un ambiente desfavorable a sus intereses 
desaprueba las recomendaciones. La falta de consulta o lobby entre los Estados 
miembros de dicho organismo, anterior al inicio de dicha sesión, ciertamente 
afecto la decisión final. Este hecho lo podemos catalogar como acciones 
diplomáticas innecesarias, acciones que desestiman la actuación diplomática y la 
imagen del país. El hecho antes mencionado deja a la diplomacia nicaragüense en 
una posición que demuestra impotencia al no lograr consensuar entre sus 
semejantes el apoyo necesario para lograr desestimar las intenciones 
costarricenses. Además si la situación era percibida por las autoridades 
nicaragüenses como un asunto de interpretación jurídica se debía proceder en 
primera instancia y sin duda alguna a la Corte Internacional de Justicia. Debido a 
esta falta de perspicacia de la diplomacia nicaragüense el conflicto del Río San 
Juan le ha costado capital y preciado tiempo que pudo ser invertido en un acuerdo 
bilateral entre comisiones representativas de los gobiernos, con el fin de procurar 
solucionar de manera consistente el conflicto limítrofe.  
 
Si bien es cierto que dentro de la Cancillería de la República de Nicaragua existen 
individuos especializados en la defensa jurídica del Río San Juan, es importante 
profundizar en los temas de desarrollo y sostenibilidad en la zona. Si el Río San 
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Juan posee tanto potencial para impulsar gradualmente el desarrollo del país, 
debería ser un tema permanente dentro de la agenda nacional. 
 
Por ultimo, es urgente e indispensable el amojonamiento fronterizo entre la 
República de Nicaragua y Costa Rica, ya sea con fondos nacionales o 
internacionales. La delimitación de la línea fronteriza debe estar acorde a lo 
establecido por el Laudo Cleveland y Laudos Alexander. 























Aldana, A., & Ordoñez, J. (2007). Politica Exteriro de la República de Nicaragua 1979 - 
2006. Managua: Monografía. 
CASTRO, R. (12 de Noviembre de 2010). Entrevista. 7. Telenoticas, San Jose. 
CIJ. (2011). Corte Internacional de Justicia. Recuperado el 8 de Marzo de 2011, de Ciertas 
actividades realizadas por Nicaragua en la Zona Fronteriza (Costa Rica contra Nicaragua). 
Solicitud para la indicación de medidas cautelares provisionales: http://www.icj-
cij.org/docket/files/150/16342.pdf 
Dougherty, J., & Pfaltzgraff, L. (1993). Teorías en pugna en las Relaciones Internacionales. 
Buenos Aires: Grupo Editor Latinoamericano S.R.L. 
Escorcia, J. (2009). Teoria General del Estado. Managua: Editorial Juridica. 
ESGUEVA, A. (2007). Las fronteras de Nicaragua y Costa Rica en los documentos historicos. 
Managua: IHNCA-UCA. 
GAMEZ, P. (Febrero de 2011). El 19 Digital. Recuperado el Abril de 2011, de Carlos 




Hernández, E. (1999). Diccionario de Política Internacional. Mexico: Editorial Porrua. 
Kissinger, H. (1994). Diplomacy. New York: Simon Paperbacks. 
Krasner, S. (2001). "Soberanía, Hipocresía Organizada". Barcelona: Ediciones Paibo Ibérica, 
S.A. 
Marcano, L. (2005). Fundamentos de Derecho Internacional Público. Caracas : CEC, S.A. 




OEA. (s.f.). Organizacion de Estados Americanos. Recuperado el 8 de Junio de 2010, de 
Carta de la Organización de los Estados Americanos: 
http://www.oas.org/dil/esp/tratados_A41_Carta_de_la_Organizacion_de_los_Estados_A
mericanos.htm#ch1 
OEA. (s.f.). Organizacion de Estados Americanos. Recuperado el 10 de Diciembre de 2010, 
de Informe del Secretario General de la OEA a la XXVI Reunión de Consulta de Cancilleres. 
Rica, G. d. (2010). La Verdad sobre la Incursión, Ocupación, Uso y Daño de territorio 
costarricense por parte de Nicaragua. Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto . 
SALINAS, C. (14 de Marzo de 2011). Declaraciones del Dr. Mauricio Herdocia experto en 
Derecho Internacional. Recuperado el 14 de Marzo de 2011, de Después del fallo CIJ, el 
dialogo bilateral: http://www.confidencial.com.ni/articulo/3464/despues-del-fallo-cij-el-
dialogo-bilateral 
SALOMON, M. (Diciembre de 2001). Revista CIDOB d’Afers Internacionals. Recuperado el 4 
de Mayo de 2010, de http://www.cedep.ifch.ufrgs.br/Textos_Elet/pdf/Salomon.pdf 
Sanguin, A.-L. (1981). Geografía Política. Barcelona: oikos-tau ediciones. 
Tomassini, L. (1988). Introducción a la Teoría de las Relaciones Internacionales. San Jose: 
FLACSO. 
TUNKIN, G. (1983). El Derecho y la Fuerza en el Sistema Internacional. Moscu. 







DEL PRESIDENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS 







PRESIDENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMERICA, 
 
A quienes corresponda: Salud. 
 
Habiéndose conferido las funciones de Arbitro al Presidente de los Estados 
Unidos, en virtud de un Tratado firmado en la ciudad de Guatemala, el veinticuatro 
de Diciembre de mil ochocientos ochenta y seis, entre las Repúblicas de 
Nicaragua y Costa Rica, por el que se convino en someter al arbitramento del 
Presidente de los Estados Unidos de América, la cuestión pendiente entre los 
, de quince 
de Abril de mil ochocientos cincuenta y ocho; que si el laudo del Arbitro declarase 
que el Tratado era válido, el mismo laudo declarase también si Costa Rica tiene 
derecho a navegar en el Río Son Juan con buques de guerra o del servicio fiscal; 
y del mismo modo, que, caso de ser válido el Tratado, el Arbitro resolviese sobre 
todos los otros puntos de dudosa interpretación que cada una de los partes 
encontrase en el Tratado, y comunicase a la otra parte dentro de treinta días 
contados del canje de los ratificaciones de dicho Tratado de veinticuatro de 
Diciembre de mil ochocientos ochenta y seis; 
 
Y habiendo la República de Nicaragua comunicado debidamente a la República de 
la República de Costa Rica comunicado a la República de Nicaragua punto alguno 
de dudoso interpretación del Tratado últimamente aludido; 
 
Y habiendo ambas partes presentado debidamente al Arbitro, sus alegatos y 
documentos; y debidamente presentado en seguida sus respectivos 
contestaciones a los alegatos de la otra parte como se dispone en el Tratado de 
veinticuatro de Diciembre de mil ochocientos ochenta y seis; 
 
Y habiendo el Arbitro, de conformidad con la cláusula quinta del Tratado que 
acaba de citarse, delegado sus facultades al Honorable George L. Rives, 
Subsecretario de Estado, quien después de examinar y considerar dichos 
alegatos, documentos y contestaciones, ha dado acerca de todo su informe por 
escrito al Arbitro;  
 
Gobiernos contratantes respecto a la validez de su Tratado de Límites
Costa Rica once puntos de dudosa interpretación encontrados en dicho Tratado 
de Límites de quince de Abril de mil ochocientos cincuenta y ocho; y no habiendo 
Por tanto, yo Grover Cleveland Presidente de los Estados Unidos de América,  doy 
por las presentes la siguiente sentencia y laudo: 
 
 arriba referido, firmado el quince de 
Abril de mil ochocientos cincuenta y ocho. 
 
SEGUNDO. Conforme a dicho Tratado y a las estipulaciones contenidas en su 
articulo sexto, no tiene derecho la República de Costa Rica de navegar en el Río 
san Juan con buques de guerra; pero puede navegar en dicho Río con buques del 
servicio fiscal relacionados y conexionados con el goce de los "objetos de 
comercio", que le está acordado en dicho artículo, o que sean necesarios para la 
protección de dicho goce. 
 
TERCERO. Respecto a los puntos de dudosa interpretación comunicados, como 
queda dicho, por la República de Nicaragua, resuelvo como sigue: 
 
1.  La línea divisoria entre las Repúblicas de Nicaragua y Costa Rica, por el 
lado del Atlántico, comienza en la extremidad de Punta de Castilla, en la 
boca del Río San Juan de Nicaragua, como existían la una y la otra el 
quince de abril de 1858. La propiedad del acrecimiento que haya tenido 
dicha Punta de Castilla debe gobernarse por las leyes aplicables a ese 
objeto. 
 
2.  El punto céntrico de la Bahía de Salinas debe dejarse tirando una línea 
recto a través de la boca de la Bahía y determinando matemáticamente el 
centro de la figura geométrica cerrada, que forme dicha línea recta y la 
playa de la Bahía marcada por la vaciante. 
 
3.  Por punto céntrico de la Bahía de Salina debe entenderse centro de la 
figura, geométrica formada como queda dicho. El límite de la Bahía hacia el 
Océano es una línea recta tirada de la extremidad de Punta Arranca Barba, 
casi Sur derecho a la porción más occidental de la tierra próxima a Punta 
de Sacate. 
 
4.  La República de Costa Rica no está obligada a concurrir con la República 
de Nicaragua a los gastos necesarios para impedir que se obstruya la 
Bahía de San Juan del Norte, para mantener libre y desembarazada, la 
navegación del Río o puerto o para mejorarla en beneficio común. 
 
5.  La República de Costa Rica no está obligada a contribuir con parte alguna 
de los gastos que haga la República de Nicaragua en cualquiera de los 
referidos objetos. 
 
6.  La República de Costa Rica no puede impedir a la República de Nicaragua 
la ejecución, a sus propias expensas y dentro de su propio territorio, de 
tales obras de mejora; con tal que dichas obras de mejora no resulten en la 
PRIMERO. Es válido el Tratado de Límites
ocupación, o inundación o daño de territorio costarricense, o en la 
destrucción o serio deterioro de la navegación de dicho Río, o de cualquiera 
de sus brazos en cualquier punto en donde Costa Rica tenga derecho de 
navegar en el mismo. La República de Costa Rica tiene derecho de 
reclamar indemnización por los lugares que le pertenezcan en la ribera 
derecha del Río San Juan que puedan ocupar sin su consentimiento, y por 
los terrenos de la misma ribera que puedan inundarse o dañarse de 
cualquiera otro modo a consecuencia de obras de mejora. 
 
7.  El brazo del Río San Juan conocido con el nombre de Río Colorado, no 
debe considerarse como límite entre las Repúblicas de Nicaragua y Costa 
Rica en ninguna parte de su curso. 
 
8.  El derecho de la República de Costa Rica a navegar en el Río San Juan 
con buques de guerra o del servicio fiscal, queda determinado y definido en 
el Artículo Segundo de este laudo. 
 
9.  La República de Costa Rica puede negar a la República de Nicaragua el 
derecho de desviar las aguas del Río San Juan en caso de que esa 
desviación resulte en la destrucción o serio deterioro de la navegación de 
dicho Río o de cualquiera de sus brazos en cualquier punto en donde Costa 
Rica tiene derecho a navegar en el mismo. 
 
10.  La República de Nicaragua permanece obligada a no hacer concesiones de 
canal por su territorio, sin pedir primero la opinión de la República de Costa 
Rica, conforme a lo dispuesto en el Artículo VIII del tratado de Límites de 
quince de abril de mil ochocientos cincuenta y ocho. Los derechos naturales 
de la República de Costa Rica aludidos en dicha estipulación, son los 
derechos que, en vista de la línea fronteriza fijada por dicho Tratado de 
Límites, posee en el suelo que allí se reconoce por de su exclusiva 
pertenencia; los derechos que posee en aquella parte del Río San Juan que 
se encuentra a más de tres millas inglesas abajo del Castillo Viejo, medidas 
desde las fortificaciones exteriores de dicho Castillo, como existían el año 
de 1858; y quizás otros derechos no especificados aquí con particularidad. 
Estos derechos deben considerarse perjudicados en cualquier caso en que 
se ocupe o inunde el territorio perteneciente a la República de Costa Rica; 
cuando haya alguna intrusión en cualquiera de dichos puertos, dañosa a 
Costa Rica; o cuando haya tal obstrucción o desviación del Río San Juan 
que se destruya, o seriamente deteriore la navegación de dicho Río o 
cualquiera de sus brazos en cualquier punto donde Costa Rica tenga 
derecho a navegar en el mismo. 
 
11.  El Tratado de Límites de quince de Abril de mil ochocientos cincuenta y 
ocho, no da a la República de Costa Rica derecho a ser parte en las 
concesiones que Nicaragua otorgue para canales interoceánicos; aunque 
en los casos en que la construcción del canal envuelva daño a los derechos 
naturales de Costa Rica su opinión o consejo, de que habla el artículo VIII 
del Tratado, debiera ser más que  "de consejo" o "consultivo". A lo que 
parece en tales casos su consentimiento es necesario, y ella puede en 
consecuencia exigir compensación por las cesiones que se le pidan; pero 
no es acreedora a participar como derecho en los beneficios que la 
República de Nicaragua pueda reservarse como compensación de los 
favores y privilegios que, a su vez, pueda conceder. 
 
En testimonio de lo cual lo he firmado de mi mano, y hecho sellar con el sello de 
los Estados Unidos. 
 
Dado por triplicado en la ciudad de Washington, el día veintidos de Marzo del año 




(f) GROVER CLEVELAND. 
 
Por el Presidente 
 
T. F. BAYARD, 





Laudo Alexander, No. 10. 
•• 
San Juan del Norte, Nicaragua, Setiem· 
bre 30 de 1897. 
A las Comisiones de Umites de Nicara· 
gua y Costa Rica. 
Señores: 
En cumplimiento de los deberes que me 
competen, como Ingeniero Arbitrador entre los 
dos cuerpos de ustedes, en virtud del encargo 
que me confió el presidente de los Estados Uni-
dos, con poder para decidir definitivamente 
cualesquiera puntos de diferencia que puedan 
suscitarse en el trazo y demarcación de la linea 
divisoria de las dos Repúblicas, he estudiado y 
tomado en consideración cuidadosamente to-
dos los alegatos, contra alegatos, mapas y do-
cumentos que me fueron sometidos acerca de 
la exacta localización del punto inicial de la ex-
presada linea divisoria en la Costa Caribe. 
La conclusión a que he llegado y el Lau-
do que vaya pronunciar no están de acuerdo 
con las miras de ninguna de las Comisiones. 
Así es que en deferencia a los excelentes y vigo-
rosos argumentos tan cumplida y lealmente ex-
puestos por cada Comisión en favor de su res-
pectiva causa, indicaré brevemente mi modo 
de pensar y las consideraciones que me han 
parecido concluyentes para resolver la cuestión. 
y de estas consideraciones la principal y 
dominante es que nosotros debemos interpre-
tar y cumplir el Tratado de 15 de Abril de 1858, 
como fué mutuamente entendido el día de la 
celebración, por sus autores. 
Cada comisión presentó una elaborada 
y bien razonada discusión, sosteniendo que las 
palabras del Tratado están de acuerdo con su 
respectivo pedimento sobre la localización del 
punto de partida de la línea fronteriza en lugar 
tal que daña a su país grandes ventajas. 
Estos puntos de partida están separados 
por algo más de seis millas de distancia, y están 
indicados en el mapa agregado a este Laudo. 
El que reclama Costa Rica está situado 
en la Costa alIado izquierdo, o sea en el extre-
mo de la tierra firme (Headland) al oeste de la 
bahía: el que pretende Nicaragua en el extremo 
de la tierra firme. (Headland) al Oriente de la 
boca del brazo Taura. 
Sin el propósito de replicar en concreto a 
cada razonamiento hecho por una y otra parte 
en apoyo a su respectiva declaración, todos 
serán tomados en cuenta y suficientemente con-
testados, demostrando que los que celebraron 
el Tratado, mutuamente entendieron y tuvieron 
en mira otro punto distinto, a saber, el extremo 
de la tierra firme al Este en la boca de la bahía. 
Es la mente de los que hicieron el Tratado lo 
que debemos buscar, antes que algún sentido 
posible que pudiera deducirse violentamente de 
palabras o sentencias aisladas. 
y esa mente de los autores del Tratado 
me parece abundantemente clara y obvia. Este 
Tratado no fué hecho con apresuramiento ni 
con descuido. Cada Estado había sido enarde-
cido por años de infructuosas negociaciones 
hasta llegar a aprestarse a la guerra en defensa 
de lo que consideraba sus derechos, como está 
expuesto en el Artículo 1. En efecto, la guerra 
había sido ya declarada por Nicaragua en 25 
de Noviembre de 1857, cuando en virtud de la 
mediación de la República de El Salvador se 
hizo un último esfuerzo para evitarla, se reanu-
daron las negociaciones y resultó este Tratado. 
Aho!,! bien, podemos descubrir la mutua inteli-
gencia a que finalmente llegaron sus autores, 
buscando primero en el conjunto del Tratado la 
idea general o plan del Convenio, sobre el cual 
lograron entenderse. 
En seguida debemos ver que esta idea ge-
neral del Tratado se armonice plenamente con 
cualquiera descripción detallada de la línea, que 
él suministre, y con los nombres propios usa-
dos o no usados, de todos los lugares en co-
nexión con la línea. Porque el no uso de algu-
nos nombres pueden significar tanto como el 
uso de otros. Ahora, de la consideración gene-
ral del Tratado en su conjunto se ve que el plan 
del Convenio aparece claro y sencillo. 
Costa Rica había de tener como Ifnea di-
visoria la márgen derecha o márgen Sureste del 
río, considerado como vía de comercio, desde 
un punto tres millas abajo de El Castillo hasta el 
mar. 
Nicaragua había de tener su estimado 
«sumo imperio. en todas las aguas de esa mis-
ma vía de comercio igualmente no interrumpi-
do hasta el mar. Es de notarse que esta división 
implicó también desde luego el señorío de Ni-
caragua sobre la márgen izquierda o márgen 
Noreste del río y el extremo de la tierra firme 
(Headland) . 
Esta división establece la línea fronteriza 
a través de ambos brazos, el Colorado y el Taura, 
dado el supuesto que, desde el punto cerca de 
El Castillo, se siga la línea, río abajO, en su 
márgen derecha. 
La línea no puede seguir ni el uno ni el 
otro de dichos brazos, porque ninguno es vía 
de comercio, puesto que no tiene puerto en su 
boca. Ella ha de seguir el brazo que queda, lla-
mado Lower (bajo) San Juan: pasar por la ba-
hía hasta entrar en el mar. 
El término natural de esa Ifnea es el extre-
mo de la tierra firme (Headland) de la mano 
derecha de la boca de la bahía. 
Enseguida notemos el lenguaje descripti-
vo usado en el Tratado que dice dónde debe 
comenzar la línea y como debe correr, prescin-
diendo por el momento del nombre propio apli-
cado al punto inicial. Ha de partir -en la des-
embocadura del río San Juan de Nicaragua. y 
continuará marcándose con la márgen derecha 
del expresado río hasta un punto distante del 
Castillo Viejo tres millas inglesas». Evidentemen-
te este lenguaje es cuidadosamente considera-
do y es categórico; solo hay un punto de parti-
da posible para tal línea; y está en el extremo de 
la tierra firme (Headland) de la' mano derecha 
de la bahía. Por fin llegamos al nombre propio 
aplicado al punto de partida .Ia extremidad de 
Punta de Castilla •. Este nombre .Punta de 
Castilla. no aparece en uno solo de todos los 
mapas originales de la bahía de San Juan, que 
han sido producidos por una y otra parte, y que 
parece incluyen todos los que han sido publica-
dos antes y después del Tratado. Ese es un he-
cho significativo y su interpretación es obvia. 
Punta de Castilla debe de haber sido y debe de 
haber quedado siendo un punto de ninguna 
importancia política o comercial. De otro modo 
no habría sido posible que tan absolutamente 
se hubiera escapado el hacerlo notar o mencio-
nar en los mapas. Esto se conforma enteramen-
te con las peculiaridades de la tierra firme y ex-
tremo de ellas (Headland) de la derecha de la 
bahía. Ella permanece hasta hoy desconocida 
y desocupada excepto por la choza de un pes-
cador. 
Pero la identificación de la localidad está 
puesta aun más fuera de duda por la mención 
incidental que se hizo en otro artículo del mis-
mo Tratado del nombre Punta de Castilla. 
En el Artículo So. conviene Costa Rica en 
permitir temporalmente a Nicaragua, el uso del 
lado costarricense del puerto, sin pago de dere-
chos; y el nombre Punta de Castilla es de lleno 
aplicado a él. 
Así tenemos en congruencia la idea ge-
neral del Convenio en el conjunto del Tratado, 
la descripción literal de la línea en detalle y la 
verificación del nombre aplicado al punto de 
partida por su mención incidental en otro pa-
saje del Tratado, y por el testimonio de todos 
los autores de mapas de todos los países antes 
y después del Tratado, uniforme en excluir este 
nombre de todas las otras partes de la bahía. 
Parece que lo antedicho será argumento sufi-
ciente sobre el asunto; pero se presentará todo 
él con mayor claridad mediante una ligera ex-
plicación de la geografia local y de una peculiari-
dad especial de esta bahía de San Juan. 
El gran rasgo característico de la geogra-
fía local de esta bahía, desde las primeras noti-
cias que qe ella tenemos, ha sido la presencia 
de una isla en su salida, llamada en algunos 
mapas antiguos la isla de San Juan. Era isla de 
tal importancia que fué mencionada en 1820 
por dos autores distinguidos citados en la Ré-
plica de Costa Rica al Alegato de Nicaragua 
(pág. 12), y es isla el día de hoy, y así aparece 
en el mapa que se acompaña a este Laudo. La 
peculiaridad de esta bahía, que debe notarse 
es que el río en la estación seca anual arrastra 
muy poca agua. Cuando esto sucede, particu-
larmente en los últimos años, se forman bancos 
de arena, secos en las mareas ordinarias, pero 
más o menos sumergidos y bañados por todas 
las altas mareas, llegando frecuentemente has-
ta las extremedidas de tierra firme (Headland) 
adyacentes, de manera que un hombre puede 
cruzar a pie enjuto. Ahora bien, toda la recla-
mación de Costa Rica se basa en la suposición 
de que el día 15 de abril de 1858, fecha del Tra-
tado, existía una conexión entre la isla y el ex-
tremo oriental de la tierra firme (Easter 
Headland), y que se convirtió la isla en tierra 
firme, y llevó el punto inicial de la línea diviso-
ria hasta la extremidad occidental de la isla. 
Contra esta reclamación hay por lo menos dos 
contestaciones, cada una de las cuales me pa-
rece concluyente. 
Primera: no puede ser comprobado de-
finitivamente el estado exacto de la barra en 
aquel día, lo cual parecía necesario antes de 
sacar conclusiones importantes. Sin embargo, 
como la fecha era cercana al fin de la estación 
seca, es lo más probable que hubo tal conexión 
por una barra de arena entre la isla y la costa 
Este o costarricense, como se ha descrito. Pero 
aun si eso fuera cierto, no habría razón para 
suponer que tal conexión temporal pudiera cau-
sar un cambio permanente en el carácter geo-
gráfico y señorío político de la isla. 
El mismo principio a ser admitido, daría 
a Costa Rica todas las islas del río, a las cuales, 
bancos de arena se hubiesen extendido desde 
la margen costarricense del río, durante aquella 
estación seca. Pero en todo el Tratado, el río es 
tenido y refutado como una vía de comercio. 
Esto implica que ha de considerarse en su régi-
men medio de agua; en el cual estado, solamen-
te, es él navegable. Pero la consideración su-
prema en la materia es que por el uso del nom-
bre Punta de Castilla para el punto de partida 
en el lugar de nombre Punta Arenas, los auto-
res del Tratado tuvieron en mira designar la tie-
rra firme del Este de la bahía. Esto ha sido ya 
discutido, pero no se ha dado contestación di-
recta al argumento de Costa Rica citando tres 
autores como aplicando el nombre de Punta de 
Castilla a la extremidad Oeste de la antes men-
cionada isla, el punto llamado invariablemente 
Punta Arenas por todos los marinos y otros ofi-
ciales topógrafos e ingenieros que en todo tiem-
po han levantado mapas de ella. Estos autores 
son L. Montúfar, guatemalteco, en 1887; J.D. 
Gámez, nicaragüense, en 1889; y E. G. Squier, 
americano, fecha no dada exactamente, pero 
posterior al Tratado. Aun de éstos, los dos últi-
mos sólo una vez cada uno usaron el nombre 
Punta de Castilla, y esto simplemente como al-
ternativo de Punta Arenas. Contra esta serie de 
autoridades tenemos, primero, un sin número 
de otros escritores claramente mucho más dig-
nos de fe; segundo, los autores originales de to-
dos los mapas, como se ha dicho antes; y terce-
ro, los redactores del Tratado mismo por su uso 
Punta de Castilla en el Artículo 5°. 
Debe tenerse presente que por algunos 
años antes de la celebración de este Tratado, 
Punta Arenas había sido con mucho el más 
importante y conspicuo punto de la bahía. En 
él estuvieron localizados los muelles, talleres, 
oficinas etc ... de la gran compañía de Tránsito 
de Vanderbilt que mantuvo la línea directa de 
Nueva York a San Francisco, durante la fiebre 
del oro de los primeros años después de 1850. 
Aquí los vapores del Océano y de río se encon-
traban y cambiaban pasajeros y carga. Este fué 
el punto que Walker y los filibusteros trataron 
de dominar. La pequeña población de San Juan 
para nada figuraba en comparación, y sería sin 
duda fácil reunir por centenares referencias a 
este punto como Punta Arenas por oficiales na-
vales y diplomáticos de todas las principales na-
ciones, por distinguidos residentes y oficiales, y 
por ingenieros y topógrafos, ocupados en invertir 
constantemente el problema del canal y tenien-
do todos conocimiento personal de la localidad. 
En vista de todas estas circunstancias, el celo 
con que cada parte definió en el Tratado lo que 
cedió y lo que se reservó, la prominencia e im-
portancia de la localidad, el común acuerdo de 
todos los mapas originales en el nombre, y su 
notoriedad universal, hallo imposible concebir 
que Nicaragua hubiera concedido este extenso 
e importante territorio a Costa Rica, y que el 
representante de la última hubiese dejado de 
hacer aparecer el nombre Punta Arenas en al-
guna parte del Tratado. 
y por razones tan análogas, que es inne-
cesario repetirlas, es también imposible conce-
bir que Costa Rica hubiese aceptado el Taura 
como su frontera y que el Representante de Ni-
caragua hubiera dejado de hacer aparecer en 
absoluto en alguna parte del Tratado el nombre 
Taura. Habiendo, pues, designado de un modo 
general la tierra firme al Este de Harbour Head 
como el lugar del punto de partida de la Ifnea 
divisoria, es menester ahora especificarlo más 
minuciosamente a fin de que dichalfnea pueda 
ser exactamente localizada de un modo perma-
nente. La exacta localización del punto inicial 
está dada en el Laudo del Presidente Cleveland 
como la «extremidad de Punta de Castilla en la 
boca del rfo San Juan de Nicaragua, como exis-
tían la una y la otra el 15 de Abril de 1858.» 
Un estudio cuidadoso de todos los ma-
pas disponibles y comparaciones entre aque-
llos, hechos antes del Tratado y los de fecha re-
ciente, ejecutados por los Cuerpos de Ingenie-
ros y oficiales de la Compañía de Canal, y uno 
del día, hecho por ustedes para acompañar este 
Laudo, ponen muy en claro un hecho. 
El lugar exacto, que fué la extremidad de 
la tierra firme (Headland) de Punta de Castilla 
el 15 de abril de 1858, ha sido hace mucho tiem-
po cubierto por el mar Caribe; y no hay en los 
mapas antiguos conformidad suficiente en 
cuanto a lalfnea de la orilla del mar, que permi-
ta decir con alguna certeza la distancia exacta 
o dirección de él respecto al extremo de la tierra 
firme actual (Headland). Estaba por a11f en di-
rección Noreste y probablemente entre seiscien-
tos (600) y mil seiscientos (1,600) pies de distan-
cia, pero no puede ser ahora fijado con certe-
ZIl. En tales circunstancias se cumplen mejor 
las disposiciones del Tratado y del Laudo del 
Presidente Cleveland, adoptando lo que es real-
mente el extremo de la tierra firme (Headland) 
de hoy, o sea la extremidad Noreste de lo que 
parece ser la tierra firme en el lado oriental de 
la margen de Harbourt Head. De conformidad 
con eSto, he hecho personal inspección de este 
terreno, y declaro que la Ifnea inicial de la fron-
tera, corre como sigue, a saber: Su dirección 
será recta Noreste y Sureste a través del banco 
de arena desde el mar Caribe hasta tocar en las 
aguas de la laguna de Hearbourt Head. Ella 
pasará en su punto más próximo distante tres-
cientos (300) pies del lado Noroeste de la caba-
ña que actualmente se halla en esa vecindad. 
Al llegar alas aguas de la laguna de Haerbourt 
Head la Ifnea divisoria dará vuelta a la izquier-
da o sea hacia el Sureste y continuará 
marcándose con la orilla del agua al rededor 
del Haerbourt hasta llegar al rfo propio por el 
primer caño que encuentre. Subiendo este caño, 
y subiendo el rfo propio la Ifnea continuará as-
cendiendo como está dispuesto en el Tratado. 
Soy, señores, muy respetuosamente de 
Uds. obediente servidor,(f) E. P. 
ALEXANDER. 
MEMORIAS DE RELACIONES EXTERIORES, 1916, p4g. 349-355. 
Laudo Alexander No. 2 
San Juan del Norte, Diciembre 20 de 
1897. 
A las Comisiones de Umites de Nicara-
gua y Costa Rica. 
Señores: 
En cumplimiento otra vez de mis deberes 
como Ingeniero Arbitro entre los dos honora-
bles Cuerpos de ustedes, he sido llamado para 
decidir la cuestión sometida a mí en el Acta del 
7 del presente mes, como se manifiesta en el 
siguiente párrafo del libro de sesiones, a saber: 
«Propuso la Comisión costarricense que se pro-
ceda a medir la línea que continúa desde el 
punto inicial y sigue por la margen de Harbor 
Head y después por la del caño más próximo 
hasta encontrar el río propio de San Juan, si-
guiendo la de éste hasta el punto que diste tres 
millas abajo del Castillo Viejo: que se levante el 
plano de dicha línea y que se incorpore todo en 
las Actas día por día en las sesiones. La de Ni-
caragua manifestó que el trabajo de la medida 
y levantamiento del plano en esa parte de la 1(-
nea no tiene valor ni objeto útil, porque, según 
el Tratado y el Laudo del General E.P. Alexander, 
el límite divisorio lo forma la margen derecha 
del Harbor y del río, y que siendo así, es varia-
ble y no I(nea fija; y por tanto el plano y los da-
tos que se obtengan no corresponderán nunca 
a la verdadera línea divisoria. En tal estado de-
terminan ambas Comisiones oír la decisión del 
Señor Arbitro sobre este punto, a cuyo fin le 
presentarán sus respectivos fundamentos den-
tro del término de ocho días .• 
Han sido recibidos y debidamente consi-
derados los referidos argumentos de cada par-
te. Debe de hacerse notar para una clara inteli-
gencia de la cuestión propuesta que, en la parte 
baja de su curso el río de San Juan corre al 
través de un delta llano y arenoso, y que son 
evidentemente posibles no solamente 
acrecimientos o disminuciones graduales en sus 
márgenes, sino cambios enteros de sus caños. 
Estos cambios pueden ser más o menos rápi-
dos y repentinos por causas no siempre apa-
rentes, y aún sin la concurrencia de faclores es-
peciales tales como terremotos o grandes tem-
pestades. Son abundantes los ejemplos de ca-
ños anteriores ahora abandonados, y de már, 
genes que están cambiando hoy día por gra-
duales acrecimientos o disminuciones. 
La I(nea divisoria de hoy debe ser nece-
sariamente afectada en lo futuro, más o menos, 
por todos estos cambios graduales o repenti-
nos. Pero el efecto en cada' caso puede ser de-
terminado solamente por las circunstancias del 
mismo caso, como él acontezca según los prin-
cipios de las leyes internacionales que puedan 
ser aplicables. La medida y demarcación pro-
puesta de la línea divisoria no producirá nin-
gún efecto sobre la aplicación de estos princi-
pios. El hecho de que ella haya sido medida y 
demarcada no aumentará o disminuirá cual-
quiera estabilidad legal que ella pudiera tener 
como si no hubiera sido medida ni demarcada. 
El solo efecto que se obtiene de la medida y de-
marcación es que el carácter y extensión de los 
cambios futuros pueden ser más fácil y definiti-
vamente determinados. No se puede negar que 
hay una cierta ventaja contingente en esta futu-
ra capacidad de encontrar siempre la línea pri-
mitiva. Pero bien puede existir una diferencia 
de opinión sobre cuánto tiempo y gastos actua-
les deben invertirse para obtener esa ventaja con-
tingente. Esta es la diferencia que existe ahora 
entre las dos Comisiones. Costa Rica desea te-
ner esa facilidad futura. Nicaragua considera 
que el beneficio contingente no vale el gasto 
actual. Para decidir cuál de estas opiniones debe 
prevalecer, me debo atener a la letra y al espíri-
tu del Tratado de 1858, si hay en cualquiera de 
ellos lo que es aplicable a la cuestión. Yo en-
cuentro ambas cosas en el Articulo 3°. El Arti-
culo 2" describe toda la línea divisoria desde el 
mar Caribe hasta el Pacífico, el Articulo 3° si-
gue así: .se practicarán las medidas correspon-
dientes a esta línea divisoria en el todo o en 
parte por Comisionados de los Gobiernos, po-
niéndose éstos de acuerdo para señalar el tiem-
po en que haya de verificarse la operación. Di-
chos Comisionados tendrán la facultad de des-
viarse un tanto de la curva alrededor del Casti-
llo, de la paralela a las márgenes del río y el lago, 
o de la recta astronómica entre Sapoá y Sali-
nas, caso que en ello puedan acordarse para 
buscar mojones naturales •. 
Todo este Articulo está dedicado a pres-
cribir la exactitud con que los Comisionados 
deberán ejecutar la obra. El pennite apartarse 
de algunos detalles porque dice que la Ifnea 
puede ser medida en todo o en parte, y pennite 
apartárse de la exactitud si por eso es posible 
encontrar mojones naturales. Pero la condición 
expresamente estipulada en el último caso y cla-
ramente comprendida también por el primero, 
es que ambas Comisiones estén de acuerdo. De 
otro modo la línea debe medirse en el todo y 
con toda la exactitud prácticamente realizable 
como está descrita en el Articulo 2". Claramen-
te, pues, la consecuencia de cualquier desave-
nencia sobre la cuestión de más o menos exac-
titud en la medida, ha de ser que prevalezca la 
opinión de la parte que desea hacerla más per-
fecta. Yo por consiguiente anuncio como mi 
Laudo en esta materia que las dos Comisiones 
procederán enseguida a la medida de la línea 
desde el punto inicial hasta el punto tres millas 
abajO del Castillo Viejo, como se propuso por 
Costa Rica. 
Soy, señores, muy respetuosamente de 
Uds. obediente servidor 
(f.) E.P. A1exander, Ingeniero Arbitro. 
Ministerio de Relaciona Exteriores: «SItuación Jurfdlca del Rfo San Juan «, 1954, P'g. 33-34 
Laudo Alexander No. 3 
•• 
San Juan del Norte, 22 de Marzo de 1898. 
A la Comisión de Umites de Nicaragua y 
Costa Rica. 
Señores: 
Al manifestar las razones que obraron en 
mí para emitir mi Laudo No. 2, me referí breve-
mente al hecho de que, según los preceptos bien 
conocidos del Derecho Internacional, la exacta 
localización de la linea divisoria, que ahora 
define esta Comisión, sobre la margen derecha 
del río San Juan, puede ser alterada en lo futu-
ro por los cambios posibles en las márgenes o 
en los canales del río. 
Me suplica ahora el Comisionado nica-
ragüense, que en la actualidad funciona en su 
cargo, que complete este Laudo con una decla-
ración más exacta del carácter legal y perma-
nente, o estabilidad de esta Ifnea, como ahora 
se está definiendo y midiendo día a dia. 
Se me pide que prácticamente declare que 
esta linea mantendrá su carácter 'como la exac-
ta Ifnea divisoria, solamente mientras las aguas 
del río, mantengan su nivel actual; y que la If-
nea divisoria en cualquiera dia futuro será de-
terminada por la altura del agua en ese dia. a 
argumento emitido para sostener esta proposi-
ción, es como sigue: .No creo necesario hacer 
aqui una disertación minuciosa acerca de la sig-
nificación del cauce o lecho de un río; que es 
toda la zona de territorio por donde corre el. 
agua en mayor o menor volumen; pero si recor-
daré la doctrina de los expositores del Derecho 
de Gentes, la cual está reasumida por Don Car-
Ias Calvo en su obra .Le Droit Intemational 
Theorique et Practique», Ubro 1\1, párrafo 295, 
página 385, con estas palabras: .Las fronteras 
marcadas por las corrientes de agua están su-
jetas a variar, cuando el lecho de ellas recibe 
cambios ...•. 
y hago presente que coinciden con esta 
doctrina los códigos modernos, al disponer que 
el terreno que cubre y descubre un río o un lago 
periódicamente, no accede al terreno vecino, 
porque es el lecho de las aguas. 
Así se ve en el Código Civil hondureño, 
en esos términos: «el suelo que el agua ocupa y 
desocupa ii1ternativamente en sus creces y ba-
jas periódicas, no accede mientras tanto, a las 
heredades contiguas» (Articulo 728). 
Es pues, cosa evidente, que la Ifnea ma-
temática obtenida y la que se siga obteniendo 
en la forma referida, servirá para ilustración y 
referencia más o menos útil, pero no para te-
nerla. como la exacta expresión del Ifmite divi-
sorio, que es y será siempre, la margen derecha 
del río en la forma en que se encuentre en cual-
quier momento dado». 
Este argumento del Comisionado, consi-
derado en relación con la solicitud que contie-
ne sin oficio, como se menciona arriba, indica 
un concepto equivocado, que importa corregir. 
Es estrictamente cierto que la -margen derecha 
del río, en cualquier forma que pueda estar», 
fijará siempre la Ifnea divisoria; pero el Comi-
sionado evidentemente concibe falsamente que 
la localización legal de la Ifnea, que define la 
margen de un río, variará con la altura de las 
aguas en el río. En verdad, la palabra «margen» 
con frecuencia se aplica, en conversación, va-
gamente, al primer terreno seco que se levanta 
sobre el agua; pero la impropiedad de tal uso, 
viene a ser aparente, si nosotros consideramos 
las casas por donde los ríos inundan sus már-
genes, por muchas millas, o donde sus lechos 
se secan totalmente. Tal uso indefinido de la 
palabra, no es Ifcito en la interpretación de un 
tratado, que define una línea divisoria. El obje-
to de todo limite es asegurar la paz, evitando 
los conflictos de jurisdicción. Para llenar esto, 
debe poseer toda la estabilidad posible. Clara-
mente, sería este estado de cosas una situación 
intolerable para los residentes y para los due-
ños de propiedades cerca de los limites de los 
dos países, si la Ifnea que determina a qué país 
debe su obediencia y tasas Y cuyas leyes rigen 
todos sus asuntos, pudieran alternativamente 
estar en vigor o no; porque tal línea seria crea-
da para producir disturbios, en lugar de evitar-
los. No es necesario ilustrar las dificultades que 
surgirían, por ejemplo, si ciertas tierras y bos-
ques y sus dueños y residentes, o gente emplea-
da, en cualquiera manera en ellas, fueran inti-
madas a ser costarricenses ·en tiempo seco y 
nicaragüenses en tiempo de lluvias, y alternati-
vamente el uno y el otro, en los tiempos inter-
medios. Pero exactamente, tales dificultades 
serían inevitables si la línea divisoria entre es-
tos dos paises fuera el cambio diario de la mar-
gen donde se levanta primero la tierra seca so-
bre el agua aliado de Costa Rica. Porque, en la 
estación de lluvias, las aguas del río inundan la 
tierra por muchas millas en ciertas localidades. 
Es por estas razones que los escritores sobre 
Derecho Internacional mantienen expresamen-
te que las inundaciones temporales no dan títu-
lo a las tierras inundadas. Esa es la verdadera 
inteligencia de la cita hecha por el Comisiona-
do nicaragüense, del Código de Honduras. 
Aplicado a este caso, es como si se leyera 
así: «el terreno (de Costa Rica) que las aguas 
(de Nicaragua) alternativamente ocupan y des-
ocupan, en su período de crecientes y vaciantes, 
no será accesorio de las contiguas heredades 
(de Nicaragua). En comprobación de esta re-
gia, si el tiempo me permitiera traer ejemplos, 
podría citar un gran número de casos de los 
Estados Unidos, donde hay muchos procesos 
de los Estados separados por ríos, siendo una 
de las márgenes y no el hilo de la corriente, su 
límite divisorio. Con uno de tales casos estoy 
familiarizado personalmente, en donde la mar-
gen izquierda del río Savanah constituye la lí-
nea divisoria entre Georgia, en el lado derecho, 
y la Carolina del Sur, en el izquierdo. En tiem-
pos de crecientes el río cubre millas del territo-
rio de la Carolina del Sur; pero esta circunstan-
cia lleva el poder o jurisdicción de Georgia más 
allá del límite que antes tenía, marcado por las 
aguas bajas ordinarias. Al hacerlo así, no daría 
ventaja ninguna a Georgia; y seria un gran in-
conveniente para la Carolina del Sur. Ni puedo 
creer que existe, en el mundo, un ejemplo de tal 
límite movible. Claramente, pues, donde quiera 
que un tratado designe que la margen de un río 
será tomado como un límite, lo que será enten-
dido, no es la orilla temporal de tierra firme, 
descubierta en estados extraordinarios de las 
aguas altas o bajas, sino la margen en el estado 
ordinario de las aguas. Y cuando sea una vez 
definida por convenio vendrá a ser permanen-
te, como la superficie del suelo, en donde ella 
corre, Si la margen se retira, retrocede; si la 
margen aumenta hacia la corriente, avanza. Las 
llenas y vaciantes periódicas de las aguas, no la 
afecta.". Y esto es enteramente de acuerdo con 
el precepto de Don Carlos Calvo, citado por el 
comisionado nicaragüense. (<<Las fronteras 
marcadas por corrientes de agua están sujetas 
a variar, cuando sus lechos reciben cambios.). 
En otras palabras es el lecho el que gobierna y 
no el nivel del agua en él, sobre él o bajo él. 
Respeto a los cambios futuros posibles del le-
cho o de las márgenes y sus efectos, sería vano 
querer discutirlos todos y también sería extra-
viado discutir alguno cualquiera que pudiera 
ocurrir. No es la función de esta Comisión dar 
reglas para las contingencias futuras, sino defi-
nir y marcar el límite en el día presente. 
Para reasumir, pues, brevemente y para 
la inteligencia clara de toda la materia y tam-
bién en conformidad con los principios enun-
ciados en mi primer Laudo, que, en la interpre-
tación práctica del tratado de 1858, el río San 
Juan debe ser considerado como un río nave-
gable, yo por consiguiente declaro ser la exacta 
línea de división entre la jurisdicción de los dos 
países, el borde de las aguas sobre la margen 
derecha, cuando el río se halla en su estado or-
dinario, navegable por las embarcaciones y 
botes de uso general. 
En este estado toda porción de las aguas 
del río está en jurisdicción de Nicaragua. Toda 
porción de la tierra en la margen derecha está 
en jurisdicción de Costa Rica. La medida y lo-
calización hecha ahora por las partes en el cam-
po día por día, determina puntos sobre esta lí-
nea a convenientes intervalos, pero la línea di-
visoria entre estos puntos no corre por línea rec-
ta, sino por el borde de las aguas en el estado 
navegable como arriba se dijo, marcando así 
una linea curva de irregularidades innumera-
bles que son de pequeño valor y que exigirían 
un gran gasto para trazarse minuciosamente. 
Las variaciones del nivel del agua, no al-
terarán la localización de la línea divisoria, pero 
los cambios de los márgenes o de los canales 
del río, la alterarán como puede ser determina-
do por los preceptos de las leyes internaciona-
les, aplicables a cada caso, según ellos acontez-
can. 
Soy, señores, muy respetuosamente de us-
tedes obediente servidor, 
(O E. P. Alexander, Ingeniero Arbitro. 
Mlnlllterlo de Relaciones Exteriores: 
.Sltullclón Jurídica del Rfo San Juan., 1954, p6g. 35-37 
Laudo Alexander No. 4 
•• 
San Juan del Norte, Julio 26 de 1899 
A las Comisiones de limites de Nicara-
gua y Costa Rica. 
Señores: 
He sido llamado como árbitro para deci-
dir sobre cualquiera dificultad que pueda surgir 
entre las dos Comisiones, al tr¡iZar y marcar la 
línea divisoria, entre las Repúblicas que uste-
des representan; y como tal, tengo que decidir 
la siguiente cuestión. 
Qué nivel de las aguas debe tomarse para 
determinar la lInea de la playa del Lago de Ni-
caragua, paralela a la cual y dos millas distan-
tes de ella, debe trazarse la línea divisoria des-
de cerca del río San Juan hasta el Sapoá. Faci-
litará la discusión, definir antes los principales 
niveles a los cuales se tendrá con frecuencia que 
referir. Bajo la influencia de la estación lluvio-
sa, cuya duración es de siete meses, poco más 
o menos, y de la estación seca que dura cinco, 
poco máS o menos, el nivel del Lago de Nicara-
gua se encuentra en constante fluctuación. Va-
mos a discutir cinco estados diferentes, a los 
que nos referiremos cuando sea necesario, por 
sus respectivas iniciales. 
10 Altura máxima del agua: nivel alcanza-
do solamente en años de un máximum 
de lluvia, o por condiciones excepcio-
nales. 
~ Promedio de las aguas altas: el prome-
dio del alto nivel, alcanzado en años re-
gulares. 
30 Promedio de las aguas bajas: el prome-
dio del bajo nivel, de los años regulares. 
40 Menguante máxima del agua: el más 
bajo nivel alcanzado en años de míni-
mum de lluvia o por otras condiciones 
excepcionales. 
50 Estado medio del agua: o sea el prome-
dio entre el promedio de las aguas altas 
y el promedio de las aguas bajas. 
La tesis que me ha sido presentada por 
parte de Nicaragua, reclama que el nivel que 
debe adoptarse en este caso, debe ser el prime-
ro mencionado: altura máxima del agua. Pre-
tende que esta línea y que solamente esta linea, 
es el verdadero lImite de lo que ella llama el.le-
cho del Lago». 
Costa Rica reclama, se adopte el tercer 
nivel: promediO de las aguas bajas. Esto pre-
tende fundándose principalmente en dos razo-
nes. 
Primera: Consta, por gran número de 
decisiones legales, que en muchos Estados, to-
das las lineas divisorias, demarcadas por agua, 
tienen como punto de partida, invariablemen-
te, el promedio de las aguas bajas, o la men-
guante máxima. 
Segunda: Se alega que, en caso de duda, 
Costa Rica tiene derecho a ser beneficiada, 
puesto que cede territorio que geográficamente 
le pertenece. 
Comenzaré con el primer argumento de 
Costa Rica. 
La equidad de adoptar la línea de las 
aguas bajas en los casos de lIneas divisorias 
demarcadas por agua, está ya admitida, aún 
cuando existan opiniones contrarias. 
Entre todas las tierras permanentes y las 
aguas permanentes, ordinariamente se encuen-
tra una faja de tierra, algun~ veces seca y otras 
sumergidas. La llamaremos, para abreviar, 
semi-sumergida. Su valor, para los usos ordi-
narios, es muy inferior, por la posibilidad de 
inundaciones; pero como adjunto de la tierra 
firme, posee, a menudo gran Valor. 
Si el dueño de la tierra firme puede conti-
nuar sus cercas a través de la superficie semi-
sumergida, evita con esto cercar toda la parte 
que queda frente al agua. 
Puede también utilizar, para empresas 
agrícolas, durante la estación seca, la parte semi-
sumergida. 
Estas dos ventajas serían perdidas e in-
utilizadas, si la propiedad se confiriera al pro-
pietario del agua. Por consiguiente, la equidad 
siempre y la ley, generalmente, la confiere al 
dueño de la tierra finne. 
He reconocido y seguido este principio 
en mi Laudo No. 3, donde he sostenido que la 
!!nea divisoria, en la margen derecha del río San 
Juan, abajo del Castillo, sigue el más bajo nivel 
del agua, en el estado navegable del río. Y si 
ahora, la línea de la playa del Lago fuese ella 
misma, la línea divisoria de Costa Rica, no va-
cilaría en declarar, que la tierra semi-sumergi-
da pertenece a la tierra finne, y llevaría sus lí-
mites por lo menos, hasta la línea del promedio 
de las aguas bajas. 
Pero, este no es el caso de una línea divi-
soria, demarcada por agua, ni es del todo se-
mejante, o adaptable a uno; porque ninguno 
de los casos de equidad mencionados arriba, 
tiene aquí ninguna aplicación. Este es un caso 
raro y singular, sin precedentes, a mi conoci-
miento. 
Se disputa una línea de agua, pero no 
como línea divisoria. Es solamente como me-
dio para encontrar puntos de partida, desde 
donde se mida cierta porción de territorio. 
Claramente se ve que este caso es único 
y debe regirse estrictamente por el espíritu del 
documento que le dió origen. Este es el Tratado 
de 1858, cuyos ténninos son como sigue: .De 
al!!; se continuará en dirección al río de Sapoá, 
que desagua en el Lago de Nicaragua, siguien-
do un curso que diste siempre dos millas de la 
margen derecha del río San Juan, con sus 
circunvoluciones, hasta su origen en el Lago, y 
de la margen derecha del propio Lago hasta el 
expresado río de Sapoá, en donde tenninará 
esta línea paralela a dichas riberas». 
Los principios sobre la interpretación de 
la letra y espíritu de los tratados están bien dis-
cutidos por Costa Rica, con muchas citas de 
autores eminentes: -todos concuerdan en que 
las palabras deben tomarse, tanto como sea 
posible, en su primera y más simple acepción» -
-en su natural y obvio sentido» - - «segÚn el uso 
general de las mismas palabras» - -en el sentido 
natural y razonable de los ténninos» - -en el sen-
tido usual y no en ninguna acepción extraordi-
naria o no usada •. 
Debemos suponer que el lenguaje del Tra-
tado arriba mencionado sugirió a sus autores 
alguna descripción muy concisa del Lago con 
sus márgenes y de la faja de territorio de dos 
millas. Evidentemente, todo les pareció tan sim-
ple y obvio que no era necesario más palabras. 
Tratemos de evocar primero, las descripciones 
del Lago en sus diferentes niveles, y ver cual de 
ellas parece la más natural, obvia y razonable. 
Basta imaginarse el Lago en los extremos de su 
alto y bajo nivel, para desechar, en mi concep-
to, a ambas. Las dos me parecen condiciones 
nada naturales, y creo que, si se hubiera inten-
tado hacer cualquiera de las dos, se habrían 
tenido que añadir detalles. Además, ¿es el pro-
medio de las aguas bajas la primera más obvia 
y natural imagen que sugiere la expresión .Ia 
margen del Lago?». Decididamente no estoy de 
acuerdo con eso. Durante cerca de once meses 
del año esta !!nea está sumergida invisible e in-
accesible. Parece más bien una línea técnica 
que una línea natural. La idea de una margen 
es de agua limitada por tierra seca con algunos 
elementos de pennanencia. Aun durante el bre-
ve período en que la línea pennanece descu-
bierta, su idea sugiere más bien lodo y yerbas 
acuáticas que tierra seca y arboledas. A mi en-
tender, la idea natural, simple y obvia de la 
margen de un lago, en estas latitudes, la repre-
senta solamente la línea del promediO de aguas 
altas. No es sino aquí que podremOs encontrar 
pennanentemente tierra seca cada día de un 
año ordinario. Aquí un observador, durante 
cada período anual de las estaciones ordina-
rias, vería avanzar el agua a sus pies y de allí 
volverse, como si algún poder hul¡iese trazado 
la línea y dicho a las aguas: -hasta aquí llega-
rás; pero no más allá •. Aquí la lucha entre la 
selva y la vegetación acuática comienza a cam-
biar el aspecto del paisaje. Aquí las líneas de 
tierra movediza y el vaivén de las olas, natural-
mente sugiere los límites del -lecho del Lago». 
Un nivel del Lago, queda por discutir; el 
nivel medio o el promedio de todas las aguas. 
En otra latitud, donde la lluvia se distribuye con 
más unifonnidad durante todo el año, el pro-
medio de las líneas de aguas altas yaguas ba-
jas, con todos sus respectivos caracteres, se 
aproximarían tendiendo a confundirse en la lí-
nea de aguas medias. Pero, donde existen las 
estaciones lluviosas y secas, como en el presen-
te caso, la línea de las aguas medias carece de 
los caracteres más obvios y está sumergida por 
muchos meses del año. Es puramente una línea 
técnica y no una linea natural; y no se com-
prenderla sino fuera expresamente indicada. 
Como argumento contra la pretensión de Nica-
ragua, de obtener la línea de altura máxima de 
las aguas, Costa Rica hace valer la costumbre 
general de los geógrafos y hombres de ciencia, 
en el trazado ordinario de mapas topográficos, 
quienes nunca adoptan las lineas extremas de 
desborde para las líneas de contornos de los la-
gos. 
Este argumento de la costumbre general 
es de gran peso; pero se aplica igualmente con-
tra Costa Rica en su pretensión de adoptar la 
línea del promedio de aguas bajas. En cualquier 
parte, que existan estaciones lluviosas y secas, 
la costumbre general considera el promedio de 
las aguas altas, como el estado normal, enten-
diéndose esto siempre que no se haya expresa-
do otro nivel; y su línea se considera como limi-
te del lago en todos los mapas topográficos co-
rrientes del mismo. 
Dos citas, tomadas del informe del Co-
mandante Lull, en sus estudios de medida so-
bre el Canal de Nicaragua, ilustrarán la cues-
tión (Report. Seco Navy, 1873, pág. 187) .• En 
una medida hecha por John Baily, muchos años 
hace, este caballero declaró haber encontrado 
un paso con solamente 56 pies sobre el nivel 
del Lago, peto la mayor parte de sus afirmacio-
nes están completamente en desacuerdo. Por 
ejemplo, afirma que el Lago de Nicaragua, se 
encuentra a 121 pies sobre la marea media del 
Pacífico, mientras que la verdadera diferencia 
de nivel, no es sino de 107 pies». (lbid. pág.l99). 
• La superficie del Lago de Nicaragua está 
a 107 pies sobre la marea media de ambos ma-
res». De la comparación de este nivel con los 
niveles encontrados en otras medidas, resulta 
claro que este trazado es el que Lull considera 
como la altura media de las aguas, como lo 
demuestra su línea de niveles. 
De cada una de las consideraciones que 
hago del lago, me encuentro impulsado a afir-
mar que la línea de la playa del Lago, conside-
rada en el Tratado, es la linea promedio de las 
aguas altas. y colocado desde el punto de vista 
de la faja de tierra de dos millas de ancho de 
territorio, llego siempre a la misma conclusión. 
El Tratado no nos da idea de como debe 
interpretarse el objeto de esta concesión y no 
tenemos que adoptar ninguna, ya sea política o 
comercial. Tenemos solamente que llenar las dos 
condiciones establecidas en el Tratado con res-
pecto a la faja de tierra, bajo todas las condi-
ciones ordinarias debe ser de tierra y de dos 
millas de ancho, lo cual no sucedería si adoptá-
semos la linea del promedio de aguas bajas o la 
del promedio de las aguas. En el primer caso, la 
faja de tierra sería demasiado estrecha durante 
once meses, poco más o menos, en el último, 
durante cinco meses, de un año ordinario. 
Por lo tanto, sin ninguna duda, yo me per-
suado de que la linea del promedio de las aguas 
altas, determina la playa del Lago, y ahora, res-
ta solamente designar cuál es ese nivel y cómo 
se debe encontrar. 
Varios estudios, de la propuesta ruta para 
el Canal de Nicaragua, además del arriba cita-
do del Comandante Lull, han sido hechos en 
los últimos cincuenta años. Cada uno ha en-
contrado un cierto promedio del nivel alto del 
Lago y parece una solución sencilla tomar un 
promedio de todas estas. Pero como cada uno 
adoptó una marca fija particular en el Océano 
y trazó su propia linea de niveles al Lago, no 
tengo posibilidad de refundir sus planos en uno 
común. Me parece, por consiguiente, preferible 
adoptar aquel plano que es a la vez el último y 
el más completo, por haber podido aprovechar 
de todas las investigaciones de todos sus pre-
decesores y cuyas marcas fijas en el Lago son 
conocidas y a las cuales se puede uno referir. 
Este es el trazado, todavfa en ejecución, bajo la 
dirección de la Comisión Americana del Canal . 
Sus resultados no se han publicado todavía, pero 
debido a la amabilidad del Almirante J. G. 
Waker, Presidente de la Comisión, él me los ha 
suministrado en carta fecha Julio 10 de 1899 y 
de la cual extracto lo siguiente: .En contesta-
ción cablegrafio a U. hoy, como sigue: A1exander 
G¡eytown- «seis». 
El seis significa, según su carta, ciento seis 
(106.0) como promedio del nivel alto del Lago. 
Esta elevación de 106.0 es, a nuestro mejor co-
nocimiento (Mr. Davis, nuestro hidrógrafo) el 
promedio de las aguas altas para cierto núme-
ro de años .... El más alto nivel del Lago en 1898 
fuá de 106.7 el último de noviembre. La eleva-
ción de nuestra marca fija en el extremo de la 
caldera que está hacia el Lago en San Carlos, 
es de 109.37 ...•. 
Les entregará una copia completa de esta 
carta y además unas copias azules del mapa 
hecho por la Comisión de la parte Sur del Lago, 
lo cual facilitará a UeIs. su trabajo. 
Como esta Comisión es la más grande au-
toridad en la materia, adopto completamente 
los resultados de sus estudios y anuncio mi Lau-
do, como sigue: 
La línea de la playa del Lago de Nicara-
gua, al nivel de ciento seis pies, según las mar-
cas fijas de la Comisión Americana del Canal, 
debe ser tomada como la margen de dicho Lago, 
a que se refiere el Tratado de 1858. 
Soy, señores, muy respetuosamente. De 
Uds. obediente servidor. 
(l.) E.P. A1exander, 
Ingeniero Arbitro. 
Ministerio de Relaciones Exteriores: 
.Sltuaclón Jurídica del Río San Juan «, 1954, "'g. 39-43. 
Laudo Alexander No. 5 
•• 
Nueva York, Marzo 10 de 1900. 
A las Comisiones de Límites de Costa 
Rica y Nicaragua. 
Señores: 
En el cumplimiento de mis deberes como 
Arbitro en cualesquiera discusión que pudieran 
surgir en el trabajo de trazar y amojonar la li-
nea divisoria entre los países que Uds. repre-
sentan, la Comisión de Nicaragua me solicitó 
en el mes de Octubre pasado, declararse que 
pronto en la Bahía de Salinas, debía tomarse 
como centro al trazar la última linea de la fron-
tera, desde el lugar donde ésta línea coincide 
con el río Sapoá, hasta que termina en la Ba-
hía. El trabajo de campo, en ese tiempo, estaba 
cerca de San Carlos, y faltaban aún algunos 
meses para que éste pudiera llegar al río Sapoá; 
pero se me pidió la decisión anticipadamente, 
para que hubiese tiempo de presentar los ale-
gatos respectivos y evitar así atrasos una vez 
que el trabajo llegase a aquel punto. 
La Comisión de Nicaragua acompaña-
da a su petición para que fijase el punto céntri-
co de la Bahía, una exposición de sus ideas en 
este asunto, y algunos extractos de las actas de 
una Comisión Mixta anterior, que consideró este 
asunto en 1890, y estuvo próxima a un arreglo 
amistoso, pero se disolvió finalmente sin resul-
tado decisivo. 
Esta exposición de la Comisión de Nica-
ragua fué inmediatamente trasmitida a la Co-
misión de Costa Rica, a la que se invitó a con-
testar del modo que creyera conveniente. 
Ambas Comisiones fueron también infor-
madas de que, como parecía posiole un conve-
nio amistoso, demoraría mi Laudo en este asun-
to, mientras tal poSibilidad existiese, y pedí que 
de tiempo en tiempo se me informara de los tra-
bajos. 
Aún no ha llegado a efectuarse tal conve-
nio. La Comisión de Costa Rica, tampoco ha 
Sometido sus argumentos en contestación a la 
exposición de Nicaragua antes referida. 
Entre tanto el trabajo de las Comisiones 
llegará al río Sapoá y tendrán que suspenderlo 
hasta que sea determinado el punto céntrico de 
la Bahía de Salinas para poder fijar la última 
dirección de la linea divisoria. 
Para evitar esta demora y los gastos con-
siguientes a ambos Gobiemos, no puedo sus-
pender mi Laudo en este asunto por más tiem-
po. Pero es propio agregar a este respecto que 
mi Laudo no tiene fuerza, para impedir que se 
llegue todavía a un arreglo amistoso. 
Las Comisiones tienen facultad por el Tra-
tado de 1858, _para desviarse de la recta 
astronómica entre Sapoá y Salinas, caso que 
en ello puedan acordarse para buscar mojones 
naturales». 
Esta facultad no está en manera alguna 
restringida o limitada por mi Laudo, que sola-
mente determina hacia donde debe dirigirse 
una línea astronómica. 
Habiendo, por tanto, considerado debi-
damente toda la materia, enuncio mi Laudo, 
por consiguiente, como sigue: 
.Las partes del Tratado de 1858, que se 
refieren a este asunto, son estas: 
Del artículo 11. -Del punto en que ella 
{la línea divisoria paralela a la ribera del lago 
coincide con el río de Sapoá, el que por lo di-
cho, debe distar dos mUlas del Lago, una recta 
astronómica se trazará hasta el punto céntrico 
de la Bahía de Salinas, en el mar del Sur, don-
de quedará terminada la demarcación del terri-
torio de las dos Repúblicas contratantes.> 
Del artículo IV_ -La Bahía de San Juan 
del Norte, así como la de Salinas, serán comu-
nes a ambas Repúblicas, y por consiguiente lo 
serán sus ventajas y la obligación de concurrir 
a su defensa.> La interpretación de este Trata-
do, en todos sus puntos dudosos, fué sometido 
al Presidente Cleveland, en 1888, y su Laudo a 
este respecto está claramente expresado en los 
siguientes términos: 
.2. El punto céntrico de la Bahía de Salio 
nas ha de fijarse trazando una línea recta que 
cierre la boca de la Bahía, y determinando ma· 
temáticamente el centro de la figura geométrica 
que resulte circunscrita por dicha Ifnea recta y 
la orilla de la Bahía en la baja marea •. 
«3. Debe entenderse por punto céntrico 
de la Bahía de Salinas, el centro de la figura 
geométrica formada como queda dicho .• 
.Ellímite de la Bahía hacia el Océano es 
una línea recta tirada desde la extremidad de 
Punta Arranca Barba, yendo casi directamente 
hacia el Sur verdadero hasta la parte más Oc-
cidental de la tierra inmediata a Punta Zacate .• 
En el alegato presentado por la Comisión 
de Nicaragua se arguye que el verdadero límite 
de la Bahía debe ser una línea entre Punta 
Zacate y Punta Mala. Esta sería de una a dos 
millas adentro de la línea fijada en el Laudo del 
Presidente Cleveland. Es innecesario discutir el 
valor de este argumento. 
Por el Tratado Matus-Pacheco, hecho en 
San Salvador el 27 de Marzo de 1896, dicho 
Laudo fue adoptado como la ley para esta Co-
misión. 
El Primer articulo de este Tratado dice así: 
• Los Gobiernos contratantes se obligan a nom-
brar cada uno una Comisión compuesta de dos 
ingenieros o agrimensores, con el objeto de tra-
zar y amojonar debidamente la línea divisoria 
entre las Repúblicas de Nicaragua y Costa Rica, 
según lo establece el Tratado de 15 de Abril de 
1858, y el Laudo Arbitral del señor Presidente 
de los Estados Unidos de Norte América, Mr. 
Grover Cleveland .• 
Los poderes para arbitrar que me son 
conferidos en el articulo segundo de este Trata-
do para decidir cualquiera clase de dificultades 
que suIjan, claro es que deben ser ejercitados 
solamente dentro de los límites expresados en 
el artículo primero. Donde el significado del 
Laudo del Presidente Cleveland no está dudo-
so, no tengo autoridad para pasarlo desaperci-
bido. 
Respecto al tratado no completo y los con-
venios parciales de 1890, todos ellos fueron anu-
lados por este tratado de 1896. Puede notarse 
que el territorio que le tocaría a Nicaragua con 
la adopción de la amigable propuesta de la If-
nea de Punta Zacate a Punta Mala, como límite 
de la Bahía, sería de unos tres cuartos de milla 
de costa. 
Se sostiene además en el alegato de Ni-
caragua, que la línea del Sapoá al centro de la 
Bahía, pierde su carácter de divisoria o fronte-
riza al dejar la costa y entrar en las aguas de la 
Bahía. Esto, en verdad, parece deducirse del , 
Articulo IV del Tratado de 1858, antes citado, 
que declara comunes las aguas de la Bahía, y 
del hecho que la línea termina en el centro de la 
Bahía sin extenderse al Océano. 
Pero, en mi opinión, las funciones de esta 
Comisión están limitadas a definir y amojo-
nar la línea divisoria entre las Repúblicas. El 
carácter legal de aquella porción de la línea en 
el agua y tal vez algunas dudas de jurisdicción, 
que puedan ocurrir, están, por lo menos, fuera 
de la presente discusión, la cual se reduce 
simplemente a localizar el centro de la Bahía de 
Salinas, como está descrito en el Laudo del Pre-
sidente Cleveland. 
La Bahía de Salinas fué cuidadosamen-
te medida y el plano levantado por Oficiales de 
la Marina de los Estados Unidos, en 1885 y su 
plano está publicado por la Oficina Naval 
Hidrográfica de los Estados Unidos, No. 1025 . 
He adoptado este mapa, con el consentimiento 
de ambas Comisiones, como representando 
correctamente el contorno de la Bahía. Su figu-
ra es una bolsa curva, comenzando al Este, 
doblando hacia el Sur, como de cinco millas de 
largo y como la mitad de esto de ancho medio. 
Su figura semeja en parte el mango curvo de 
una pistola con algunas proyecciones irregula-
res y desiguales. 
Se desea encontrar el centro matemático 
de esta figura, cerrada por la línea recta que 
une las extremidades de la Bahía. 
El centro matemático de una figura irre-
gular, es la posición media de su área. Todos 
los centros mecánicos, tales como el de grave-
dad o de equilibrio, etc., en que se toma en cuen-
ta la acción de una fuerza, debe excluirse de 
toda consideración. 
Esto aparece inmediatamente si se con-
sidera por un momento el caso de una Bahía 
en la forma de media luna. El centro de grave-
dad de su figura, no caería en el agua de la 
Bahía, sino en el promontorio de tierra rodea-
do por el agua. Este, por supuesto, no podría 
considerarse como el centro de la Bahía. 
Tampoco es aplicable ningún procedi-
miento general matemático, como el de los 
.Cuadros mínimos_o Este método encontra-
rá el centro de cualquier grupo de puntos dis-
persos, pero si ellos están colocados en forma 
de media luna, el centro se hallaría, no entre 
ellos, sino en el espacio convexo, que circun-
dan parcialmente. 
Deben buscarse, por lo tanto, otros méto-
dos para encontrar la posición media de áreas 
irregulares y restringidas, y pueden sugerirse 
muchos, más o menos aplicables a distintas fi-
guras. Pero aquí es suficiente indicar solamen-
te el método que he adoptado como más apro-
piado a la figura que tratamos y que tiene, como 
ésta alguna forma circular o de media luna. 
He supuesto que un navío entra en la 
Bahía del Océano en un punto situado al cen-
tro de sus extremidades y que navega, tan cer-
ca como sea posible, equidistante de las orillas 
opuestas, a derecha e izquierda, hasta el punto 
más remoto de la Bahía. 
Este paso que está cuidadosamente tra-
zado en el mapa, aunque es curvo, puede con-
siderarse como el eje mayor de la Bahía. 
Perpendicular a este eje, en distintos pun-
tos, he trazado rectas terminadas por la orilla y 
por medio del planímetro he determinado la 
posición de una línea tal que divide exactamente 
el área de la Bahía en partes iguales. Esta línea 
se puede considerar como el eje menor corres-
pondiente de la Bahía y su intersección con el 
eje mayor, será el centro de la Bahía. 
Estando en ese punto, una línea tirada a 
través de la proa del supuesto navío, perpendi-
cular a su dirección, tendrá la mitad de las aguas 
de la Bahía al frente y la otra mitad atrás. 
Habiendo determinado con cuidado el 
punto de la manera descrita, he calculado, con 
la escala del mapa, su distancia del punto 
culminante de la islita en la Bahía, cuya latitud 
y longitud se dan en el mapa, así: 
latitud: 11 ° 03' 10" 
Longitud: 85° 43' 38". 
Resulta estar 37 segundos hacia el Norte 
y 14 segundos hacia el Este de este punto. 
Por consiguiente, fijo la posición del cen-
tro de la Bahía de Salinas de este modo: 
latitud: 11° 03' 47" Norte, 
Longitud: 85° 43' 52" Oeste. 
Hacia este punto debe dirigirse la línea 
divisoria, desde donde coincide con el Río 
Sapoá, a no ser que las dos Comisiones pue-
dan convenirse en una línea con mojones natu-
rales. 
Soy de UU. atento y seguro servidor 
(l.) E. P. Alexander 







Informe del Secretario General de la OEA a la XXVI Reunión de Consulta de Cancilleres 
7 de diciembre de 2010 
 
De acuerdo con la resolución CP/Res. 979 (1780/10) del Consejo Permanente de la Organización 
de los Estados Americanos (OEA) “Convocatoria de la Reunión de Consulta de Ministros de 
Relaciones Exteriores para conocer de la ‘Situación en la zona limítrofe de Costa Rica y 
Nicaragua” -aprobada el 18 de noviembre de 2010- me permito informar a esta Reunión de 
Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores sobre el cumplimiento de recomendaciones 
contenidas en la resolución CP/Res. 978 (1777/10) del Consejo Permanente “Situación en la 
zona limítrofe de Costa Rica y Nicaragua” -aprobada el 12 de noviembre del presente año.  
 
Las recomendaciones contenidas en la resolución CP/Res. 978 (1777/10), adoptadas por el 
Consejo Permanente a propuesta del Secretario General, fueron las siguientes: 
 
“1. Acoger y hacer suyas las recomendaciones del Secretario General contenidas en el “Informe 
del Secretario General de la OEA sobre su visita a Costa Rica y Nicaragua” (CP/doc.4521/10) 
presentado el 9 de noviembre de 2010, a fin de que los Gobiernos de Costa Rica y Nicaragua 
adopten los acuerdos propuestos en el mismo, a saber: 
 
• Realizar la VIII Reunión de la Comisión Binacional para tratar con carácter urgente aspectos de 
la agenda bilateral en el más breve plazo, a más tardar, en la fecha originalmente acordada, con 
el acompañamiento de la OEA.  
• Retomar de inmediato las conversaciones sobre aspectos relacionados con la demarcación de 
la línea fronteriza realizados hasta la fecha, conforme a los tratados y laudos existentes.  
• Con el fin de generar un clima propicio para el diálogo entre ambas naciones, evitar la 
presencia de fuerzas armadas o de seguridad en el área donde su presencia podría generar 
tensión. 
• Instruir a las autoridades pertinentes para que revisen y refuercen los mecanismos de 
cooperación entre ambas naciones para prevenir, controlar y enfrentar el narcotráfico, el crimen 
organizado y el tráfico de armas en el cordón fronterizo. 
 
2. Invitar a las partes a iniciar los procesos a que se refiere el párrafo anterior de manera 
simultánea y sin dilación. 
 
3. Solicitar al Secretario General que continúe ejerciendo sus buenos oficios a fin de facilitar el 
diálogo entre las partes y que mantenga informado al Consejo Permanente al respecto.” 
 
Con relación a cada una de las recomendaciones contenidas, puntualmente, en el inciso 1 de la 
resolución CP/Res. 978, el estado de situación a la fecha es el siguiente:  
 
1. Sobre la VIII Reunión de la Comisión Binacional entre Costa Rica y Nicaragua 
 
Al iniciarse el conflicto, la Comisión Binacional estaba programada para el día 26 de noviembre -
en su fase técnica- y el día 27 de noviembre en su fase de alto nivel.  
 
Conforme a esa programación, la Cancillería de Costa Rica dirigió a la Secretaría General de la 
OEA una nota el 22 de noviembre solicitando la presencia de la Organización en dicha reunión 
 
 
“en los términos establecidos por el Consejo Permanente en su citada resolución”. Al mismo 
tiempo, en dicha nota, la Cancillería de Costa Rica estimó oportuno recordar que dicho 
encuentro se realizaría “previo al retiro de las fuerzas militares y personal civil nicaragüense que 
actualmente ocupa el territorio costarricense”.  
 
El 24 de noviembre, la Cancillería de Nicaragua envió una comunicación a la Cancillería de Costa 
Rica para “…reafirmar la voluntad y el compromiso inalterables de nuestro Gobierno de sostener 
los encuentros planificados en el contexto de la Comisión Binacional, según la Agenda que 
ambos países preparemos y de acuerdo al principio de incondicionalidad que caracteriza este 
tipo de Encuentros”.  
 
Ese mismo día, la Cancillería de Costa Rica remitió una nota a la Cancillería de Nicaragua en la 
cual expresó “Costa Rica está en la mejor disposición de que se celebre este encuentro según lo 
programado, una vez que Nicaragua retire las tropas que ha emplazado en territorio 
costarricense….”. Además, la Cancillería envió ese día una nota al Secretario General de la OEA 
en la cual informa que la “celebración de las actividades programadas dentro del marco de la 
VIII Reunión de la Comisión Binacional entre Costa Rica y Nicaragua para los días viernes 26 y 
sábado 27 de noviembre del 2010, estará sujeta al reporte que hará el equipo técnico de la OEA 
para verificar in situ el cumplimiento de los acuerdos aprobados por parte del Consejo 
Permanente de la Organización mediante la resolución CP/Res. 978 del 12 de noviembre…”. 
 
El 26 de noviembre, en unas declaraciones recogidas por los diarios, fuentes oficiales 
nicaragüenses indicaron que a la cita bilateral prevista para dicho día no asistiría ninguna 
autoridad del país ante la persistencia de condiciones para el diálogo por una de las partes.  
 
En aras de la brevedad, omito el detalle de intercambios sucesivos de notas y pronunciamientos 
por parte de las altas autoridades de ambos países sobre el tema. Lo importante es constatar 
que la VIII Reunión de la Comisión Binacional prevista para el 26 y el 27 de noviembre no se 
realizó. Una delegación de la Secretaría General encabezada por el Embajador Dante Caputo e 
integrada por el especialista Antonio Delgado estuvo presente en Costa Rica los días fijados para 
las reuniones a fin de constatar el hecho.  
 
2. Sobre las conversaciones relacionadas con la demarcación de la línea fronteriza.  
 
Al no realizarse la Reunión de la Comisión Binacional los días 26 y 27 de noviembre, y al no 
haber existido contacto alguno sobre este tema entre ambos países, es obvio señalar que el 
proceso de conversaciones sobre demarcación no ha tenido ningún avance.  
 
3. Sobre la existencia de fuerzas armadas o de seguridad en el área donde esa presencia 
podría generar tensión.  
 
El viernes 26 de noviembre, el Embajador Dante Caputo, acompañado por el especialista 
Antonio Delgado, realizó un sobrevuelo desde territorio costarricense a la zona fronteriza para 
informar al Secretario General acerca de la situación en la misma.  
 
Reproduzco, a continuación, lo medular de la observación del Embajador Caputo:  
 
“En el área del diferendo, la observación se produjo en buenas condiciones de visibilidad y de 
 
 
manera más minuciosa que la última vez. Mis impresiones son que el área talada es mayor 
respecto a la última observación, se ve la presencia de carpas de campaña en ese lugar, la 
bandera nicaragüense y se distingue claramente –mejor que durante nuestro sobrevuelo 
anterior- la entrada del caño en el Río San Juan. Fotografié toda esa zona y estos comentarios 
son verificables en las fotos. No ví ningún efectivo militar en el terreno. Esto no quiere decir, 
necesariamente, que no lo haya. En cambio, era evidente la presencia militar a bordo de la 
draga. En una de las fotos se ve claramente.”  
 
Las fotos del Embajador Caputo se adjuntan a este informe y fueron entregadas con la siguiente 
leyenda:  
 
“Se observan….el San Juan, el caño ya abierto, la tala de árboles, el área desmontada con carpas 
y ropa secándose, aunque no se ven soldados, la draga con tres o cuatro hombres en uniforme y 
armados”.  
 
En conclusión todo parece indicar que se mantiene la presencia nicaragüense en la zona con 
algunas evidencias de presencia militar. Es visible, además, el proceso de tala de bosques y la 
apertura de un canal en ese territorio.  
 
4. Sobre la revisión y el reforzamiento de los mecanismos de cooperación contra el 
narcotráfico.  
 




Además de todo lo anterior, es preciso indicar que el día 18 de noviembre, la República de Costa 
Rica acudió ante la Corte Internacional para iniciar un procedimiento en contra de Nicaragua “en 
relación a una supuesta incursión en, ocupación de y uso por el Ejército de Nicaragua de 
territorio costarricense”, acusando a dicho país de haber violado sus obligaciones hacia Costa 
Rica contenidos en numerosos tratados internacionales y convenciones. Al mismo tiempo, Costa 
Rica requirió de la Corte Internacional de Justicia la imposición de medias cautelares provisiones 
basada en la necesidad de preservar sus derecho a la soberanía, a la integridad territorial y a la 
no interferencia en sus derechos, así como la preservación de sus áreas ambientalmente 
protegidas.  
 
El día 30 de noviembre, Nicaragua respondió a una nota posterior de Costa Rica señalando que 
su país considera que “los asuntos planteados por el Gobierno de Costa Rica...se encuentran sub 
judice ante la Corte Internacional de Justicia, por lo cual no considera oportuno hacer 
comentarios sobre los mismos fuera de dicho foro”. La Corte Internacional de Justicia ha 
establecido los días 11, 12 y 13 de enero de 2011 para escuchar a las partes en relación a la 
solicitud de medidas provisionales hecha por Costa Rica el pasado 18 de noviembre de 2010.  
 
Por último, debo anotar la decisión de ambos países –en distintos momentos de esta 
controversia- de recurrir a la Convención Internacional sobre Humedales, conocida como la 
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Application and request for the indication of provisional measures (paras. 1-48 of the Order) 
1. Application instituting proceedings (paras. 1-10) 
 The Court begins by recalling that by an Application filed in the Registry of the Court on 
18 November 2010, the Republic of Costa Rica (hereinafter “Costa Rica”) instituted proceedings 
against the Republic of Nicaragua (hereinafter “Nicaragua”) on the basis of the four following 
allegations:  “the incursion into, occupation of and use by Nicaragua’s Army of Costa Rican 
territory as well as breaches of Nicaragua’s obligations towards Costa Rica” under several 
international law instruments. 
 Costa Rica maintains that the alleged violations concern “an initial area of around three 
square kilometres of Costa Rican territory, located at the northeast Caribbean tip of Costa Rica”, at 
the mouth of the San Juan border river, and more specifically in Laguna los Portillos (also known 
as “Harbor Head lagoon”), on the sea coast of Isla Portillos. 
 As a basis for the jurisdiction of the Court, the Applicant refers to Article XXXI of the 
American Treaty on Pacific Settlement signed at Bogotá on 30 April 1948 (hereinafter the “Pact of 
Bogotá”) and to the declarations made under Article 36, paragraph 2, of the Statute of the Court, by 
Costa Rica on 20 February 1973 and by Nicaragua on 24 September 1929 (as amended on 
23 October 2001). 
 In its Application, Costa Rica contends that 
“[b]y sending contingents of its armed forces to Costa Rican territory and establishing 
military camps therein, Nicaragua is not only acting in outright breach of the 
established boundary regime between the two states, but also of the core founding 
principles of the United Nations, namely the principle of territorial integrity and the 
prohibition of the threat or use of force against any State in accordance with 
article 2 (4) of the Charter; also endorsed between the parties in Articles 1, 19 and 29 
of the Charter of the Organization of American States.” 
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 Costa Rica charges Nicaragua with having occupied, in two separate incidents, the territory 
of Costa Rica in connection with the construction of a canal (hereinafter also referred to as the 
“caño”) across Costa Rican territory from the San Juan river to Laguna los Portillos (also known as 
“Harbor Head lagoon”), and certain related works of dredging on the San Juan river. 
 Costa Rica states that the 
“ongoing and planned dredging and the construction of the canal will seriously affect 
the flow of water to the Colorado River of Costa Rica, and will cause further damage 
to Costa Rican territory, including the wetlands and national wildlife protected areas 
located in the region”. 
 Costa Rica accordingly requests the Court 
“to adjudge and declare that Nicaragua is in breach of its international obligations . . . 
as regards the incursion into and occupation of Costa Rican territory, the serious 
damage inflicted to its protected rainforests and wetlands, and the damage intended to 
the Colorado River, wetlands and protected ecosystems, as well as the dredging and 
canalization activities being carried out by Nicaragua on the San Juan River.  In 
particular the Court is requested to adjudge and declare that, by its conduct, Nicaragua 
has breached: 
(a) the territory of the Republic of Costa Rica, as agreed and delimited by the 1858 
Treaty of Limits, the Cleveland Award and the first and second Alexander 
Awards; 
(b) the fundamental principles of territorial integrity and the prohibition of use of 
force under the Charter of the United Nations and the Charter of the Organization 
of American States; 
(c) the obligation imposed upon Nicaragua by Article IX of the 1858 Treaty of Limits 
not to use the San Juan River to carry out hostile acts; 
(d) the obligation not to damage Costa Rican territory; 
(e) the obligation not to artificially channel the San Juan River away from its natural 
watercourse without the consent of Costa Rica; 
(f) the obligation not to prohibit the navigation on the San Juan River by Costa Rican 
nationals; 
(g) the obligation not to dredge the San Juan River if this causes damage to Costa 
Rican territory (including the Colorado River), in accordance with the 1888 
Cleveland Award; 
(h) the obligations under the Ramsar Convention on Wetlands; 
(i) the obligation not to aggravate and extend the dispute by adopting measures 
against Costa Rica, including the expansion of the invaded and occupied Costa 
Rican territory or by adopting any further measure or carrying out any further 
actions that would infringe Costa Rica’s territorial integrity under international 
law.” 
 At the end of the Application, the Court is also requested to determine the reparation which 
must be made by Nicaragua, in particular in relation to any measures of the kind referred to in the 
paragraph above. 
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2. Request for the indication of provisional measures (paras. 11-48) 
 The Court recalls that on 18 November 2010, having filed its Application, Costa Rica also 
submitted a Request for the indication of provisional measures, pursuant to Article 41 of the Statute 
of the Court and Articles 73 to 75 of the Rules of Court. 
 Costa Rica’s Request for the indication of provisional measures is aimed at two separate 
Nicaraguan activities, namely: 
1. the construction of an artificial canal (the caño) across Isla Portillos, over the entirety of which 
Costa Rica believes it is sovereign; 
2. the dredging operations on the San Juan river, over which Nicaragua is sovereign. 
 First, as regards the alleged construction of the caño, Costa Rica contends in its Request for 
the indication of provisional measures that  
“Nicaragua is currently destroying an area of primary rainforests and fragile wetlands 
on Costa Rican territory (listed as such under the Ramsar Convention’s List of 
Wetlands of International Importance) for the purpose of facilitating the construction 
of a canal through Costa Rican territory, intended to deviate the waters of the San Juan 
River from its natural historical course into Laguna los Portillos (the Harbor Head 
Lagoon)”. 
 Second, with respect to the dredging works on the San Juan river, Costa Rica states that it 
has regularly protested to Nicaragua and called on it not to carry out such works “until it can be 
established that the dredging operation will not damage the Colorado River or other Costa Rican 
territory”.  Costa Rica asserts that Nicaragua has nevertheless continued with its dredging activities 
on the San Juan river and that it “even announced on 8 November 2010 that it would deploy two 
additional dredges to the San Juan River”, one of which is reportedly still under construction. 
 In its Request for the indication of provisional measures, Costa Rica affirms that Nicaragua’s 
statements demonstrate “the likelihood of damage to Costa Rica’s Colorado River, and to Costa 
Rica’s lagoons, rivers, herbaceous swamps and woodlands”, the dredging operation posing more 
specifically “a threat to wildlife refuges in Laguna Maquenque, Barra del Colorado, Corredor 
Fronterizo and the Tortuguero National Park”.  Costa Rica also refers to the adoption on 
12 November 2010 of a resolution of the Permanent Council of the Organization of American 
States (CP/RES. 978 (1777/10)), welcoming and endorsing the recommendations made by the 
Secretary-General of that Organization in his report of 9 November 2010 (CP/doc. 4521/10).  It 
states that the Permanent Council called on the Parties to comply with those recommendations, in 
particular that requesting “the avoidance of the presence of military or security forces in the area 
where their existence might rouse tension”.  Costa Rica asserts that Nicaragua’s “immediate 
response to the Resolution of the Permanent Council of the OAS was to state [its] intention not to 
comply with [it]” and that Nicaragua has “consistently refused all requests to remove its armed 
forces from the Costa Rican territory in Isla Portillos”. 
 Costa Rica further affirms that “its rights to sovereignty and territorial integrity form the 
subject of its Request for the indication of provisional measures” (para. 18 of the Order). 
 At the end of its written Request for the indication of provisional measures, Costa Rica asks 
the Court  
“as a matter of urgency to order the following provisional measures so as to rectify the 
presently ongoing breach of Costa Rica’s territorial integrity and to prevent further 
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irreparable harm to Costa Rica’s territory, pending its determination of this case on the 
merits: 
(1) the immediate and unconditional withdrawal of all Nicaraguan troops from the 
unlawfully invaded and occupied Costa Rican territories; 
(2) the immediate cessation of the construction of a canal across Costa Rican territory; 
(3) the immediate cessation of the felling of trees, removal of vegetation and soil from 
Costa Rican territory, including its wetlands and forests; 
(4) the immediate cessation of the dumping of sediment in Costa Rican territory; 
(5) the suspension of Nicaragua’s ongoing dredging programme, aimed at the 
occupation, flooding and damage of Costa Rican territory, as well as at the serious 
damage to and impairment of the navigation of the Colorado River, giving full 
effect to the Cleveland Award and pending the determination of the merits of this 
dispute; 
(6) that Nicaragua shall refrain from any other action which might prejudice the rights 
of Costa Rica, or which may aggravate or extend the dispute before the Court”. 
* 
 At the public hearings held on 11, 12 and 13 January 2011 on the Request for the indication 
of provisional measures, oral observations were presented by the Agents and Counsel of the 
Governments of Costa Rica and Nicaragua. 
 During the hearings, Costa Rica reiterated the arguments developed in its Application and its 
Request for the indication of provisional measures, and argued that the conditions necessary for the 
Court to indicate the requested measures had been fulfilled. 
 The Applicant reaffirmed that,  
“without its consent, Nicaragua has constructed an artificial canal across an area of 
Costa Rican territory unlawfully occupied by Nicaraguan armed forces;  [that], to this 
end, Nicaragua is said to have illegally deforested areas of internationally protected 
primary forests;  and [that], according to Costa Rica, Nicaragua’s actions have caused 
serious damage to a fragile ecosystem and are aimed at establishing a fait accompli, 
modifying unilaterally the boundary between the two Parties, by attempting to deviate 
the course of the San Juan river, in spite of the Respondent’s ‘constant, unambiguous 
[and] incontestable’ recognition of the Applicant’s sovereignty over Isla Portillos, 
which the said canal would henceforth intersect” (para. 31 of the Order). 
 During its oral argument, Costa Rica declared that  
“it is not opposed to Nicaragua carrying out works to clean the San Juan river, 
provided that these works do not affect Costa Rica’s territory, including the Colorado 
river, or its navigation rights on the San Juan river, or its rights in the Bay of San Juan 
del Norte” (para. 32 of the Order).   
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The Applicant also  
“asserted that the dredging works carried out by Nicaragua on the San Juan river did 
not comply with these conditions, firstly because Nicaragua has deposited large 
amounts of sediment from the river in the Costa Rican territory it is occupying and has 
proceeded to deforest certain areas;  secondly, because these works, and those relating 
to the cutting of the disputed canal, have as a consequence the significant deviation of 
the waters of the Colorado river, which is situated entirely in Costa Rican territory;  
and, thirdly, because these dredging works will spoil portions of Costa Rica’s northern 
coast on the Caribbean Sea” (para. 32 of the Order). 
 At the end of its second round of oral argument, Costa Rica presented the following 
submissions: 
 “Costa Rica requests the Court to order the following provisional measures: 
A. Pending the determination of this case on the merits, Nicaragua shall not, in the 
area comprising the entirety of Isla Portillos, that is to say, across the right bank of 
the San Juan river and between the banks of the Laguna Los Portillos (also known 
as Harbor Head Lagoon) and the Taura river (‘the relevant area’): 
(1) station any of its troops or other personnel; 
(2) engage in the construction or enlargement of a canal; 
(3) fell trees or remove vegetation or soil; 
(4) dump sediment. 
B. Pending the determination of this case on the merits, Nicaragua shall suspend its 
ongoing dredging programme in the River San Juan adjacent to the relevant area. 
C. Pending the determination of this case on the merits, Nicaragua shall refrain from 
any other action which might prejudice the rights of Costa Rica, or which may 
aggravate or extend the dispute before the Court.” 
* 
 For its part, during its first round of oral observations, Nicaragua stated that the activities it is 
accused of by Costa Rica took place on Nicaraguan territory and that they did not cause, nor did 
they risk causing, irreparable harm to the other Party. 
 Referring to the first Alexander Award, dated 30 September 1897, Nicaragua maintained 
that, in the region in question, its boundary with Costa Rica follows the eastern edge of the Harbor 
Head lagoon before joining the San Juan river by the first natural channel in a south-westerly and 
then a southerly direction.  According to Nicaragua, that first channel is the caño.  Nicaragua added 
that its title to sovereignty over the northern part of Isla Portillos delimited by the said caño is 
confirmed by the exercise of various sovereign prerogatives. 
 The Respondent indicated that in its view the caño was a “natural channel [which] had 
become obstructed over the years, [and that] it had undertaken to make it once more navigable for 
small vessels”, adding that “the works condemned by Costa Rica were not therefore aimed at the 
cutting of an artificial canal [and that] the cleaning and clearing of the channel had been carried out 
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manually in Nicaraguan territory, the right bank of the said channel constituting the boundary 
between the two Parties” (para. 38 of the Order). 
 Nicaragua further asserted that “the number of trees felled was limited and that it has 
undertaken to replant the affected areas, all located on the left bank of the said channel” — that is, 
according to Nicaragua, in Nicaraguan territory — “with ten trees for every one felled”, and 
affirmed that “the works to clean the channel are over and finished” (para. 39 of the Order). 
 Moreover, “Nicaragua disputed that elements of its armed forces had occupied an area of 
Costa Rican territory” (para. 42 of the Order).  And although it did state that it had assigned some 
of its troops to the protection of staff engaged in the cleaning of the channel and the dredging of the 
river, it nevertheless maintained that “these troops had remained in Nicaraguan territory and that 
they were no longer present in the border region where those activities took place”. 
 In its second round of oral observations, Nicaragua once more  
“contended that, contrary to Costa Rica’s affirmations, the caño existed before it was 
the subject of the clean-up operation;  that this fact was evidenced by various maps, 
satellite photographs, the environmental impact assessment conducted by Nicaragua 
and affidavits, all of which pre-date the disputed works;  and that the boundary 
between the Parties in the contested area does indeed follow this caño, in view of the 
specific hydrological characteristics of the region” (para. 46 of the Order). 
 Furthermore, the Respondent “reaffirmed that it has the right to dredge the San Juan river 
without having to obtain Costa Rica’s permission to do so”, before confirming that  
“this limited operation, like that relating to the cleaning and clearing of the caño, had 
not caused any damage to Costa Rica and did not risk causing any, since, according to 
Nicaragua, there is no evidence to substantiate the Applicant’s claims” (para. 47 of the 
Order). 
 Nicaragua concluded that there was nothing to justify the indication by the Court of the 
provisional measures sought by Costa Rica and asked the Court “to dismiss the Request for 
provisional measures filed by the Republic of Costa Rica”. 
Reasoning of the Court 
1. Prima facie jurisdiction (paras. 49-52) 
 The Court begins by observing that when dealing with a request for the indication of 
provisional measures, there is no need for the Court, before deciding whether or not to indicate 
such measures, to satisfy itself in a definitive manner that it has jurisdiction as regards the merits of 
the case;  it only has to satisfy itself that the provisions relied on by the Applicant appear, prima 
facie, to afford a basis on which its jurisdiction could be founded. 
 The Court notes that Costa Rica is seeking to found the jurisdiction of the Court on 
Article XXXI of the Pact of Bogotá and on the declarations made by the two States pursuant to 
Article 36, paragraph 2, of the Statute.  Costa Rica also refers to a communication sent by the 
Nicaraguan Minister for Foreign Affairs to his Costa Rican counterpart dated 30 November 2010, 
in which the Court is presented as “the judicial organ of the United Nations competent to discern 
over” the questions raised by the present dispute. 
 The Court points out that, in the present proceedings, Nicaragua did not contest its 
jurisdiction to entertain the dispute. 
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 The Court concludes from the foregoing that the instruments invoked by Costa Rica appear, 
prima facie, to afford a basis on which the Court might have jurisdiction to rule on the merits, 
enabling it to indicate provisional measures if it considers that the circumstances so require.  
Accordingly, it finds that it is not obliged, at this stage of the proceedings, to determine with 
greater precision which instrument or instruments invoked by Costa Rica afford a basis for its 
jurisdiction to entertain the various claims submitted to it. 
2. Plausible character of the rights whose protection is being sought and link between these 
rights and the measures requested (paras. 53-62) 
 The Court recalls that its power to indicate provisional measures under Article 41 of the 
Statute has as its object the preservation of the respective rights of the parties pending its decision.  
Therefore, the Court may exercise this power only if it is satisfied that the rights asserted by a party 
are at least plausible, and that a link exists between the rights which form the subject of the 
proceedings before the Court on the merits of the case and the provisional measures being sought. 
⎯ Plausible character of the rights whose protection is being sought (paras. 55-59) 
 The Court notes that whereas Costa Rica alleges that the rights claimed by it and forming the 
subject of the case on the merits are, on the one hand, its right to assert sovereignty over the 
entirety of Isla Portillos and over the Colorado river and, on the other hand, its right to protect the 
environment in those areas over which it is sovereign, Nicaragua, for its part, contends that it holds 
the title to sovereignty over the northern part of Isla Portillos, that is to say, the area of wetland of 
some three square kilometres between the right bank of the disputed caño, the right bank of the San 
Juan river up to its mouth at the Caribbean Sea and the Harbor Head lagoon (hereinafter the 
“disputed territory”), and argues that its dredging of the San Juan river, over which it has 
sovereignty, has only a negligible impact on the flow of the Colorado river, over which Costa Rica 
has sovereignty. 
 As regards the right to assert sovereignty over the disputed territory, the Court states that, at 
this stage of the proceedings, it cannot settle the Parties’ competing claims and is not called upon to 
determine once and for all whether the rights claimed by each of them exist;  for the purposes of 
considering the request for the indication of provisional measures, the Court needs only to decide 
whether the rights claimed by the Applicant on the merits, and for which it is seeking protection, 
are plausible. 
 After a careful examination of the evidence and arguments presented by the Parties, the 
Court concludes that the title to sovereignty claimed by Costa Rica over the entirety of Isla 
Portillos is plausible.  It adds that it is not called upon to rule on the plausibility of the title to 
sovereignty over the disputed territory advanced by Nicaragua.  The Court points out further that 
the provisional measures it may indicate would not prejudge any title, and that the Parties’ 
conflicting claims cannot hinder the exercise of the Court’s power under its Statute to indicate such 
measures. 
 As regards the right to protect the environment, the Court also finds that, at this stage of the 
proceedings, the right claimed by Costa Rica to request the suspension of the dredging operations 
on the San Juan river if they threaten seriously to impair navigation on the Colorado river or to 
damage Costa Rican territory is plausible. 
⎯ Link between the rights whose protection is being sought and the measures requested 
(paras. 60-62) 
 Taking the view that the continuation or resumption of the disputed activities by Nicaragua 
on Isla Portillos would be likely to affect the rights of sovereignty which might be adjudged on the 
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merits to belong to Costa Rica, the Court considers that a link exists between these rights and the 
first provisional measure being sought, which is aimed at ensuring that Nicaragua will refrain from 
any activity “in the area comprising the entirety of Isla Portillos”. 
 The Court further believes that, since there is a risk that the rights which might be adjudged 
on the merits to belong to Costa Rica would be affected if it were established that the continuation 
of the Nicaraguan dredging operations on the San Juan river threatened seriously to impair 
navigation on the Colorado river or to cause damage to Costa Rica’s territory, a link exists between 
these rights and the second provisional measure being sought, which concerns the suspension of 
Nicaragua’s “dredging programme in the River San Juan adjacent to the relevant area”. 
 Lastly, the Court considers that the final provisional measure sought by Costa Rica, aimed at 
ensuring that Nicaragua refrains “from any other action which might prejudice the rights of Costa 
Rica, or which may aggravate or extend the dispute before the Court” pending the “determination 
of this case on the merits”, being very broadly worded, is linked to the rights which form the 
subject of the case before the Court on the merits, in so far as it is a measure complementing more 
specific measures protecting those same rights. 
3. Risk of irreparable prejudice and urgency (paras. 63-72) 
 The Court recalls that it has the power to indicate provisional measures when irreparable 
prejudice could be caused to the rights which are in dispute, and that this power will be exercised 
only if there is urgency, in the sense that there is a real and imminent risk that irreparable prejudice 
may be caused to those rights. 
 It observes that Costa Rica maintains:  (i) that “Nicaraguan armed forces continue to be 
present on Isla Portillos in breach of Costa Rica’s sovereign rights”;  (ii) that Nicaragua “is 
continuing to damage the territory of Costa Rica, posing a serious threat to its internationally 
protected wetlands and forests”;  and (iii) that “Nicaragua[, which] is attempting to unilaterally 
adjust, to its own benefit, a River the right bank of which forms a valid, lawful and agreed 
border . . . cannot be permitted to continue to deviate the San Juan River through Costa Rica’s 
territory in this manner, so as to impose on Costa Rica and the Court a fait accompli”. 
 The Court points out that Costa Rica wishes the status quo ante to be restored, pending the 
Court’s judgment on the merits, and has indicated that the following rights, which it considers itself 
to possess, are under threat of irreparable prejudice as a result of Nicaragua’s activities:  the right to 
sovereignty and territorial integrity, the right not to have its territory occupied, the right not to have 
its trees chopped down by a foreign force, the right not to have its territory used for depositing 
dredging sediment or as the site for the unauthorized digging of a canal, and the several rights 
corresponding to Nicaragua’s obligation not to dredge the San Juan if this affects or damages Costa 
Rica’s land, environment or the integrity and flow of the Colorado river. 
 The Court notes that Costa Rica adds that the works undertaken by Nicaragua in the disputed 
territory will have the effect of causing flooding and damage to Costa Rican territory, as well as 
geomorphological changes, and that the dredging of the San Juan river carried out by Nicaragua 
will result in similar effects, as well as significantly reducing the flow of the Colorado river. 
 It further observes that Costa Rica bases the urgency of its Request for the indication of 
provisional measures on the need to prevent the pursuit of action prejudicial to the rights of Costa 
Rica significantly altering the factual situation on the ground before the Court has the opportunity 
to render its final decision on the merits of the case, and contends that the ongoing presence of 
Nicaraguan armed forces on Costa Rica’s territory is contributing to a political situation of extreme 
hostility and tension which may lead to the aggravation and/or extension of the dispute. 
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 The Court also notes that Nicaragua, having maintained that the activities carried out within 
its own territory, the environmental impact of which had been duly assessed beforehand, were not 
likely to cause imminent damage to Costa Rica, asserted that the cleaning and clearing operations 
in respect of the caño were over and finished, that none of its armed forces were presently stationed 
on Isla Portillos, and that it did not intend to send any troops or other personnel to the disputed 
area, nor to establish a military post there in the future. 
 However, the Court points out that Nicaragua has stated that, in connection with the current 
replanting of trees, its Ministry of the Environment “will send inspectors to the site periodically in 
order to monitor the reforestation process and any changes which might occur in the region, 
including the Harbor Head lagoon”, and that since “[t]he caño is no longer obstructed”, “[i]t is 
possible to patrol the area on the river, as has always been the case, for the purposes of enforcing 
the law, combating drug trafficking and organized crime, and protecting the environment”. 
4. Consideration of the provisional measures requested by Costa Rica, and decision of the 
Court (paras. 73-85) 
 The Court states that it is in the light of this information that the first provisional measure 
requested by Costa Rica in its submissions presented at the end of its second round of oral 
observations should be considered, namely, that  
“[p]ending the determination of this case on the merits, Nicaragua shall not, in the area 
comprising the entirety of Isla Portillos, that is to say, across the right bank of the San 
Juan river and between the banks of the Laguna Los Portillos (also known as Harbor 
Head Lagoon) and the Taura river (‘the relevant area’):  (1) station any of its troops or 
other personnel;  (2) engage in the construction or enlargement of a canal;  (3) fell 
trees or remove vegetation or soil;  (4) dump sediment”. 
 Taking note of Nicaragua’s statements concerning the ending of the works in the area of the 
caño, the Court concludes that, in the circumstances of the case as they now stand, there is no need 
to indicate the measures numbered (2), (3) and (4) requested by Costa Rica in its submissions 
presented at the end of the second round of oral observations (see paragraph above). 
 Given that Nicaragua intends to carry out certain activities, if only occasionally, in the 
disputed territory, the Court finds that provisional measures should be indicated, since this situation 
creates an imminent risk of irreparable prejudice to Costa Rica’s claimed title to sovereignty over 
the said territory and to the rights deriving therefrom, and gives rise to a real and present risk of 
incidents liable to cause irremediable harm in the form of bodily injury or death. 
 The Court therefore considers that each Party must refrain from sending to, or maintaining in 
the disputed territory, including the caño, any personnel, whether civilian, police or security, until 
such time as the dispute on the merits has been decided or the Parties have come to an agreement 
on this subject.  The Court further concludes that each Party has the responsibility to monitor that 
territory from the territory over which it unquestionably holds sovereignty, and that it is for the 
Parties’ police or security forces to co-operate with each other in a spirit of good neighbourliness, 
in particular to combat any criminal activity which may develop in the disputed territory. 
 Having observed that, in the disputed border area, Costa Rica and Nicaragua have 
respectively designated, under the Ramsar Convention, the “Humedal Caribe Noreste” and the 
“Refugio de Vida Silvestre Río San Juan” as wetlands of international importance, the Court 
considers that, pending delivery of the Judgment on the merits, “Costa Rica must be in a position to 
avoid irreparable prejudice being caused” to that part of the “Humedal Caribe Noreste” wetland 
where the disputed territory is situated.  It finds that, for this purpose, “Costa Rica must be able to 
dispatch civilian personnel charged with the protection of the environment to the said territory, 
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including the caño, but only in so far as it is necessary to ensure that no such prejudice be caused”.  
It adds that “Costa Rica shall consult with the Secretariat of the Ramsar Convention in regard to 
these actions, give Nicaragua prior notice of them and use its best endeavours to find common 
solutions with Nicaragua in this respect”. 
* 
 As regards the second provisional measure requested by Costa Rica, requiring Nicaragua to 
suspend its dredging programme in the San Juan river adjacent to the relevant area, the Court finds 
that it cannot be concluded at this stage from the evidence adduced by the Parties that the dredging 
of the San Juan river is creating a risk of irreparable prejudice to Costa Rica’s environment or to 
the flow of the Colorado river;  nor has it been shown that, even if there were such a risk of 
prejudice to rights Costa Rica claims in the present case, the risk would be imminent.  The Court 
concludes from the foregoing that in the circumstances of the case as they now stand the second 
provisional measure requested by Costa Rica should not be indicated. 
* 
 Having pointed out that it has the power under its Statute to indicate provisional measures 
that are in whole or in part other than those requested, or measures that are addressed to the party 
which has itself made the request, and that its orders on provisional measures have binding effect 
and thus create international legal obligations which both Parties are required to comply with, the 
Court considers it appropriate in the circumstances to indicate complementary measures, calling on 
both Parties to refrain from any act which may aggravate or extend the dispute or render it more 
difficult of solution. 
 The Court adds that the decision given in the present proceedings in no way prejudges the 
question of its jurisdiction to deal with the merits of the case or any questions relating to the 
admissibility of the Application, or relating to the merits themselves, and that it leaves unaffected 
the right of the Governments of Costa Rica and Nicaragua to submit arguments in respect of those 
questions. 
Operative clause (para. 86) 
 The last paragraph of the Order reads in full as follows: 
“For these reasons, 
THE COURT,  
 Indicates the following provisional measures: 
 (1) Unanimously, 
 Each Party shall refrain from sending to, or maintaining in the disputed territory, including 
the caño, any personnel, whether civilian, police or security; 
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 (2) By thirteen votes to four, 
 Notwithstanding point (1) above, Costa Rica may dispatch civilian personnel charged with 
the protection of the environment to the disputed territory, including the caño, but only in so far as 
it is necessary to avoid irreparable prejudice being caused to the part of the wetland where that 
territory is situated;  Costa Rica shall consult with the Secretariat of the Ramsar Convention in 
regard to these actions, give Nicaragua prior notice of them and use its best endeavours to find 
common solutions with Nicaragua in this respect;  
IN FAVOUR:  President Owada;  Vice-President Tomka;  Judges Koroma, Al-Khasawneh, 
Simma, Abraham, Keith, Bennouna, Cançado Trindade, Yusuf, Greenwood, Donoghue;  
Judge ad hoc Dugard;  
AGAINST:  Judges Sepúlveda-Amor, Skotnikov, Xue;  Judge ad hoc Guillaume; 
 (3) Unanimously, 
 Each Party shall refrain from any action which might aggravate or extend the dispute before 
the Court or make it more difficult to resolve; 
 (4) Unanimously, 
 Each Party shall inform the Court as to its compliance with the above provisional measures.” 
 Judges Koroma and Sepúlveda-Amor append separate opinions to the Order.  
Judges Skotnikov, Greenwood and Xue append declarations to the Order.  Judge ad hoc Guillaume 
appends a declaration to the Order.  Judge ad hoc Dugard appends a separate opinion to the Order. 




Annex to Summary 2011/1 
Separate opinion of Judge Koroma 
 In his separate opinion, Judge Koroma states that, although he has voted in favour of the 
Order, he has misgivings about the Court’s decision to use “plausibility” as a criterion for 
indicating provisional measures.  Judge Koroma notes that the Court’s ability to indicate 
provisional measures under Article 41 of its Statute is vital to ensuring that parties’ legal rights are 
preserved pending the Court’s decision on the merits.  He agrees with both the outcome and the 
bulk of the reasoning in the Order, but decided to write a separate opinion on the issue of 
“plausibility”, which is raised in the Order. 
 Judge Koroma recalls that this “plausibility standard” was first enunciated in Questions 
relating to the Obligation to Prosecute or Extradite (Belgium v. Senegal).  He maintains that the 
plausibility criterion seems to have appeared out of nowhere in that case, without any supporting 
citations or explanation.  He also emphasizes that the plausibility standard would appear 
inconsistent with the settled jurisprudence of the Court, which requires the applicant to demonstrate 
that an existing right needs to be protected. 
 Judge Koroma expresses two concerns with the plausibility standard:  its ambiguity and the 
fact that it is unclear whether the standard applies to legal rights, factual claims, or both.  With 
regard to the first concern, Judge Koroma notes that the word “plausible” in English can have 
multiple meanings.  “Plausible” often carries a negative connotation:  an implication that, although 
a plausible claim basically sounds truthful, it is in reality deceitful, specious, only partially true, or 
completely false.  Judge Koroma points out that this makes “plausible” unreliable as a legal 
standard that the parties must meet to obtain provisional measures from the Court.   The Court’s 
use of the plausibility standard also, in his view, gives the impression that the threshold for the 
indication of provisional measures has been lowered.  He notes, however, that the word “plausible” 
in French appears not to have a negative connotation and may therefore have better reflected the 
Court’s intention when the term was initially used in the Belgium v. Senegal case. 
 With regard to the second concern, Judge Koroma maintains that the Court has not clarified 
whether the plausibility standard requires an applicant to show that its legal claims are plausible or 
that its factual claims are plausible.  He points out that the Court has applied the standard to both 
legal and factual claims.  In Belgium v. Senegal, the Court, after articulating the plausibility 
standard, stated that “the rights asserted by Belgium, being grounded in a possible interpretation of 
the Convention against Torture, therefore appear to be plausible”.  Judge Koroma writes that this 
implies that the Court engaged solely in a legal analysis.  He observes that in the present Order, 
however, the Court evaluates the plausibility of Costa Rica’s factual claims.  He finds that the 
actual legal rights at issue, including Costa Rica’s rights to sovereignty and territorial integrity, are 
self-evident.  What the Order examines instead is whether “the title to sovereignty claimed by 
Costa Rica over the entirety of Isla Portillos is plausible” (Order, paragraph 58). 
 Judge Koroma believes that it would have been worth articulating a clear standard of some 
sort to evaluate, prima facie, the legitimacy of an applicant’s claims at the provisional measures 
stage.  He notes that such a standard would be similar to the Court’s existing prima facie 
jurisdiction requirement, and would help ensure that parties do not abuse the provisional measures 
process by bringing claims that are patently without merit.  He further observes that the Court has 
on occasion informally evaluated the legitimacy of a party’s claim when deciding to indicate 
provisional measures, often within its analysis of jurisdictional questions or irreparable prejudice.  
The more difficult question, according to Judge Koroma, is what the precise standard should be.  
He states that one option would be to require a party to establish, prima facie, that it enjoys certain 
rights.  Another possibility would be to require that the rights asserted by a party be grounded in a 
reasonable interpretation of the law or of the facts. 
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 Judge Koroma concludes that, if the Court does decide to adopt a new standard, it should do 
so in a transparent manner that explains the rationale behind it.  He emphasizes that adopting an 
order indicating provisional measures by reference to plausibility may prove a mistake. 
Separate opinion of Judge Sepúlveda-Amor  
 In his separate opinion, Judge Sepúlveda-Amor agrees that interim measures of protection 
should be afforded by the Court in the present case.  He recalls that the Court has the power to 
indicate any provisional measure it may deem necessary in order to preserve the respective rights 
of either party, and that the measures indicated may be different, in whole or in part, from those 
originally requested.  Judge Sepúlveda-Amor considers useful to reaffirm that an Order on the 
indication of provisional measures has a binding effect and that the Parties to the case must comply 
with any international obligation arising under the Order. 
 According to Judge Sepúlveda-Amor, the Court addresses an important concern:  the risk of 
criminal activity in the disputed territory.  The Court has decided, and rightly so, to give each Party 
the responsibility for policing the area over which it unquestionably has sovereignty.  It is to be 
hoped that the effectiveness of the bilateral collaboration required will be sufficient to keep the 
operation of organized crime away from this transitory no-man’s land. 
 On a different note, Judge Sepúlveda-Amor believes the Court should have seized the 
opportunity to elucidate further the “plausibility requirement” for the purposes of Article 41 of the 
Statute.  The indeterminacy surrounding the concept of plausibility in the Order could prove 
problematic in future requests for the indication of provisional measures, as will be shown in his 
opinion.  
 Although concurring with the need to grant measures of interim protection in the present 
case, Judge Sepúlveda-Amor does not subscribe to the second paragraph of the operative clause of 
the Order, nor does he share some of the reasons adduced in it as a basis for the Court’s decision.  
He considers insufficient and unsatisfactory the treatment given by the Court in the Order to the 
imminent risk of irreparable prejudice to the possible rights of Costa Rica.  His view is that the 
provisional measures indicated fall far short of what is needed to properly preserve and protect the 
Humedal Caribe Noreste.  It must be recalled that the Humedal is intimately linked to the Refugio 
de Vida Silvestre Corredor Fronterizo and the Refugio de Vida Silvestre Río San Juan Ramsar site.  
The fact that these wetlands are interconnected means that their environmental protection requires a 
wider bilateral collaboration and the full assistance of the Ramsar Secretariat. 
Declaration of Judge Skotnikov 
 Judge Skotnikov fully supports the Court’s decision directing both Parties to “refrain from 
sending to, or maintaining in the disputed territory, including the caño, any personnel, whether 
civilian, police or security”.  However, he is unable to concur in the second provisional measure 
indicated by the Court. 
 He points out that two conditions, well established by the jurisprudence of the Court, namely 
the existence of a risk of irreparable harm to the rights in dispute and urgency, have not been met in 
this instance.  He is also of the view that the majority voting in favour of the second provisional 
measure has treated the Court’s duty not to prejudge the outcome of the merits of the case rather 
lightly.  Moreover, this provisional measure, according to Judge Skotnikov, may contribute to 
aggravating or extending the dispute. 
 The following reason is given for indicating the second provisional measure, which allows 
Costa Rica to dispatch civilian personnel charged with protecting the environment to the disputed 
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territory:  “the disputed territory is . . . situated in the ‘Humedal Caribe Noreste’ wetland, in respect 
of which Costa Rica bears obligations under the Ramsar Convention” and, therefore, “pending 
delivery of the Judgment on the merits, Costa Rica must be in a position to avoid irreparable 
prejudice being caused to the part of that wetland where that territory is situated”.  
 Judge Skotnikov agrees that Costa Rica bears obligations under the Ramsar Convention in 
respect of “Humedal Caribe Noreste”.  However, in his view, the question as to whether those 
obligations extend to the disputed territory can only be answered at the merits stage. 
 The Court has decided that Nicaragua must cease the replanting of the trees in the disputed 
territory and must not send inspectors to periodically monitor the reforestation process and any 
changes which might occur in the region, because “this situation creates an imminent risk of 
irreparable prejudice to Costa Rica’s claimed title to sovereignty over the said territory and to the 
rights deriving therefrom”.  However, the presence in the disputed territory of Costa Rica’s 
personnel charged with protecting the environment can only be equally prejudicial to Nicaragua’s 
claimed title to sovereignty over that territory.  
 Actions which may be taken by Costa Rica under the second provisional measure potentially 
go well beyond the reforestation and monitoring contemplated by Nicaragua.  Unfortunately, this 
does create a risk of aggravating and extending the dispute before the Court and making it more 
difficult to resolve. 
 In the view of the Court, Nicaragua’s activities in the disputed territory give rise “to a real 
and present risk of incidents liable to cause irremediable harm in the form of bodily injury or 
death”.  However, Costa Rica’s activities, which the Court is allowing in the disputed territory by 
indicating the second provisional measure, may pose the same danger.  
 Judge Skotnikov notes that it has not been shown that any presence of either Party’s 
personnel in the tiny disputed territory is necessary in order to avoid irreparable prejudice being 
caused to the part of the wetland where this territory is situated.  It is clear from the case file that no 
personnel were present in the disputed territory before Nicaragua embarked on its caño operation in 
October 2010.  
 Costa Rica itself did not request the Court to indicate a provisional measure allowing it to 
send personnel to the disputed territory.  The second provisional measure is indicated purely on the 
Court’s initiative. 
 In Judge Skotnikov’s view, the Court should have dealt with the issue of protection of the 
environment in exactly the same way as it dealt with the issue concerning the prevention of 
criminal activity in the disputed territory:  it should have called on the Parties to co-operate in a 
spirit of good neighbourliness in the area protected under the Ramsar Convention irrespective of 
their competing claims to sovereignty over the disputed territory.  
Declaration of Judge Greenwood 
 Judge Greenwood considers the criteria to be applied when the Court is asked to indicate 
provisional measures of protection and concludes that the Court must be satisfied that the rights 
claimed by a party are plausible, i.e., that there is a reasonable prospect that the Court will find on 
the merits that those rights exist and are applicable in the instant case.  The Court must also be 
satisfied that there is a real risk of irreparable prejudice being caused to those rights before any 
judgment on the merits.  He finds that the first requirement is satisfied in respect of Costa Rica’s 
claims, but the second is satisfied only in respect of possible prejudice to rights which might be 
adjudged to belong to Costa Rica in respect of the Isla Portillos.  He would have preferred that the 
second operative paragraph of the Order be more explicit in calling upon the Parties to adopt a 
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concerted approach to prevent environmental damage to the Isla Portillos and Harbor Head lagoon 
in accordance with the Ramsar Convention. 
Declaration of Judge Xue 
 Judge Xue declared that she voted against the second operative paragraph of the Order 
because she considers that the present case essentially relates to territorial dispute over the area in 
question.  Unless otherwise provided, the territorial application of an international treaty is bound 
with the territorial sovereignty of the State parties.  To allow one Party to dispatch to the disputed 
area personnel, even civilian and for environmental purpose, would very likely lead to undesired 
interpretation of the Order prejudging on the merits of the case and, more seriously, it may incline 
to aggravate the situation on the ground.  In accordance with Article 41 of the Statute of the Court 
and its case law, the interim procedure for provisional measures must not prejudge any question 
relating to the merits of the case before the Court, and must leave intact the rights of the Parties in 
that respect. 
 In her view, the Court could have, pending the final decision on the merits, indicated the 
measure to both Parties with the assistance of the Secretariat of the Ramsar Convention, if any 
actions have to be taken to prevent possible irreparable harm to the environment.  Her vote is 
intended to remind the Parties that the second operative paragraph should in no way be construed 
as affecting the substance of the case. 
Declaration of Judge ad hoc Guillaume 
 1. In his declaration, Judge ad hoc Gilbert Guillaume recalls firstly that, according to the 
Judgment delivered by the Court on 13 July 2009, Nicaragua may execute at its own expense such 
works to improve navigation on the San Juan river as it deems suitable, provided such works do not 
seriously impair navigation on the river or on tributaries of the San Juan belonging to Costa Rica.  
He adds that if, in the course of such works, damage is caused to the territory of Costa Rica, the 
latter is not entitled to prevent the continuation of the works on Nicaragua’s territory, but to obtain 
reparation for the damage suffered.  He goes on to observe that, without ruling on the merits, the 
Court has found that the dredging envisaged by Nicaragua was not “creating a risk of irreparable 
prejudice to Costa Rica’s environment or to the flow of the Colorado river”.  Supporting this 
finding, he endorses the Court’s decision to reject the request for provisional measures submitted 
on this point by Costa Rica. 
 2. Turning to the dispute regarding the activities carried out by Nicaragua on the territory of 
some three square kilometres claimed by both States, Judge ad hoc Guillaume likewise endorses 
the decision of the Court to instruct each Party to refrain from sending to, or maintaining in that 
territory any personnel, whether civilian, police or security.  In his view, this solution clearly 
preserves the rights to sovereignty put forward by both Nicaragua and Costa Rica, whilst at the 
same time helping to safeguard peace in the region. 
 3. There remains the environmental impact of the works carried out in this area by 
Nicaragua.  In this respect, Judge ad hoc Guillaume takes note, as does the Court, of Nicaragua’s 
assertion that the works are finished, and therefore concludes, like the Court, that there is no need 
to request Nicaragua not to continue with those works.  He shares the Court’s opinion that the 
existence of the disputed caño does not create an imminent risk of irreparable prejudice to the 
environment. 
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 4. On the other hand, Judge ad hoc Guillaume differs from the Court with regard to 
subparagraph (2) of the operative part of the Order.  In this subparagraph, the Court contemplates 
the somewhat unlikely situation in which a risk of irreparable prejudice to the wetlands protected 
by the Ramsar Convention might appear in future because of the disputed works.  It has given 
Costa Rica, and Costa Rica alone, the right in such circumstances to dispatch civilian personnel 
charged with the protection of the environment to the disputed territory, in order to establish 
whether any measures need to be taken. 
 Before acting in this way, Costa Rica must indeed consult with the Secretariat of the Ramsar 
Convention and endeavour to reach agreement with Nicaragua;  should the negotiations fail, 
however, the final decision rests with Costa Rica.  Judge ad hoc Guillaume regrets this fact, since 
he believes that protection of the environment in the disputed territory cannot be separated from 
protection of the environment in the adjacent territories falling under the undisputed sovereignty of 
one State or the other.  It would therefore have been preferable to entrust that protection to both 
States acting jointly.  Such a solution would also have made it possible to avoid giving the 
impression that the Court intended to favour Costa Rica’s rights to the disputed territory, which is 
obviously not the case, since the Order specifically states that it in no way prejudges the merits of 
the case, nor in particular sovereignty over the territory at issue. 
Separate opinion of Judge ad hoc Dugard 
 Judge ad hoc Dugard voted in favour of the dispositif in its entirety.  Nevertheless he 
expressed misgivings about the first paragraph of the dispositif which requires the civilian, police 
or security personnel of both Parties to keep out of the disputed territory. 
 In his Opinion Judge ad hoc Dugard examines the need for the Applicant to demonstrate a 
“plausible right” as a requirement for provisional measures and shows that this right can only be 
proved by some consideration of the merits of the case.  The 1858 Treaty of Limits, the First 
Alexander Award of 1897, and a number of maps provide evidence of such a plausible right to 
sovereignty and territorial integrity on the part of Costa Rica. 
 Respect for the territorial integrity of a State by other States, a norm of jus cogens, and the 
principle of respect for the stability of boundaries, requires an order for provisional measures which 
vindicates the right of the invaded State, Costa Rica, to its territorial sovereignty.  The nature of the 
territory does not justify a different conclusion as a State has full sovereignty over both inhabited 
and uninhabited portions of its territory.  The appropriate order in such a case is one that restores 
the status quo ante. 
 Judge ad hoc Dugard warns that an even-handed order of the kind contained in the first 
paragraph of the dispositif requiring both Parties to refrain from sending to, or maintaining in the 
disputed territory, any personnel, whether civilian, police or military, will give unwarranted 
credibility and legitimacy to the Respondent’s claim to the territory and create a dangerous 
precedent. 
 Judge ad hoc Dugard’s misgivings about the first paragraph of the dispositif are to some 
extent remedied by the second paragraph of the dispositif which, in allowing Costa Rica to take 
measures to protect the environment of the disputed territory, recognizes the stronger claim of 








INTERNATIONAL COURT OF JUSTICE
APPLICATION
INSTITUTING PROCEEDINGS
filed in the Registry of the Court
on 29 September 2005
DISPUTE REGARDING NAVIGATIONAL
AND RELATED RIGHTS
(COSTA RICA v. NICARAGUA)
COUR INTERNATIONALE DE JUSTICE
REQUE|TE
INTRODUCTIVE D’INSTANCE
enregistrée au Greffe de la Cour
le 29 septembre 2005
DIFFEuREND RELATIF Av DES DROITS DE
NAVIGATION ET DES DROITS CONNEXES
(COSTA RICA c. NICARAGUA)
I. THE MINISTER OF FOREIGN AFFAIRS OF COSTA RICA
TO THE AMBASSADOR OF COSTA RICA
TO THE KINGDOM OF THE NETHERLANDS
27 September 2005.
I write to inform you that the Government of the Republic of Costa Rica has
decided to present before the honourable International Court of Justice the
case pertaining to its navigational rights in the San Juan River.
The President of the Republic and I have agreed to designate you as Agent
of Costa Rica before the International Court of Justice, in compliance with
Article 40, paragraph 1, of the Rules. I attach an additional copy of this letter
and ask that you present it to the Registrar of the Court at the time of filing
the Application.
I take this opportunity to assure you the securities of my consideration.





I. LE MINISTRE DES AFFAIRES EuTRANGEvRES
DU COSTA RICA Av L’AMBASSADEUR DU COSTA RICA
AUPREvS DU ROYAUME DES PAYS-BAS
[Traduction établie par le Greffe à partir de la version anglaise]
Le 27 septembre 2005.
J’ai le plaisir de vous informer que le Gouvernement de la République du
Costa Rica a décidé de porter devant la Cour internationale de Justice l’affaire
relative à ses droits de navigation sur le fleuve San Juan.
Le président de la République et moi-même sommes convenus de vous dési-
gner comme agent du Costa Rica près la Cour internationale de Justice, confor-
mément au paragraphe 1 de l’article 40 de son Règlement. Vous trouverez
ci-joint une copie de cette lettre, que je vous prie de présenter au Greffe de la
Cour au moment du dépôt de la requête.
Veuillez agréer, etc.





THE MINISTER OF FOREIGN AFFAIRS OF COSTA RICA TO THE AMBASSADOR
OF COSTA RICA TO THE KINGDOM OF THE NETHERLANDS
LE MINISTRE DES AFFAIRES ÉTRANGÈRES DU COSTA RICA À L’AMBASSADEUR
DU COSTA RICA AUPRÈS DU ROYAUME DES PAYS-BAS
[Original Spanish text]
[Texte original en espagnol]
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27 de septiembre de 2005.
Me es grato saludarle con el propósito de informarle que el Gobierno de la
República de Costa Rica ha decidido presentar ante la Excelentísima Corte
Internacional de Justicia el caso referido a sus derechos de libre navegación en
el Río San Juan.
Tanto el señor Presidente de la República como el suscrito, hemos tenido por
bien designarle como el Agente de Costa Rica ante la Corte Internacional de
Justicia, de conformidad con el artículo 40, párrafo 1 del Reglamento de la
Corte. Incluyo dos versiones en inglés de esta nota, y le solicito que entregue
una de ellas a la Secretaría de la Corte al momento de presentar la Solicitud
adjunta.
Aprovecho esta ocasión para reiterarle las seguridades de mi mayor con-
sideración.
(Firmado) Roberto TOVAR FAJA.
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II. APPLICATION INSTITUTING PROCEEDINGS
To the Registrar, International Court of Justice.
The undersigned being duly authorized, by the Government of the Republic
of Costa Rica.
INTRODUCTION
1. On behalf of the Government of the Republic of Costa Rica and pursuant
to Article 36, paragraphs 1 and 2, and Article 40 of the Statute of the Court
and Article 38 of the Rules of Court, I have the honour to submit for decision
of the Court the present Application instituting proceedings against the
Government of the Republic of Nicaragua. The case concerns breaches of
Nicaragua’s obligations towards Costa Rica under the following :
(a) the Treaty of Limits between Costa Rica and Nicaragua, San José,
15 April 1858 (“the Treaty of Limits”), in particular Article VI 1 ;
(b) the arbitral award issued by the President of the United States of America,
Grover Cleveland, on 22 March 1888 (“the Cleveland Award”), declaring
the extent of Costa Rica’s right of navigation of the River San Juan 2 ;
(c) the judgment of the Central American Court of Justice in the case Costa
Rica v. Nicaragua, 13 September 1916 3 ;
(d) the Agreement Supplementary to Article IV of the Pact of Amity, Wash-
ington, 9 January 1956 (“the 1956 Agreement”), in particular Articles I
and II 4 ; and
(e) other applicable rules and principles of international law.
1 This is referred to as the Cañas-Jeréz Treaty. An English translation of the Treaty is
found in the Costa Rican Memorial presented to President Cleveland in 1887 : see Argu-
ment on the Questions of the Validity of the Treaty of Limits between Costa Rica and
Nicaragua and Other Supplementary Points Connected with It, Submitted to the Arbitra-
tion of the President of the United States of America, Filed on Behalf of the Government
of Costa Rica by Pedro Pérez Zeledón, Its Envoy Extraordinary and Minister Plenipo-
tentiary in the United States (translated into English by J. L. Rodríguez, Washington,
Gibson Bros., Printers and Bookbinders, 1887). Source : US National Archives, Record
Group 76, Record of Boundary and Claims Commission and Arbitration, Costa Rica-
Nicaragua Boundary Arbitration, NC-155, Entry 24. This and the original Spanish text
are at Attachment 1.
2 The Award was given in English : see Foreign Relations of the United States, 1889/I,
pp. 456-459 (Attachment 2).
3 English translation published in (1917) 11 American Journal of International Law 181.
4 1465 United Nations, Treaty Series, 233 (Attachment 3).
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II. REQUE|TE INTRODUCTIVE D’INSTANCE
[Traduction]
A Monsieur le greffier de la Cour internationale de Justice.
Le soussigné, dûment autorisé par le Gouvernement de la République du
Costa Rica, déclare ce qui suit :
INTRODUCTION
1. Au nom du Gouvernement de la République du Costa Rica, j’ai l’honneur
de soumettre à la Cour, conformément aux paragraphes 1 et 2 de l’article 36 et
à l’article 40 de son Statut ainsi qu’à l’article 38 de son Règlement, la présente
requête introductive d’instance contre le Gouvernement de la République
du Nicaragua. L’affaire a trait à des violations, par le Nicaragua, des obli-
gations qui sont les siennes envers le Costa Rica en vertu des instruments
suivants :
a) le traité de limites entre le Costa Rica et le Nicaragua, conclu le 15 avril 1858
à San José (ci-après dénommé le «traité de limites»), en particulier son ar-
ticle VI 1 ;
b) la sentence arbitrale rendue le 22 mars 1888 par le président des Etats-Unis
d’Amérique, Grover Cleveland (ci-après dénommée la «sentence Cleve-
land»), déclarant l’étendue du droit de navigation du Costa Rica sur le
fleuve San Juan 2 ;
c) l’arrêt rendu le 13 septembre 1916 par la Cour de justice centraméricaine
dans l’affaire Costa Rica c. Nicaragua 3 ;
d) l’accord complémentaire à l’article IV du pacte d’amitié, conclu le 9 jan-
vier 1956 à Washington (ci-après dénommé l’«accord de 1956»), en parti-
culier ses articles I et II 4 ; et
e) d’autres règles et principes applicables du droit international.
1 Ce traité est connu sous le nom de « traité Cañas-Jeréz ». Une traduction anglaise de
ce texte figure dans le mémoire soumis en 1887 au président Cleveland par le Costa Rica,
intitulé Argument on the Questions of the Validity of the Treaty of Limits between Costa
Rica and Nicaragua and Other Supplementary Points Connected with It, Submitted to the
Arbitration of the President of the United States of America, Filed on Behalf of the Gov-
ernment of Costa Rica by Pedro Pérez Zeledón, Its Envoy Extraordinary and Minister
Plenipotentiary in the United States (traduit en anglais par J. L. Rodríguez, Washington,
Gibson Bros., Printers and Bookbinders, 1887). Source : US National Archives, Record
Group 76, Record of Boundary and Claims Commission and Arbitration, Costa Rica-
Nicaragua Boundary Arbitration, NC-155, Entry 24. Ce traité, avec le texte original
espagnol, figure à l’annexe 1.
2 Cette sentence fut rendue en anglais : voir Foreign Relations of the United States,
1889/I, p. 456-459 (annexe 2).
3 Une traduction anglaise de cet arrêt fut publiée en 1917 dans l’American Journal of
International Law, vol. 11, p. 181.
4 Nations Unies, Recueil des traités, vol. 1465, p. 233 (annexe 3).
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THE COURT’S JURISDICTION
2. The Court has jurisdiction over the present dispute in accordance with the
provisions of Article 36, paragraph 2, of its Statute, by virtue of the operation
of the following :
(a) the declarations of acceptance made respectively by the Republic of
Costa Rica dated 20 February 1973 and by the Republic of Nicaragua
dated 24 September 1929 ;
(b) the Tovar-Caldera Agreement, Alajuela, 26 September 2002 5.
3. The Court also has jurisdiction over the present dispute in accordance
with the provisions of Article 36, paragraph 1, of its Statute, by virtue of the
operation of the American Treaty on Pacific Settlement of Disputes, Bogotá,
30 April 1948, Article XXXI (the Pact of Bogotá) 6. The Parties have expressed
their commitment to the Pact of Bogotá through the Pact of Amity, Washing-
ton, 21 February 1949, Article III 7.
4. Under the Tovar-Caldera Agreement, in consideration of Nicaragua main-
taining unchanged for three years the legal status with respect to its declaration
of acceptance of this Court, Costa Rica agreed during the same period not to
initiate any action “before the Court nor before any other authority on any
matter or protest mentioned in treaties or agreements currently in force between
both countries” 8.
5. During the three-year standstill period, the two Parties were indeed able
to make progress on a number of important issues for the Central American
region, to their mutual benefit. Unfortunately, however, the dispute over
Costa Rica’s navigational and related rights on the San Juan River remains
unresolved. It is this dispute which is now submitted to the Court.
CHARACTER OF THE DISPUTE
6. Article VI of the Treaty of Limits granted to Nicaragua sovereignty over
the waters of the San Juan River, recognizing at the same time important rights
to Costa Rica. These rights were confirmed and interpreted with binding effect
by the Cleveland Award and by the judgment of the Central American Court
of Justice of 1916. According to these instruments and other applicable rules
5 2197 United Nations, Treaty Series, 78 (Attachment 4).
6 30 United Nations, Treaty Series, 55. Both Costa Rica and Nicaragua are parties to
the Pact of Bogotá.
7 1465 United Nations, Treaty Series, 221 (Attachment 5).
8 As quoted in La Prensa (Managua), 27 September 2002, the President of Nicaragua,
Enrique Bolaños said :
“Siempre reconocemos a la Corte Internacional y lo que estamos haciendo precisa-
mente es dar un compás de espera, pero estoy seguro que dentro de tres años Nica-
ragua y Costa Rica no vamos a necesitar acudir a ninguna Corte.” (In English : “We
always acknowledge the International Court and precisely what we are doing is
establishing a standstill period, but I am certain that in three years Nicaragua and
Costa Rica will not need to have recourse to any court.”) (Attachment 6.)
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COMPÉTENCE DE LA COUR
2. Conformément aux dispositions du paragraphe 2 de l’article 36 de son
Statut, la Cour est compétente à l’égard du présent différend en vertu des ins-
truments suivants :
a) les déclarations d’acceptation formulées par la République du Costa Ri-
ca et par la République du Nicaragua en date, respectivement, du
20 février 1973 et du 24 septembre 1929 ;
b) l’accord Tovar-Caldera conclu le 26 septembre 2002 à Alajuela 5.
3. Conformément aux dispositions du paragraphe 1 de l’article 36 de son
Statut, la Cour est également compétente à l’égard du présent différend en
vertu de l’article XXXI du traité américain de règlement pacifique des dif-
férends, conclu le 30 avril 1948 à Bogotá (ci-après dénommé le «pacte
de Bogotá») 6. Les Parties ont réaffirmé leur adhésion au pacte de Bogotá
dans l’article III du pacte d’amitié qu’elles ont conclu le 21 février 1949 à
Washington 7.
4. Dans l’accord Tovar-Caldera, le Nicaragua s’étant engagé à maintenir
pendant trois ans la situation juridique existante concernant sa déclaration
d’acceptation de la juridiction de la présente Cour, le Costa Rica a convenu,
pour la même période, de ne pas engager d’action en justice «ni devant ladite
Cour, ni devant aucune autre instance internationale concernant une affaire ou
réclamation mentionnée dans des traités ou accords actuellement en vigueur
entre les deux pays» 8.
5. Au cours du moratoire de trois ans ainsi décidé, les deux Parties sont
effectivement parvenues à faire progresser le dialogue sur plusieurs questions
d’importance pour la région de l’Amérique centrale, dans leur intérêt mutuel.
Malheureusement, cependant, le différend relatif aux droits de navigation et
aux droits connexes du Costa Rica sur le fleuve San Juan n’est toujours pas
réglé. C’est ce différend qui est aujourd’hui soumis à la Cour.
NATURE DU DIFFÉREND
6. L’article VI du traité de limites attribuait au Nicaragua la souveraineté
sur les eaux du fleuve San Juan, tout en reconnaissant au Costa Rica des droits
importants. Ces droits furent confirmés et interprétés avec effet contraignant
par la sentence arbitrale Cleveland et par l’arrêt rendu en 1916 par la Cour de
justice centraméricaine. En vertu de ces instruments et d’autres règles et prin-
5 Nations Unies, Recueil des traités, vol. 2197, p. 78 (annexe 4).
6 Ibid., vol. 30, p. 55. Le Costa Rica et le Nicaragua sont tous deux parties au pacte de
Bogotá.
7 Ibid., vol. 1465, p. 221 (annexe 5).
8 Cité dans le journal La Prensa (Managua) du 27 septembre 2002, le président du
Nicaragua, Enrique Bolaños, a déclaré :
« Siempre reconocemos a la Corte Internacional y lo que estamos haciendo pre-
cisamente es dar un compás de espera, pero estoy seguro que dentro de tres años
Nicaragua y Costa Rica no vamos a necesitar acudir a ninguna Corte. » (En français :
« Nous reconnaissons toujours la compétence de la Cour internationale de Justice et
ce que nous faisons précisément aujourd’hui, c’est établir un moratoire, mais je suis
certain que, dans trois ans, le Nicaragua et le Costa Rica n’auront besoin de recourir
à aucune juridiction. ») (Annexe 6.)
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and principles of international law, the rights of Costa Rica on the San Juan
River include the following :
(a) the perpetual right of free navigation for commercial purposes of
Costa Rican boats and their passengers ;
(b) the right for boats of Costa Rica to touch at any part of the banks of the
river where the navigation is common, without paying any dues except
such as may be established by agreement between the two Governments ;
(c) the right to navigate the river in accordance with Article Second of the
Cleveland Award;
(d) the right to navigate the San Juan River in official boats for supply pur-
poses, exchange of personnel of the border posts along the right bank of
the river with their official equipment, including the necessary arms and
ammunitions, and for the purposes of protection, as established in the per-
tinent instruments ;
(e) the right not to have navigation on the river obstructed or impaired at any
point where Costa Rica is entitled to navigate.
7. In addition, Articles I and II of the 1956 Agreement provide as follows :
“Article I
The two Parties . . . shall collaborate to the best of their ability in order
to carry out those undertakings and activities which require a common
effort by both States and are of mutual benefit and, in particular, in order
to facilitate and expedite traffic on the Pan American Highway and on the
San Juan River within the terms of the Treaty of 15 April 1858 and its
interpretation given by arbitration on 22 March 1888, and also in order to
facilitate those transport services which may be provided to the territory of
one Party by enterprises which are nationals of the other.
Article II
The two Parties shall, in so far as possible and with the utmost diligence,
arrange for the supervision of their common border as a means of prevent-
ing the illegal entry of either weapons or armed groups from the territory
of one of the Parties into the territory of the other . . .”
8. The facts underlying the present dispute may be simply stated. Nicaragua
has — in particular since the late 1990s — imposed a number of restrictions on
the navigation of Costa Rican boats and their passengers on the San Juan
River. These restrictions are of a continuing character and include the follow-
ing :
(a) the imposition of charges on Costa Rican boats and their passengers ;
(b) the obligation to stop successively at each Nicaraguan military post on the
Nicaraguan bank of the river to report the names of the passengers and to
obtain authorization to navigate, or as the case may be to continue to
navigate, on the river ;
(c) the prohibition imposed by the Nicaraguan authorities on Costa Rica to
navigate the San Juan River in official boats for supply purposes, exchange
of personnel of the border posts along the right bank of the river, with
their official equipment, including the necessary arms and ammunitions,
and for purposes of protection, as established in the pertinent instru-
ments ; as well as the prohibition on Costa Rica to navigate the river in
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cipes applicables du droit international, les droits du Costa Rica sur le fleuve
San Juan sont notamment les suivants :
a) le droit perpétuel des bateaux costa-riciens et de leurs passagers de naviguer
librement sur le fleuve à des fins de commerce ;
b) le droit des bateaux du Costa Rica d’accoster sur toute partie des rives du
fleuve où la navigation est commune sans acquitter aucun droit, si ce n’est
ceux que les deux gouvernements pourront établir d’un commun accord ;
c) le droit de naviguer sur le fleuve conformément aux dispositions de l’ar-
ticle 2 de la sentence Cleveland;
d) le droit des bateaux officiels de naviguer sur le fleuve San Juan à des fins de
ravitaillement, ou pour assurer la relève du personnel des postes frontaliers
établis le long de la rive droite du fleuve, avec leur équipement officiel,
notamment les armes et munitions nécessaires, ainsi qu’à des fins de protec-
tion, comme il est prévu dans les instruments pertinents ;
e) le droit du Costa Rica à ce que la navigation sur le fleuve ne soit ni arrêtée
ni entravée partout où il est en droit de naviguer.
7. En outre, aux termes des articles I et II de l’accord de 1956 :
«I.
Les deux Parties ... collaboreront dans toute la mesure du possible pour
mener à bien les entreprises et réalisations exigeant un commun effort des
deux Etats et avantageuses pour tous deux, notamment pour faciliter et
accélérer la circulation sur la route interaméricaine ainsi que sur le fleuve
San Juan, conformément aux dispositions du traité du 15 avril 1854 et de
son interprétation par voie d’arbitrage du 22 mars 1888, et pour faciliter
également le fonctionnement des services de transport effectués sur le ter-
ritoire de l’une des Parties par des entreprises ayant la nationalité de
l’autre.
II.
Les deux Parties organiseront, dans la mesure de leurs possibilités et
avec la plus ferme résolution, la surveillance de leur commune frontière
afin d’éviter l’introduction illégale, depuis le territoire d’une des Parties sur
celui de l’autre, d’armes ou de groupes armés...»
8. Les faits qui sont à l’origine du présent différend peuvent être exposés
simplement. Le Nicaragua a — en particulier depuis la fin des années quatre-
vingt-dix — imposé un certain nombre de restrictions à la navigation des
bateaux costa-riciens et de leurs passagers sur le fleuve San Juan. Ces restric-
tions, qui ont un caractère continu, sont notamment les suivantes :
a) l’obligation d’acquitter des droits imposée aux bateaux costa-riciens et à
leurs passagers ;
b) l’obligation de faire halte successivement à chacun des postes militaires du
Nicaragua situés sur la rive nicaraguayenne du fleuve pour indiquer le nom
des passagers et obtenir l’autorisation de naviguer ou, le cas échéant, de
poursuivre la navigation sur le fleuve ;
c) l’interdiction faite aux bateaux officiels du Costa Rica par les autorités
nicaraguayennes de naviguer sur le fleuve San Juan à des fins de ravitaille-
ment, ou pour assurer la relève du personnel des postes frontaliers établis le
long de la rive droite du fleuve, avec leur équipement officiel, notamment
les armes et munitions nécessaires, et à des fins de protection, comme il
est prévu dans les instruments pertinents, ainsi que l’interdiction faite au
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accordance with Article Second of the Cleveland Award;
(d) the imposition of timetables for navigation on the river ;
(e) limitations to free moorage along the banks of the river ;
(f) other limitations to free and expeditious transit on the river.
9. In particular, and reserving the right to further particularize the various
breaches of Costa Rica’s rights, the following cases of Nicaraguan conduct may
be instanced :
(a) Nicaragua denies that Costa Rican boats engaged in the commercial car-
riage of passengers or the provision of services are acting for the purposes
of commerce within the meaning of Article VI of the Treaty of Limits as
interpreted by the Cleveland Award and by the Central American Court
of Justice.
(b) Nicaragua requires all Costa Rican boats entering the river to stop on the
Nicaraguan river bank, and imposes charges on them for doing so. Those
charges are US$4 for immigration charges, US$5 for a tourism card
(which is charged irrespective of the purpose of the voyage) and US$20 for
the use of “port facilities” to every Costa Rican vessel. These charges are
imposed irrespective of any need to or use of facilities, moreover there is
no infrastructure of any kind that may be considered as port facilities on
the Nicaraguan bank of the river, with the exception of Castillo Viejo.
Costa Rica has never agreed to these charges or charged Nicaraguan
boats for mooring on the Costa Rican bank of the river.
(c) Since 15 July 1998, Nicaragua has claimed that Costa Rican public
authorities and Costa Rican official boats cannot navigate the San Juan
River for supply purposes, exchange of personnel of the border posts
along the right bank of the river, with their official equipment, including
the necessary arms and ammunitions, and for purposes of protection,
without the express consent of the authorities of that country.
(d) On 28 September 2005, just after the end of the three-year standstill period
under the Tovar-Caldera Agreement, the National Assembly of Nicara-
gua passed Resolution No. 17-2005 (the text of which is Attachment 7),
threatening to impose economic sanctions against Costa Rica in the event
of its bringing the present dispute to the Court ; annexed to that Resolu-
tion is the text of a draft law which would impose an import tax of
35 per cent on all goods and services of Costa Rican origin.
10. Costa Rica seeks the cessation of this Nicaraguan conduct which pre-
vents the free and full exercise and enjoyment of the rights that Costa Rica pos-
sesses on the San Juan River, and which also prevents Costa Rica from fulfill-
ing its responsibilities under Article II of the 1956 Agreement and otherwise. In
the event that Nicaragua imposes the economic sanctions referred to above, or
any other unlawful sanctions, or otherwise takes steps to aggravate and extend
the present dispute, Costa Rica further seeks the cessation of such conduct and
full reparation for losses suffered.
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Costa Rica de naviguer sur le fleuve conformément aux dispositions de l’ar-
ticle 2 de la sentence Cleveland;
d) l’imposition d’horaires de navigation sur le fleuve ;
e) des restrictions au droit d’accoster librement le long des rives du
fleuve ;
f) d’autres restrictions au transit libre et rapide sur le fleuve.
9. En particulier, tout en se réservant le droit d’exposer plus en détail les
diverses violations de ses droits, le Costa Rica citera, pour illustrer le compor-
tement du Nicaragua, les exemples suivants :
a) le Nicaragua conteste que les bateaux costa-riciens se livrant au transport
commercial de passagers ou à la prestation de services agissent à des fins de
commerce au sens de l’article VI du traité de limites, tel qu’interprété par la
sentence Cleveland et par la Cour de justice centraméricaine ;
b) le Nicaragua contraint tous les bateaux costa-riciens qui s’engagent sur le
fleuve à faire halte sur la rive nicaraguayenne et leur impose d’acquitter des
droits pour ce faire. Ainsi, chaque bâtiment costa-ricien doit verser 4 dol-
lars des Etats-Unis au titre des droits d’immigration, 5 dollars pour obtenir
une carte de tourisme (ce droit est perçu quel que soit l’objet du voyage)
et 20 dollars pour l’utilisation des « installations portuaires». Le versement
de ces droits est exigé que l’utilisation desdites installations réponde ou
non à un besoin et qu’elle soit ou non effective ; à l’exception de Castillo
Viejo, la rive nicaraguayenne du fleuve ne compte d’ailleurs aucune infra-
structure qui puisse être qualifiée d’installation portuaire. Le Costa Rica
n’a jamais donné son accord à l’imposition de ces droits, pas plus qu’il
n’a imposé de droits aux bateaux nicaraguayens accostant sur sa rive du
fleuve ;
c) depuis le 15 juillet 1998, le Nicaragua affirme que les autorités publiques et
les bateaux officiels du Costa Rica ne peuvent emprunter le fleuve San Juan
à des fins de ravitaillement, ou pour assurer la relève du personnel des
postes frontaliers établis le long de la rive droite du fleuve, avec leur équi-
pement officiel, notamment les armes et munitions nécessaires, ainsi qu’à
des fins de protection, sans y avoir été expressément autorisés par les auto-
rités nicaraguayennes ;
d) le 28 septembre 2005, juste après l’expiration du moratoire de trois ans
prévu par l’accord Tovar-Caldera, l’Assemblée nationale du Nicaragua a
adopté la résolution no 17-2005 (dont le texte constitue l’annexe 7), mena-
çant de prendre des sanctions économiques contre le Costa Rica si celui-ci
saisissait la Cour du présent différend; en annexe à cette résolution figure le
texte d’un projet de loi destiné à imposer une taxe à l’importation de 35
pour cent sur tous les biens et services d’origine costa-ricienne.
10. Le Costa Rica demande la cessation de ce comportement de la part du
Nicaragua, qui l’empêche de faire usage et de jouir librement et pleinement des
droits qu’il détient sur le fleuve San Juan et qui l’empêche également de
s’acquitter des responsabilités que lui confèrent l’article II de l’accord de 1956
et d’autres instruments. Pour le cas où le Nicaragua prendrait les sanctions éco-
nomiques visées ci-dessus, ou toute autre sanction illicite, ou toute autre mesure
propre à aggraver ou à étendre le présent différend, le Costa Rica demande en
outre la cessation de ce comportement et la réparation intégrale des pertes
subies.
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PREVIOUS ATTEMPTS AT A DIPLOMATIC SETTLEMENT OF THE DISPUTE
11. Costa Rica has proposed many times to Nicaragua a diplomatic solution
as well as the use of the available mechanisms of peaceful resolution of differ-
ences, including mediation through the Organization of American States and
international arbitration. The Government of Nicaragua has rejected all those
alternatives. The three-year standstill period agreed between the Parties (see
paragraph 4 above) has now passed without any resolution of the problem.
REMEDIES REQUESTED BY COSTA RICA
12. For these reasons, and reserving the right to supplement, amplify or
amend the present Application, as well as to request the Court to establish pro-
visional measures which might be necessary to protect its rights and to prevent
the aggravation of the dispute, Costa Rica requests the Court to adjudge and
declare that Nicaragua is in breach of its international obligations as referred to
in paragraph 1 of this Application in denying to Costa Rica the free exercise of
its rights of navigation and associated rights on the San Juan River. In particu-
lar the Court is requested to adjudge and declare that, by its conduct, Nicara-
gua has violated :
(a) the obligation to facilitate and expedite traffic on the San Juan River
within the terms of the Treaty of 15 April 1858 and its interpretation given
by arbitration on 22 March 1888 ;
(b) the obligation to allow Costa Rican boats and their passengers to navigate
freely and without impediment on the San Juan River for commercial pur-
poses, including the transportation of passengers and tourism;
(c) the obligation to allow Costa Rican boats and their passengers while
engaged in such navigation to moor freely on any of the San Juan River
banks without paying any charges, unless expressly agreed by both
Governments ;
(d) the obligation not to require Costa Rican boats and their passengers to
stop at any Nicaraguan post along the river ;
(e) the obligation not to impose any charges or fees on Costa Rican boats and
their passengers for navigating on the river ;
(f) the obligation to allow Costa Rica the right to navigate the river in
accordance with Article Second of the Cleveland Award;
(g) the obligation to allow Costa Rica the right to navigate the San Juan
River in official boats for supply purposes, exchange of personnel of the
border posts along the right bank of the San Juan River, with their official
equipment, including the necessary arms and ammunitions, and for the
purposes of protection, as established in the pertinent instruments ;
(h) the obligation to collaborate with Costa Rica in order to carry out those
undertakings and activities which require a common effort by both States
in order to facilitate and expedite traffic in the San Juan River within the
terms of the Treaty of Limits and its interpretation given by the Cleveland
Award, and other pertinent instruments ;
(i) the obligation not to aggravate and extend the dispute by adopting
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TENTATIVES ANTÉRIEURES EN VUE DE RÉGLER LE DIFFÉREND
PAR LA VOIE DIPLOMATIQUE
11. Le Costa Rica a proposé à maintes reprises au Nicaragua de régler le
différend par la voie diplomatique ou par le recours aux mécanismes existants
de règlement pacifique des différends, notamment à la médiation de l’Organisa-
tion des Etats américains et à l’arbitrage international. Le Gouvernement du
Nicaragua a rejeté toutes ces propositions. Le moratoire de trois ans convenu
par les Parties (voir plus haut, paragraphe 4) est à présent arrivé à expiration
sans qu’aucune solution ait été trouvée au problème.
RÉPARATIONS DEMANDÉES PAR LE COSTA RICA
12. Pour ces motifs, tout en se réservant le droit de compléter, préciser ou
modifier la présente requête ainsi que de prier la Cour d’indiquer les mesures
conservatoires éventuellement nécessaires pour protéger ses droits et empêcher
l’aggravation du différend, le Costa Rica prie la Cour de dire et juger que le
Nicaragua enfreint les obligations internationales visées au paragraphe 1 de la
présente requête en refusant au Costa Rica la possibilité d’exercer librement ses
droits de navigation et ses droits connexes sur le fleuve San Juan. En particu-
lier, le Costa Rica prie la Cour de dire et juger que, par son comportement, le
Nicaragua a enfreint :
a) l’obligation de faciliter et d’accélérer la circulation sur le fleuve San Juan
conformément aux dispositions du traité du 15 avril 1858 et de son inter-
prétation par voie d’arbitrage du 22 mars 1888 ;
b) l’obligation de permettre aux bateaux du Costa Rica et à leurs passagers
d’emprunter librement et sans entrave le fleuve San Juan à des fins com-
merciales, notamment pour les besoins du transport de passagers et du tou-
risme;
c) l’obligation de permettre aux bateaux du Costa Rica et à leurs passagers
empruntant le fleuve San Juan d’accoster librement sur l’une ou l’autre rive
du fleuve sans acquitter aucun droit ni redevance, sauf accord exprès des
deux gouvernements ;
d) l’obligation de ne contraindre les bateaux du Costa Rica et leurs passagers
à faire halte à aucun poste nicaraguayen situé le long du fleuve ;
e) l’obligation de n’imposer aux bateaux du Costa Rica et à leurs passagers le
versement d’aucun droit ou redevance pour naviguer sur le fleuve ;
f) l’obligation de laisser au Costa Rica le droit de naviguer sur le fleuve
conformément aux dispositions de l’article 2 de la sentence arbitrale Cleve-
land;
g) l’obligation de laisser aux bateaux officiels du Costa Rica le droit de navi-
guer sur le fleuve San Juan à des fins de ravitaillement ou pour assurer la
relève du personnel des postes frontaliers établis le long de la rive droite du
San Juan, avec leur équipement officiel, notamment les armes et munitions
nécessaires, ainsi qu’à des fins de protection, comme il est prévu dans les
instruments pertinents ;
h) l’obligation de coopérer avec le Costa Rica en vue d’exécuter les engage-
ments et activités demandant un effort commun de la part des deux Etats,
afin de faciliter et d’accélérer la circulation sur le fleuve San Juan confor-
mément aux dispositions du traité de limites et à l’interprétation qui en a
été donnée par la sentence Cleveland, et à d’autres instruments pertinents ;
i) l’obligation de ne pas aggraver ou étendre le différend par l’adoption de
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measures against Costa Rica, including unlawful economic sanctions
contrary to treaties in force or general international law, or involving
further changes in the régime of navigation and associated rights on the
San Juan River not permitted by the instruments referred to above.
Further, the Court is requested to determine the reparation which must be
made by Nicaragua, in particular in relation to any measures of the kind
referred to in paragraph 10 above.
13. In accordance with the provisions of Article 31 of the Statute of the
Court and Article 35 (1) of its Rules, the Government of the Republic of
Costa Rica states its intention to designate an ad hoc judge.
14. The Minister for Foreign Affairs of Costa Rica has appointed as Agent
for these proceedings the undersigned. It is requested that all communications
of this case be notified to the Agent at the following address :
Embassy of the Republic of Costa Rica,
Laan Copes van Cattenburch 46,





Ambassador of Costa Rica to the Netherlands,
Agent.
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mesures à l’encontre du Costa Rica, y compris des sanctions économiques
illicites qui seraient contraires aux traités en vigueur ou au droit internatio-
nal général, ou apporteraient de nouvelles modifications non autorisées par
les instruments visés plus haut au régime de la navigation sur le fleuve
San Juan et aux droits connexes.
En outre, la Cour est priée de déterminer les réparations dues par le Nicara-
gua à raison, en particulier, de toutes mesures du type de celles qui sont men-
tionnées au paragraphe 10 de la requête.
13. Conformément aux dispositions de l’article 31 du Statut de la Cour et au
paragraphe 1 de l’article 35 de son Règlement, le Gouvernement de la Répu-
blique du Costa Rica déclare avoir l’intention de désigner un juge ad hoc.
14. Le ministre des affaires étrangères du Costa Rica a désigné le soussigné
comme agent aux fins de la présente instance. Toutes les communications ayant
trait à cette affaire devront être adressées à l’agent, à l’adresse suivante :
Ambassade de la République du Costa Rica,
46, Laan Copes van Cattenburch,
2585 GB, La Haye,
Pays-Bas.
Le 29 septembre 2005.
L’ambassadeur du Costa Rica auprès du
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Attachment 1
COSTA RICA-NICARAGUA, TREATY OF TERRITORIAL LIMITS,
SAN JOSÉ, 15 APRIL 1858
Treaty of Limits between Costa Rica and Nicaragua, concluded 15 April 1858 1
We, Máximo Jerez, Minister Plenipotentiary of the Government of the
Republic of Nicaragua, and José María Cañas, Minister Plenipotentiary of the
Government of the Republic of Costa Rica, having been entrusted by our
respective Governments with the mission of adjusting a treaty of limits between
the two Republics, which should put an end to all the differences which have
obstructed the perfect understanding and harmony that must prevail among
them for their safety and prosperity, and having exchanged our respective
powers, which were examined by Hon. Señor Don Pedro R. Negrete, Minister
Plenipotentiary of the Government of the Republic of Salvador, exercising the
functions of fraternal mediator in these negotiations, who found them to be
good and in due form, as we on our part also found good and in due form the
powers exhibited by the said Minister, after having discussed with the necessary
deliberation all the points in question, with the assistance of the representative
of Salvador who was present, have agreed to and adjusted the following Treaty
of Limits between Nicaragua and Costa Rica.
Article I
The Republic of Nicaragua and the Republic of Costa Rica declare in the
most solemn and express terms that if for one moment they were about to
enter into a struggle for reason of limits and for others which each one of
the high contracting parties considered to be legal and matter of honor,
now after having given each other repeated proofs of good understanding,
peaceful principles, and true fraternity, they are willing to bind themselves,
as they formally do, to secure that the peace happily re-established should
be each day more and more affirmed between the Government and the
people of both nations, not only for the good and advantage of Nicaragua
and Costa Rica, but for the happiness and prosperity which, to a certain
extent, our sisters, the other Central American Republics, will derive
from it.
1 This is a literal transcription of the translation included in the Argument on the Ques-
tions of the Validity of the Treaty of Limits between Costa Rica and Nicaragua and Other
Supplementary Points Connected with It, Submitted to the Arbitration of the President of
the United States of America, Filed on Behalf of the Government of Costa Rica by
Pedro Pérez Zeledón, Its Envoy Extraordinary and Minister Plenipotentiary in the United
States (translated into English by J. L. Rodríguez, Washington, Gibson Bros., Printers
and Bookbinders, 1887). Source : US National Archives, Record Group 76, Record of
Boundary and Claims Commission and Arbitration, Costa Rica-Nicaragua Boundary
Arbitration, NC-155, Entry 24.
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Annexe 1
COSTA RICA-NICARAGUA, TRAITÉ DE LIMITES TERRITORIALES,
SAN JOSÉ, 15 AVRIL 1858
[Traduction établie par le Greffe à partir de la version anglaise]
Traité de limites entre le Costa Rica et le Nicaragua, conclu le 15 avril 1858 1
Nous, Máximo Jerez, ministre plénipotentiaire du Gouvernement de la Répu-
blique du Nicaragua, et José María Cañas, ministre plénipotentiaire du Gou-
vernement de la République du Costa Rica, ayant été chargés par nos gouver-
nements respectifs d’élaborer un traité de limites entre les deux Républiques
destiné à mettre un terme à tous les litiges qui ont nui à la bonne entente et à
l’harmonie devant prévaloir entre elles pour leur sécurité et leur prospérité ;
ayant échangé nos pouvoirs respectifs, lesquels ont été examinés par S. Exc.
Don Pedro R. Negrete, ministre plénipotentiaire du Gouvernement de la Répu-
blique du Salvador, exerçant les fonctions de médiateur fraternel dans les pré-
sentes négociations, qui les a trouvés en bonne et due forme, comme pour notre
part nous avons trouvé en bonne et due forme les pouvoirs présentés par ce
ministre ; ayant dûment examiné tous les aspects pertinents, en présence du
représentant du Salvador et avec son concours, avons rédigé et signé le présent
traité de limites entre le Nicaragua et le Costa Rica.
Article I
La République du Nicaragua et la République du Costa Rica déclarent en
les termes les plus solennels et les plus exprès que, si elles ont été un temps sur
le point de combattre entre elles pour des questions de délimitation ou
d’autres questions dont chacune considérait qu’elles relevaient du droit ou de
l’honneur, les Hautes Parties contractantes, s’étant mutuellement donné des
gages répétés de leur volonté d’entente, de paix et de vraie fraternité, sou-
haitent aujourd’hui s’engager formellement à faire en sorte que la paix heureu-
sement rétablie se renforce de jour en jour entre leurs gouvernements et leurs
peuples, non seulement pour le bien et dans l’intérêt du Nicaragua et du
Costa Rica, mais aussi pour le bonheur et la prospérité que leurs sœurs, les
autres républiques d’Amérique centrale, pourront dans une certaine mesure
en retirer.
1 Le texte anglais est la transcription littérale de la traduction figurant dans le document
intitulé Argument on the Questions of the Validity of the Treaty of Limits between Costa
Rica and Nicaragua and Other Supplementary Points Connected with It, Submitted to the
Arbitration of the President of the United States of America, Filed on Behalf of the Gov-
ernment of Costa Rica by Pedro Pérez Zeledón, Its Envoy Extraordinary and Minister
Plenipotentiary in the United States (traduit en anglais par J. L. Rodríguez, Washington,
Gibson Bros., Printers and Bookbinders, 1887). Source : US National Archives, Record
Group 76, Record of Boundary and Claims Commission and Arbitration, Costa Rica-
Nicaragua Boundary Arbitration, NC-155, Entry 24.
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Article II
The dividing line between the two Republics, starting from the Northern Sea,
shall begin at the end of Punta de Castilla, at the mouth of the San Juan de
Nicaragua river, and shall run along the right bank of the said river up to point
three English miles distant from Castillo Viejo, said distance to be measured
between the exterior works of said castle and the above-named point. From
here, and taking the said works as centre, a curve shall be drawn along said
works, keeping at the distance of three English miles from them, in its whole
length, until reaching another point, which shall be at the distance of two miles
from the bank of the river on the other side of the castle. From here the line
shall continue in the direction of the Sapoá river, which empties into the Lake
of Nicaragua, and it shall follow its course, keeping always at the distance of
two miles from the right bank of the San Juan river all along its windings, up
to reaching its origin in the lake ; and from there along the right shore of the
said lake until reaching the Sapoá river, where the line parallel to the bank and
shore will terminate. From the point in which the said line shall coincide with
the Sapoá river — a point which, according to the above description, must be
two miles distant from the lake — an astronomic straight line shall be drawn to
the central point of the Salinas Bay in the Southern Sea, where the line marking
the boundary between the two contracting Republics shall end.
Article III
Such surveys as may be required to locate this boundary, whether in whole
or in part, shall be made by Commissioners appointed by the two Govern-
ments ; and the two Governments shall agree also as to the time when the said
survey shall be made. Said Commissioners shall have the power to somewhat
deviate from the curve around the castle, from the line parallel to the banks of
the river and the lake, or from the astronomic straight line between Sapoá and
Salinas, if they find that natural landmarks can be substituted with advantage.
Article IV
The Bay of San Juan del Norte, as well as the Salinas Bay, shall be common
to both Republics, and, therefore, both the advantages of their use and the
obligation to contribute to their defence shall also be common. Costa Rica
shall be bound, as far as the portion of the banks of the San Juan river which
correspond to it is concerned, to contribute to its custody in the same way as
the two Republics shall contribute to the defence of the river in case of external
aggression ; and this they shall do with all the efficiency within their reach.
Article V
As long as Nicaragua does not recover the full possession of all her rights in
the port of San Juan del Norte, the use and possession of Punta de Castilla
shall be common and equal both for Nicaragua and Costa Rica ; and in the
meantime, and as long as this community lasts, the boundary shall be the whole
course of the Colorado river. It is furthermore stipulated that, as long as the
said port of San Juan del Norte remains a free port, Costa Rica shall not
charge Nicaragua any custom duties at Punta de Castilla.
Article VI
The Republic of Nicaragua shall have exclusively the dominion and sover-
eign jurisdiction over the waters of the San Juan river from its origin in the
Lake to its mouth in the Atlantic ; but the Republic of Costa Rica shall have
the perpetual right of free navigation on the said waters, between the said
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Article II
La ligne de séparation entre les deux républiques, à partir de la mer du Nord,
commencera à l’extrémité de Punta de Castilla, à l’embouchure du fleuve San
Juan de Nicaragua, puis suivra la rive droite dudit fleuve jusqu’à un point dis-
tant de trois milles anglais de Castillo Viejo, cette distance devant être mesurée
à partir des fortifications extérieures du château. De là, et prenant pour centre
lesdites fortifications, une courbe sera tracée à une distance de trois milles
anglais de celles-ci, jusqu’à un autre point situé à deux milles de la rive du
fleuve opposée au château. De là, la ligne se poursuivra en direction de la
rivière Sapoá, qui se jette dans le lac de Nicaragua, et longera la rive droite du
fleuve San Juan en suivant toujours ses méandres à une distance de deux milles,
jusqu’à l’origine de ce fleuve dans le lac ; de ce point, elle suivra la rive droite du
lac jusqu’à la rivière Sapoá, où cette ligne parallèle aux rives se terminera. Du
point où la ligne rejoint la rivière Sapoá — point qui, comme il est indiqué plus
haut, sera situé à deux milles du lac — une droite astronomique sera tracée
jusqu’au point central de la baie de Salinas dans la mer du Sud, marquant la fin
de la frontière entre les deux républiques contractantes.
Article III
Tout levé qui pourrait être nécessaire pour délimiter partiellement ou inté-
gralement cette frontière sera effectué par des commissaires nommés par les
deux gouvernements, lesquels conviendront aussi de la date à laquelle le levé
sera effectué. Ces commissaires auront la faculté de dévier quelque peu de la
courbe longeant le château, de la ligne parallèle aux rives du fleuve et du lac, ou
de la droite astronomique entre la Sapoá et Salinas, s’ils estiment que des li-
mites naturelles peuvent leur être avantageusement substituées.
Article IV
La baie de San Juan del Norte ainsi que la baie de Salinas seront communes
aux deux républiques, en conséquence de quoi les avantages liés à leur usage et
l’obligation d’assurer leur défense seront également partagés. Pour la partie qui
lui revient des rives du fleuve, le Costa Rica aura l’obligation de concourir à la
garde de celui-ci, de même que les deux républiques concourront à sa défense
en cas d’agression extérieure ; elles devront s’acquitter de cette obligation avec
toute l’efficacité dont elles sont capables.
Article V
Tant que le Nicaragua n’aura pas recouvré la pleine possession de ses droits
sur le port de San Juan del Norte, l’usage et la possession de Punta de Castilla
seront communs et également partagés entre le Nicaragua et le Costa Rica ;
tant que durera cette communauté, le cours de la rivière Colorado en marquera
la limite. Il est en outre stipulé que, tant que le port de San Juan del Norte
restera un port franc, le Costa Rica n’imposera pas de droits de douane au
Nicaragua à Punta de Castilla.
Article VI
La République du Nicaragua aura le dominium et l’imperium exclusifs sur les
eaux du fleuve San Juan depuis son origine dans le lac jusqu’à son embouchure
dans l’océan Atlantique ; la République du Costa Rica aura toutefois un droit
perpétuel de libre navigation sur lesdites eaux, entre l’embouchure du fleuve et
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mouth and the point, three English miles distant from Castillo Viejo, said navi-
gation being for the purposes of commerce either with Nicaragua or with the
interior of Costa Rica, through the San Carlos river, the Sarapiquí, or any
other way proceeding from the portion of the bank of the San Juan river, which
is hereby declared to belong to Costa Rica. The vessels of both countries shall
have the power to land indiscriminately on either side of the river at the portion
thereof where the navigation is common; and no charges of any kind, or duties,
shall be collected unless when levied by mutual consent of both Governments.
Article VII
It is agreed that the territorial division made by this treaty cannot be under-
stood as impairing in any way the obligations contracted whether in public
treaties or in contracts of canalization or public transit by the Government of
Nicaragua previous to the conclusion of the present treaty ; on the contrary, it
is understood that Costa Rica assumes those obligations, as far as the portion
which corresponds to its territory is concerned, without injury to the eminent
domain and sovereign right which it has over the same.
Article VIII
If the contracts of canalization or transit entered into by the Government of
Nicaragua previous to its being informed of the conclusion of this treaty should
happen to be invalidated for any reason whatever, Nicaragua binds herself not
to enter into any other arrangement for the aforesaid purposes without first
hearing the opinion of the Government of Costa Rica as to the disadvantages
which the transaction might occasion the two countries ; provided that the said
opinion is rendered within the period of 30 days after the receipt of the com-
munication asking for it, if Nicaragua should have said that the decision was
urgent ; and, if the transaction does not injure the natural rights of Costa Rica,
the vote asked for shall be only advisory.
Article IX
Under no circumstances, and even in case that the Republics of Costa Rica
and Nicaragua should unhappily find themselves in a state of war, neither of
them shall be allowed to commit any act of hostility against the other, whether
in the port of San Juan del Norte, or in the San Juan river, or the Lake of
Nicaragua.
Article X
The stipulation of the foregoing article being essentially important for the
proper custody of both the port and the river against foreign aggression, which
would affect the general interests of the country, the strict performance thereof
is left under the special guarantee which, in the name of the mediator Govern-
ment, its Minister Plenipotentiary herein present is ready to give, and does
hereby give, in use of the faculties vested in him for that purpose by his
Government.
Article XI
In testimony of the good and cordial understanding which is established
between the Republics of Nicaragua and Costa Rica, they mutually give up all
claims against each other, on whatever ground they may be founded, up to the
date of the present treaty ; and in the same way the two contracting parties do
hereby waive all claims for indemnification of damages which they might con-
sider themselves entitled to present against each other.
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le point situé à trois milles anglais de Castillo Viejo, aux fins du commerce avec
le Nicaragua aussi bien que du commerce avec l’intérieur du Costa Rica par la
rivière San Carlos, la rivière Sarapiquí ou toute autre voie de navigation par-
tant de la portion de la rive du fleuve San Juan déclarée par le présent traité
appartenir au Costa Rica. Les bateaux des deux pays auront le droit d’accoster
indistinctement sur l’une ou l’autre rive de la portion du fleuve où la navigation
est commune sans qu’aucune taxe ou droit ne soit perçu, sauf accord entre les
deux gouvernements.
Article VII
Il est convenu que la délimitation territoriale opérée par le présent traité ne
saurait modifier en aucune manière les obligations contractées dans des traités
publics ou des contrats de canalisation ou de passage conclus par le Gouver-
nement du Nicaragua antérieurement à la conclusion du présent traité ; il est
convenu au contraire que le Costa Rica assumera ces obligations à l’égard de la
portion correspondant à son territoire, sans préjudice de l’autorité éminente ou
du droit souverain qu’il a sur celui-ci.
Article VIII
Si les contrats de canalisation et de passage conclus par le Gouvernement du
Nicaragua avant qu’il n’ait eu connaissance de la conclusion du présent traité
venaient à être annulés, pour quelque raison que ce soit, le Nicaragua s’engage
à ne pas conclure d’autres accords portant sur les mêmes sujets avant d’avoir
entendu l’avis du Gouvernement du Costa Rica quant aux inconvénients que
pourrait avoir la transaction pour les deux pays, à condition que cet avis soit
émis dans les trente jours suivant la réception de la demande, si le Nicaragua a
précisé que la décision était urgente ; dans le cas où la transaction n’est pas de
nature à nuire aux droits naturels du Costa Rica, l’avis requis n’aura qu’un
caractère consultatif.
Article IX
En aucun cas, ni même si elles se trouvaient malheureusement en état de
guerre, les Républiques du Costa Rica et du Nicaragua ne seront autorisées à
effectuer un quelconque acte d’hostilité l’une envers l’autre, que ce soit dans le
port de San Juan del Norte, sur le fleuve San Juan ou sur le lac de Nicaragua.
Article X
Les dispositions de l’article précédent revêtant une importance fondamentale
pour la défense du port et du fleuve contre une agression extérieure, qui nuirait
aux intérêts généraux du pays, leur exécution est placée sous la garantie spéciale
qu’est prêt à offrir et qu’offre effectivement, au nom du gouvernement média-
teur, le ministre plénipotentiaire ici présent, dans l’exercice des pouvoirs qui lui
ont été conférés à cet effet par son gouvernement.
Article XI
En témoignage de la bonne et cordiale entente établie entre elles, les Répu-
bliques du Nicaragua et du Costa Rica renoncent mutuellement à toute créance
qu’elles pourraient avoir l’une à l’égard de l’autre, à quelque titre que ce soit,
avant la date du présent traité ; les deux parties contractantes renoncent égale-
ment par le présent traité à toute demande d’indemnisation qu’elles pourraient
s’estimer fondées à présenter à l’autre partie.
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Article XII
This treaty shall be ratified, and the ratifications thereof shall be exchanged,
at Santiago de Managua within 40 days after it is signed.
In testimony whereof we have hereunto subscribed our names to the present
instrument, executed in triplicate, together with the Hon. Minister of Salvador,
and under the countersign of the respective secretaries of Legation, at the city






Secretary of the Legation of Nicaragua.
Salvador GONZÁLEZ,
Secretary of the Legation of Costa Rica.
Florentino SOUZA,
Secretary of the Legation of Salvador.
ADDITIONAL ACT
The undersigned, Ministers of Nicaragua and Costa Rica, wishing to give
public testimony of their high esteem and of their feeling of gratitude towards
the Republic of Salvador, and the worthy representative of the same, Col. Don
Pedro R. Negrete, have agreed that the treaty of territorial limits be accom-
panied with the following declaration, namely :
“Whereas, the Government of Salvador has given to the Governments
of Costa Rica and Nicaragua the most authentic testimony of its noble
feelings, and of its high appreciation of the value and necessity of cultivat-
ing fraternal sympathy among these Republics, and has interested itself as
efficiently as friendly in the equitable settlement of the differences which
unhappily have existed between the high contracting parties, a settlement
which has been secured by the two Legations, owing in great part to the
estimable and efficient action of the Hon. Señor Negrete, Minister Pleni-
potentiary of the said Government, who proved to be the right person to
accomplish the generous mediation for which he was appointed, and who
has known perfectly well how to meet the intentions of his Government,
and owing also to the important aid, to the learning and to the impartial
suggestions of the same Minister during the discussion of the subject, we,
the Representatives of Costa Rica and Nicaragua, in the name of our
respective countries, do hereby fulfil the pleasant duty of declaring and
recording here all the gratitude which we feel for the patriotism, high
mindedness, fraternity, and benevolence characterizing the Government of
Salvador.”
In testimony whereof we have hereunto subscribed our names and signed
this, in triplicate, in the presence of the Hon. Minister of Salvador, under the
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Article XII
Le présent traité devra être ratifié et les instruments de ratification devront
être échangés à Santiago de Managua, dans un délai de quarante jours suivant
la signature.
En foi de quoi, en présence de M. le ministre d’El Salvador, nous avons signé
le présent instrument en trois exemplaires en la ville de San José du Costa Rica,
le quinze avril de l’an de grâce mil huit cent cinquante-huit, sous contreseing





secrétaire de la légation du Nicaragua.
Salvador GONZÁLEZ,
secrétaire de la légation du Costa Rica.
Florentino SOUZA,
secrétaire de la légation d’El Salvador.
ACTE ADDITIONNEL
Les soussignés, ministres du Nicaragua et du Costa Rica, désireux de témoi-
gner publiquement leur haute estime et leur gratitude à la République d’El Sal-
vador et à son digne représentant, le colonel Don Pedro R. Negrete, sont
convenus que le traité de limites territoriales sera accompagné de la déclaration
suivante :
«Attendu que le Gouvernement d’El Salvador a apporté aux Gouver-
nements du Costa Rica et du Nicaragua le témoignage le plus authentique
de ses nobles sentiments et de l’importance que revêt à ses yeux la nécessité
de cultiver une entente fraternelle entre les deux républiques, qu’il s’est
employé avec autant d’efficacité que d’amitié à la recherche d’une solution
équitable aux différends qui ont malheureusement opposé les Hautes
Parties contractantes, solution à laquelle les deux légations sont parvenues
en grande partie grâce à l’estimable et efficace intervention de
S. Exc. M. Negrete, ministre plénipotentiaire dudit gouvernement, qui s’est
montré la personne idéale pour accomplir la généreuse médiation qui lui a
été confiée et qui a su parfaitement répondre aux intentions de son gou-
vernement et grâce aussi à l’aide importante, au savoir et aux propositions
impartiales faites par ce ministre lors des discussions, nous, représentants
du Costa Rica et du Nicaragua, au nom de nos pays respectifs, avons le
plaisir d’exprimer et de consigner ici toute notre gratitude pour le patrio-
tisme, la noblesse, la fraternité et la bienveillance qui caractérisent le Gou-
vernement d’El Salvador.»
En foi de quoi nous avons signé le présent document, en trois exemplaires, en
présence de S. Exc. le ministre d’El Salvador, sous contreseing des secrétaires
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countersign of the respective Secretaries of Legation, in the city of San José, the




Secretary of the Legation of Nicaragua.
Salvador GONZÁLEZ,
Secretary of the Legation of Costa Rica.
28
de légation, en la ville de San José, capitale du Costa Rica, le quinze avril de




secrétaire de la légation du Nicaragua.
Salvador GONZÁLEZ,
secrétaire de la légation du Costa Rica.
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COSTA RICA-NICARAGUA, TREATY OF TERRITORIAL LIMITS,
SAN JOSÉ, 15 APRIL 1858
COSTA RICA-NICARAGUA, TRAITÉ DE LIMITES,
SAN JOSÉ, LE 15 AVRIL 1858
[Original Spanish text]
[Texte original en espagnol]
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TRATADO [DE 15 DE ABRIL DE 1858] DE LIMITES TERRITORIALES
CON NICARAGUA
Máximo Jerez, Ministro Plenipotenciario del Gobierno de la República de
Nicaragua, y José María Cañas, Ministro Plenipotenciario del Gobierno de la
República de Costa Rica, encargados por nuestros comitentes de celebrar un
tratado de límites entre ambas Repúblicas, que ponga término á las diferencias
que han retardado la mejor y más perfecta inteligencia y armonía que deben
reinar entre ellas, para su común seguridad y engrandecimiento ; habiendo veri-
ficado el canje de nuestros respectivos poderes, bajo el examen que de ellos hizo
el honorable señor don Pedro Rómulo Negrete, Ministro Plenipotenciario del
Gobierno de la Republica del Salvador, en ejercicio de las nobles funciones de
mediador fraternal en estas negociaciones, quien los encontró en buena y
debida forma; de la misma manera que por nuestra parte fueron hallados bas-
tantes los que exhibió el señor Ministro, — discutidos con el detenimiento nece-
sario los puntos convenientes, con la asistencia y auxilio del Representante del
Salvador ; hemos convenido y celebrado el siguiente :
Artículo I
La República de Nicaragua y la República de Costa Rica declaran en los
términos más expresos y solemnes : — que si por un momento llegaron á dis-
ponerse para combatir entre si por diferencias de limites y por razones que cada
una de las Altas Partes Contratantes consideró legales y de honor, hoy después
de repetidas pruebas de buena inteligencia, de principios pacíficos y de verda-
dera confraternidad, quieren y se comprometen formalmente á procurar que la
paz, felizmente restablecida, se consolide cada día más y más entre ambos
Gobiernos y entre ambos pueblos ; no solamente para el bien y provecho de
Nicaragua y Costa Rica, sino para la ventura y prosperidad que, en cierta
manera, redunda en beneficio de nuestras hermanas las demás Repúblicas de
Centro América.
Artículo 2
La línea divisoria de las dos Repúblicas, partiendo del mar del Norte,
comenzará en la extremidad de Punta de Castilla en la desembocadura del río
de San Juan de Nicaragua, y continuará marcándose con la margen derecha del
expresado río, hasta un punto distante del Castillo Viejo, tres millas inglesas,
medidas desde las fortificaciones exteriores de dicho Castillo hasta el indicado
punto. De allí partirá una curva, cuyo centro serán dichas obras, y distará de él
tres millas inglesas en toda su progresión, terminando en un punto que deberá
distar dos millas de la ribera del río, aguas arriba del Castillo. De allí se conti-
nuará en dirección al río de Sapoá, que desagua en el Lago de Nicaragua,
siguiendo un curso que diste siempre dos millas de la margen derecha del río de
San Juan con sus circunvoluciones hasta su origen en el Lago, y de la margen
derecha del propio Lago hasta el expresado río Sapoá, en donde terminará esta
línea paralela á dichas riberas. Del punto en que ella coincida con el río de
Sapoá, el que por lo dicho, debe distar dos millas del Lago, se tirará una recta
astronómica hasta el punto céntrico de la Bahía de Salinas, en el mar del Sur,




Se practicarán las medidas correspondientes á esta línea divisoria, en el todo
ó en parte, por comisionados de los dos Gobiernos, poniéndose estos de
acuerdo para señalar el tiempo en que haya de verificarse la operación. Dichos
comisionados tendrán la facultad de desviarse un tanto de la curva al rededor
del Castillo, de la paralela á las márgenes del río y el Lago, ó de la recta
astronómica entre Sapoá y Salinas ; caso que en ello puedan acordarse para
buscar mojones naturales.
Artículo 4
La Bahía de San Juan del Norte, así como la de Salinas, serán comunes á
ambas Repúblicas, y de consiguiente lo serán sus ventajas y la obligación de
concurrir á su defensa. También estará obligada Costa Rica, por la parte que le
corresponde en las márgenes del río de San Juan, en los mismos términos que
por tratados lo está Nicaragua, á concurrir á la guarda de él, del propio modo
que concurrirán las dos Repúblicas á su defensa en caso de agresión exterior ; y
lo harán con toda la eficacia que estuviese á su alcance.
Artículo 5
Mientras tanto que Nicaragua no recobre la plena posesión de todos sus
derechos en el Puerto de San Juan del Norte, la Punta de Castilla será de uso y
posesión enteramente común, igual para Nicaragua y Costa Rica, marcándose
para entre tanto dure esta comunidad, como límite de ella, todo el trayecto del
río Colorado. Y además se estipula, que mientras el indicado puerto de San Juan
del Norte haya de existir con la calidad de franco, Costa Rica no podrá cobrar
á Nicaragua derechos de puerto en Punta de Castilla.
Artículo 6
La República de Nicaragua tendrá exclusivamente el dominio y sumo impe-
rio sobre las aguas del río San Juan desde su salida del Lago, hasta su desem-
bocadura en el Atlántico ; pero la República de Costa Rica tendrá en dichas
aguas los derechos perpetuos de libre navegación, desde la expresada desembo-
cadura hasta tres millas inglesas antes de llegar al Castillo Viejo, con objetos de
comercio, ya sea con Nicaragua ó al interior de Costa Rica por los ríos de San
Carlos ó Sarapiquí, ó cualquiera otra vía procedente de la parte que en la ribera
del San Juan se establece corresponder á esta República. Las embarcaciones de
uno ú otro país podrán indistintamente atracar en las riberas del río, en la parte
en que la navegación es común, sin cobrarse ninguna clase de impuestos, á no
ser que se establezcan de acuerdo entre ambos gobiernos.
Artículo 7
Queda convenido que la división territorial que se hace por este Tratado, en
nada debe entenderse contrariando las obligaciones consignadas, ya sea en
tratados políticos ó encontratos de canalización ó de tránsito celebrados por
parte de Nicaragua con anterioridad al conocimiento del presente convenio ; y
antes bien se entenderá que Costa Rica asume aquellas obligaciones, en la parte
que corresponde á su territorio, sin que en manera alguna se contraríe el
dominio eminente y los derechos de soberanía que tiene en el mismo.
Artículo 8
Si los contratos de canalización ó de tránsito celebrados antes de tener el
Gobierno de Nicaragua conocimiento de este convenio, llegasen a quedar
insubsistentes por cualquiera causa, Nicaragua se compromete á no concluir
otro sobre los expresados objetos sin oír antes la opinión del Gobierno de
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Costa Rica acerca de los inconvenientes que el negocio pueda tener para los
dos países; con tal que esta opinión se emita dentro de treinta días después de
recibida la consulta, caso que el de Nicaragua manifieste ser urgente la resolu-
ción ; y no dañándose en el negocio de los derechos naturales de Costa Rica,
este voto será consultivo.
Artículo 9
Por ningún motivo, ni en caso y estado de guerra, en que por desgracia lle-
gasen á encontrarse las Repúblicas de Nicaragua y Costa Rica, les será permi-
tido ejercer ningún acto de hostilidad entre ellas en el puerto de San Juan del
Norte, ni en el rió de este nombre y Lago de Nicaragua.
Artículo 10
Siendo lo estipulado en el artículo anterior esencialmente importante á la
debida guarda del puerto y del río contra agresiones exteriores que afectarían
los intereses generales del país, queda su estricto cumplimiento bajo la especial
garantía que, á nombre del Gobierno mediador, está dispuesto á dar, y en
efecto da, su Ministro Plenipotenciario presente, en virtud de las facultades que
al intento declara estarle conferidas por su Gobierno.
Artículo 11
En testimonio de la buena y cordial inteligencia que queda establecida entre
las Repúblicas de Nicaragua y Costa Rica, renuncian á todo crédito activo que
entre sí tengan, por cualesquiera títulos, hasta la signatura del presente Tra-
tado; é igualmente prescinden las Altas Partes Contratantes de toda reclama-
ción por indemnizaciones á que se considerasen con derecho.
Artículo 12
Este tratado será ratificado, y sus ratificaciones cambiadas, dentro de cua-
renta días de la signatura, en Santiago de Managua.
En fe de lo cual firmamos el presente, por triplicado, en unión del Honorable
Señor Ministro del Salvador, refrendado por los respectivos Secretarios, en la
ciudad de San José, capital de Costa Rica, á los quince días del mes de Abril del
año del Señor de mil ochocientos cincuenta y ocho.
(f) Máximo JEREZ.
(f) José M. CAÑAS.
(f) Pedro Rómulo NEGRETE.
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Attachment 2
ARBITRAL AWARD ISSUED BY THE PRESIDENT OF THE UNITED STATES OF AMERICA,
GROVER CLEVELAND, 22 MARCH 1888
GROVER CLEVELAND,
PRESIDENT OF THE UNITED STATES OF AMERICA
TO WHOM IT SHALL CONCERN, GREETING :
The functions of Arbitrator having been conferred upon the President of the
United States by virtue of a Treaty signed at the City of Guatemala on the
24th day of December, one thousand eight hundred and eighty-six, between the
Republics of Costa Rica and Nicaragua, whereby it was agreed that the ques-
tion pending between the contracting Governments in regard to the validity of
their Treaty of Limits of the 15th day of April, one thousand eight hundred and
fifty-eight, should be submitted to the arbitration of the President of the United
States of America ; that if the Arbitrator’s award should determine that the
Treaty was valid, the same award should also declare whether Costa Rica has
the right of navigation of the River San Juan with vessels of war or of the rev-
enue service ; and that in the same manner the Arbitrator should decide, in case
of the validity of the Treaty, upon all the other points of doubtful interpreta-
tion which either of the parties might find in the Treaty and should communi-
cate to the other party within thirty days after the exchange of the ratifications
of the said Treaty of the 24th day of December, one thousand eight hundred
and eighty-six ;
And the Republic of Nicaragua having duly communicated to the Republic
of Costa Rica eleven points of doubtful interpretation found in the said Treaty
of Limits of the 15th day of April, one thousand eight hundred and fifty-eight ;
and the Republic of Costa Rica having failed to communicate to the Republic
of Nicaragua any points of doubtful interpretation found in the said last-
mentioned Treaty ;
And both parties having duly presented their allegations and documents to
the Arbitrator, and having thereafter duly presented their respective answers to
the allegations of the other party as provided in the Treaty of the 24th day
of December, one thousand eight hundred and eighty-six ;
And the Arbitrator pursuant to the fifth clause of said last-named Treaty
having delegated his powers to the Honorable George L. Rives, Assistant
Secretary of State, who, after examining and considering the said allegations,
documents and answers, has made his report in writing thereon to the Arbi-
trator ;
Now therefore I, Grover Cleveland, President of the United States of
America, do hereby make the following decision and award :
First. The above-mentioned Treaty of Limits signed on the 15th day of April,
one thousand eight hundred and fifty-eight, is valid.
Second. The Republic of Costa Rica under said Treaty and the stipulations
contained in the sixth article thereof, has not the right of navigation of the
River San Juan with vessels of war ; but she may navigate said river with such
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Annexe 2
SENTENCE ARBITRALE RENDUE PAR M. GROVER CLEVELAND,
PRÉSIDENT DES EuTATS-UNIS D’AMÉRIQUE, LE 22 MARS 1888
[Traduction]
GROVER CLEVELAND,
PRÉSIDENT DES ÉTATS-UNIS D’AMÉRIQUE
A QUI DE DROIT :
Les fonctions d’arbitre ayant été conférées au président des Etats-Unis en
vertu d’un traité signé en la ville de Guatemala le 24 décembre 1886 par la
République du Costa Rica et la République du Nicaragua, traité par lequel il a
été convenu que la question qui se pose actuellement entre les Etats parties au
sujet de la validité du traité de limites qu’ils ont conclu le 15 avril 1858 serait
soumise à l’arbitrage du président des Etats-Unis d’Amérique ; que, si l’arbitre
juge le traité valide, il devra dire aussi dans la même sentence si le Costa Rica
a le droit de naviguer sur le fleuve San Juan avec des bateaux de guerre ou des
bateaux des douanes ; et que, de la même manière, en cas de validité du traité,
l’arbitre devra se prononcer sur tous les autres points d’interprétation douteuse
que l’une ou l’autre des parties aura pu relever dans le traité et qu’elle aura
indiqués à l’autre partie dans les trente jours suivant l’échange des ratifications
dudit traité du 24 décembre 1886 ;
La République du Nicaragua ayant dûment indiqué à la République du
Costa Rica onze points d’interprétation douteuse relevés dans ledit traité de
limites du 15 avril 1858 et la République du Costa Rica n’ayant pas indiqué à
la République du Nicaragua de point d’interprétation douteuse qu’elle aurait
relevé dans ce traité ;
Les parties ayant l’une et l’autre présenté en bonne et due forme leurs thèses
et leurs pièces à l’arbitre, puis leurs réponses respectives aux thèses de l’autre
partie, comme le prévoit le traité du 24 décembre 1886 ;
Et l’arbitre ayant, conformément à l’article 5 de ce traité, délégué ses pou-
voirs à l’honorable George L. Rives, secrétaire d’Etat adjoint, lequel, après exa-
men et analyse desdites thèses, pièces et réponses, a remis son rapport à ce sujet
par écrit à l’arbitre ;
En conséquence, je soussigné, Grover Cleveland, président des Etats-Unis
d’Amérique, rend par le présent acte la décision et sentence suivante :
Premièrement, le traité de limites susmentionné signé le 15 avril 1858 est
valide.
Deuxièmement, la République du Costa Rica, en vertu dudit traité et des dis-
positions de son article VI, n’a pas le droit de naviguer sur le fleuve San Juan
avec des bateaux de guerre, mais elle peut naviguer sur ledit fleuve avec des
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vessels of the Revenue Service as may be related to and connected with her
enjoyment of the “purposes of commerce” accorded to her in said article, or as
may be necessary to the protection of said enjoyment.
Third. With respect to the points of doubtful interpretation communicated as
aforesaid by the Republic of Nicaragua, I decide as follows :
1. The boundary line between the Republics of Costa Rica and Nicaragua,
on the Atlantic side, begins at the extremity of Punta de Castilla at the mouth
of the San Juan de Nicaragua River, as they both existed on the 15th day
of April, 1858. The ownership of any accretion to said Punta de Castilla is to be
governed by the laws applicable to that subject.
2. The central point of the Salinas Bay is to be fixed by drawing a straight
line across the mouth of the Bay and determining mathematically the centre of
the closed geometrical figure formed by such straight line and the shore of the
Bay at low-water mark.
3. By the central point of Salinas Bay is to be understood the centre of the
geometrical figure formed as above stated. The limit of the Bay towards the
ocean is a straight line drawn from the extremity of Punta Arranca Barba,
nearly true South to the Westernmost portion of the land about Punta Sacate.
4. The Republic of Costa Rica is not bound to concur with the Republic of
Nicaragua in the expenses necessary to prevent the Bay of San Juan del Norte
from being obstructed ; to keep the navigation of the River or Port free and
unembarrassed, or to improve it for the common benefit.
5. The Republic of Costa Rica is not bound to contribute any proportion of
the expenses that may be incurred by the Republic of Nicaragua for any of the
purposes above mentioned.
6. The Republic of Costa Rica cannot prevent the Republic of Nicaragua
from executing at her own expense and within her own territory such works of
improvement, provided such works of improvement do not result in the occupa-
tion or flooding or damage of Costa Rica territory, or in the destruction or
serious impairment of the navigation of the said River or any of its branches at
any point where Costa Rica is entitled to navigate the same. The Republic of
Costa Rica has the right to demand indemnification for any places belonging to
her on the right bank of the River San Juan which may be occupied without her
consent, and for any lands on the same bank which may be flooded or damaged
in any other way in consequence of works of improvement.
7. The branch of the River San Juan known as the Colorado River must not
be considered as the boundary between the Republics of Costa Rica and Nica-
ragua in any part of its course.
8. The right of the Republic of Costa Rica to the navigation of the River San
Juan with men-of-war or revenue cutters is determined and defined in the
Second Article of this award.
9. The Republic of Costa Rica can deny to the Republic of Nicaragua the
right of deviating the waters of the River San Juan in case such deviation will
result in the destruction or serious impairment of the navigation of the said
River or any of its branches at any point where Costa Rica is entitled to navi-
gate the same.
10. The Republic of Nicaragua remains bound not to make any grants for
canal purposes across her territory without first asking the opinion of the
Republic of Costa Rica, as provided in Article VIII of the Treaty of Limits of
36
bateaux du service des douanes dans l’exercice du droit d’usage de ce fleuve
«aux fins du commerce» que lui reconnaît ledit article, ou dans les cas néces-
saires à la protection de ce droit d’usage.
Troisièmement, en ce qui concerne les points d’interprétation douteuse indi-
qués par la République du Nicaragua comme il est dit plus haut, je décide ce
qui suit :
1. La frontière entre la République du Costa Rica et la République du Nica-
ragua du côté de l’Atlantique commence à l’extrémité de Punta de Castilla à
l’embouchure du fleuve San Juan de Nicaragua, en leur état respectif au
15 avril 1858. La propriété de tous atterrissements à Punta de Castilla sera régie
par le droit applicable en la matière.
2. Pour déterminer le point central de la baie de Salinas, on tracera une ligne
droite à travers l’entrée de la baie et on déterminera mathématiquement le
centre de la figure géographique fermée formée par cette ligne droite et la laisse
de basse mer le long du rivage de la baie.
3. Le point central de la baie de Salinas s’entend du centre de la figure géo-
métrique formée de la manière sus-indiquée. La limite de la baie du côté de
l’océan est une ligne droite tracée de l’extrémité de Punta Arranca Barba,
presque plein sud jusqu’à la partie la plus à l’ouest des terres aux environs
de Punta Sacate.
4. La République du Costa Rica n’est pas obligée de s’entendre avec la
République du Nicaragua sur les dépenses nécessaires pour empêcher l’obstruc-
tion de la baie de San Juan del Norte, pour assurer une navigation libre et sans
encombre sur le fleuve ou dans le port, ou pour améliorer celle-ci dans l’intérêt
commun.
5. La République du Costa Rica n’est tenue de contribuer à aucune part des
dépenses que pourra engager la République du Nicaragua pour l’une quel-
conque des fins susmentionnées.
6. La République du Costa Rica ne peut empêcher la République du Nicara-
gua d’exécuter à ses propres frais et sur son propre territoire de tels travaux
d’amélioration, à condition que le territoire du Costa Rica ne soit pas occupé,
inondé ou endommagé en conséquence de ces travaux et que ceux-ci n’arrêtent
pas ou ne perturbent pas gravement la navigation sur ledit fleuve ou sur l’un quel-
conque de ses affluents en aucun endroit où le Costa Rica a le droit de naviguer.
La République du Costa Rica aura le droit d’être indemnisée si des parties de la
rive droite du fleuve San Juan qui lui appartiennent sont occupées sans son
consentement ou si des terres situées sur cette même rive sont inondées ou endom-
magées de quelque manière que ce soit en conséquence de travaux d’amélioration.
7. L’affluent du fleuve San Juan connu sous le nom de Colorado ne saurait,
en aucune partie de son cours, être considéré comme la frontière entre la Répu-
blique du Costa Rica et la République du Nicaragua.
8. Le droit de navigation de la République du Costa Rica sur le fleuve
San Juan avec des bateaux de guerre ou des vedettes des douanes est établi et
défini au deuxième article de la présente sentence.
9. La République du Costa Rica peut refuser à la République du Nicaragua
le droit de dévier les eaux du fleuve San Juan lorsque cette déviation arrêterait
ou perturberait gravement la navigation sur ledit fleuve ou sur l’un quelconque
de ses affluents en tout endroit où le Costa Rica a le droit de naviguer.
10. La République du Nicaragua demeure tenue de n’octroyer aucune conces-
sion à des fins de canalisation au travers de son territoire sans avoir demandé
au préalable l’avis de la République du Costa Rica, comme le prévoit l’ar-
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the 15th day of April, one thousand eight hundred and fifty-eight. The natural
rights of the Republic of Costa Rica alluded to in the said stipulation are the
rights which, in view of the boundaries fixed by the said Treaty of Limits, she
possesses in the soil thereby recognized as belonging exclusively to her ; the
rights which she possesses in the harbors of San Juan del Norte and Salinas
Bay ; and the rights which she possesses in so much of the River San Juan as
lies more than three English miles below Castillo Viejo, measuring from the
exterior fortifications of the said castle as the same existed in the year 1858 ; and
perhaps other rights not here particularly specified. These rights are to be
deemed injured in any case where the territory belonging to the Republic of
Costa Rica is occupied or flooded; where there is an encroachment upon either
of the said harbors injurious to Costa Rica ; or where there is such an obstruc-
tion or deviation of the River San Juan as to destroy or seriously impair the
navigation of the said River or any of its branches at any point where Costa
Rica is entitled to navigate the same.
11. The Treaty of Limits of the 15th day of April, one thousand eight hun-
dred and fifty-eight does not give to the Republic of Costa Rica the right to be
a party to grants which Nicaragua may make for inter-oceanic canals ; though
in cases where the construction of the canal will involve an injury to the natural
rights of Costa Rica, her opinion or advice, as mentioned in Article VIII of the
Treaty, should be more than “advisory” or “consultative”. It would seem in
such cases that her consent is necessary, and that she may thereupon demand
compensation for the concessions she is asked to make ; but she is not entitled
as a right to share in the profits that the Republic of Nicaragua may reserve for
herself as a compensation for such favors and privileges as she, in her turn, may
concede.
In testimony whereof, I have hereunto set my hand and have caused the Seal
of the United States to be hereunto affixed.
Done in triplicate at the City of Washington, on the twenty-second day
of March, in the year one thousand eight hundred and eighty-eight, and of the






ticle VIII du traité de limites du 15 avril 1858. Les droits naturels de la Répu-
blique du Costa Rica visés dans cette disposition sont les droits que, eu égard
aux frontières arrêtées par ledit traité de limites, elle possède sur les terres
reconnues dans cet instrument comme étant sa propriété exclusive, les droits
qu’elle possède sur les ports de San Juan del Norte et la baie de Salinas, et les
droits qu’elle possède dans la partie du fleuve San Juan située à une distance de
plus trois milles anglais au-dessous de Castillo Viejo, mesurée à partir des for-
tifications extérieures dudit château en l’état qui était le leur en l’an 1858, ainsi
éventuellement que d’autres droits qui ne sont pas énoncés expressément ici.
L’atteinte à ces droits est présumée dès lors que le territoire appartenant à la
République du Costa Rica est occupé ou inondé, que l’un ou l’autre desdits
ports subit une intrusion qui porterait préjudice au Costa Rica, ou que le fleuve
San Juan est obstrué ou dévié d’une manière qui arrête ou perturbe gravement
la navigation sur ledit fleuve ou sur l’un quelconque de ses affluents en un
endroit où le Costa Rica a le droit de naviguer.
11. Le traité de limites du 15 avril 1858 ne donne pas à la République du
Costa Rica le droit d’être partie aux concessions que le Nicaragua peut octroyer
pour des canaux interocéaniques ; toutefois, dans les cas où la construction du
canal porterait atteinte aux droits naturels du Costa Rica, l’avis de celui-ci,
mentionné à l’article VIII du traité, ne devrait pas avoir un caractère seulement
«consultatif». Il semblerait que, dans de tels cas, le consentement du Costa Rica
soit nécessaire et que celui-ci puisse exiger une compensation pour les conces-
sions qu’il serait prié de faire à cet égard ; toutefois, le Costa Rica ne peut pré-
tendre de plein droit à une part des bénéfices que la République du Nicaragua
pourrait se réserver en contrepartie des faveurs et privilèges que, de son côté,
elle pourrait concéder.
En foi de quoi, j’ai signé la présente sentence et fait apposer sur celle-ci le
sceau des Etats-Unis.
Fait en trois exemplaires dans la ville de Washington le 22 mars de l’an 1888,







COSTA RICA-NICARAGUA, AGREEMENT SUPPLEMENTARY TO
ARTICLE IV OF THE PACT OF AMITY,
WASHINGTON, 9 JANUARY 1956*
No. 24844
NICARAGUA AND COSTA RICA
Agreement pursuant to Article IV of the Pact of Amity, signed on
21 February 1949 (with a declaration by the Government of Costa Rica).
Signed at Washington on 9 January 1956
Authentic text : Spanish.
Registered by Nicaragua on 1 July 1987.
* The following text, as submitted by Costa Rica, is taken from the United Nations,
Treaty Series, Vol. 1465, pp. 233-237. [Note by the Registry.]
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Annexe 3
COSTA RICA-NICARAGUA, ACCORD COMPLÉMENTAIRE
À L’ARTICLE IV DU PACTE D’AMITIÉ,
WASHINGTON, 9 JANVIER 1956*
No 24844
NICARAGUA ET COSTA RICA
Accord complémentaire à l’article IV du pacte d’amitié, signé le 21 février 1949
(avec une déclaration du Gouvernement costa-ricien).
Signé à Washington le 9 janvier 1956
Texte authentique : espagnol.
Enregistré par le Nicaragua le 1er juillet 1987.
* Source : Nations Unies, Recueil des traités, vol. 1465, p. 238-242. [Note du Greffe.]
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[TRANSLATION — TRADUCTION]
AGREEMENT 1 BETWEEN THE GOVERNMENTS OF THE REPUBLICS OF COSTA RICA
AND NICARAGUA PURSUANT TO ARTICLE IV OF THE PACT OF AMITY SIGNED ON
21 FEBRUARY 1949 2
The Governments of the Republics of Costa Rica and Nicaragua, reaffirming
their desire to maintain the close friendship as befits two fraternal and neigh-
bouring peoples, and to avoid in future any dispute which may disrupt their fra-
ternal relations ; desiring to implement the provisions of article IV of the Pact of
Amity of 21 February 1949 2 concerning the best manner of putting into practice
the provisions of the Convention concerning the Duties and Rights of States in
the event of Civil Strife 3 through a bilateral agreement ; recognizing the effective
efforts to bring about peace made by the Council of the Organization of Ameri-
can States acting provisionally as the Organ of Consultation, which, in its reso-
lution II of 24 February 1955, appealed to the two Governments to sign the
aforesaid Agreement ; have agreed to enter into this Agreement in the presence
of the Chairman and other Members of the Council of the Organization of
American States. To this end, His Excellency, the President of Costa Rica,
Don José Figueres, and His Excellency the President of Nicaragua, Gen-
eral Anastasio Somoza, have designated the following Plenipotentiaries :
For the Republic of Costa Rica : His Excellency Ambassador Fernando
Fournier, Representative of Costa Rica on the Council of the Organization
of American States ;
For the Republic of Nicaragua : His Excellency Ambassador Dr. Guillermo
Sevilla Sacasa, Representative of Nicaragua on the Council of the Organiza-
tion of American States ;
who, having shown their full powers, found in good and due form, agree to
sign this Agreement :
I
The two Parties, acting in the spirit which should move the members of the
Central American family of nations, shall collaborate to the best of their ability
in order to carry out those undertakings and activities which require a common
effort by both States and are of mutual benefit and, in particular, in order to
facilitate and expedite traffic on the Pan American Highway and on the
San Juan River within the terms of the Treaty of 15 April 1858 4 and its inter-
pretation given by arbitration on 22 March 1888 5, and also in order to facili-
tate those transport services which may be provided to the territory of one
Party by enterprises which are nationals of the other.
II
The two Parties shall, in so far as possible and with the utmost diligence,
arrange for the supervision of their common border as a means of preventing
1 Came into force on 23 May 1960 by the exchange of the instruments of ratification,
which took place at Washington, in accordance with article XV.
2 See p. 217 of this volume.
3 League of Nations, Treaty Series, Vol. CXXXIV, p. 45.
4 British and Foreign State Papers, Vol. 48, p. 1049.
5 Ibid., Vol. 79, p. 555.
42
[TRADUCTION — TRANSLATION]
ACCORD 1 ENTRE LES GOUVERNEMENTS DES RÉPUBLIQUES DU COSTA RICA ET
DU NICARAGUA, COMPLÉMENTAIRE À L’ARTICLE IV DU PACTE D’AMITIÉ SIGNÉ
LE 21 FÉVRIER 1949 2
Les Gouvernements des Républiques du Costa Rica et du Nicaragua, réaf-
firmant leur désir de maintenir les liens étroits d’amitié qui doivent unir deux
peuples frères et voisins et d’éviter à l’avenir toute divergence qui porte atteinte
à leurs relations fraternelles ; souhaitant donner effet aux dispositions de l’ar-
ticle IV du pacte d’amitié du 21 février 19492, sur la manière la meilleure de met-
tre en pratique au moyen d’un accord bilatéral les dispositions de la convention
concernant les droits et devoirs des Etats en cas de luttes civiles 3 ; reconnaissant
l’efficacité de l’œuvre pacificatrice accomplie par le conseil de l’Organisation
des Etats américains, agissant à titre provisoire en qualité d’organe de consulta-
tion qui, dans sa résolution II du 24 février 1955, a invité les gouvernements à
souscrire un tel accord, ont résolu de conclure le présent accord en la présence
du président et des autres membres du distingué conseil de l’Organisation des
Etats américains. A cet effet, le président du Costa Rica, Don José Figueres, et
le président du Nicaragua, le général Anastasio Somoza, ont désigné les pléni-
potentiaires suivants :
Pour la République du Costa Rica : l’ambassadeur Fernando Fournier, repré-
sentant du Costa Rica au conseil de l’Organisation des Etats américains ;
Pour la République du Nicaragua : l’ambassadeur Guillermo Sevilla Sacasa,
représentant du Nicaragua au conseil de l’Organisation des Etats américains ;
lesquels, après avoir présenté leurs pleins pouvoirs respectifs, qui ont été trou-
vés en bonne et due forme, sont convenus de conclure le présent accord :
I
Les deux parties, fidèles à l’esprit qui doit animer les membres de la famille
centraméricaine des nations, collaboreront dans toute la mesure du possible
pour mener à bien les entreprises et réalisations exigeant un commun effort des
deux Etats et avantageuses pour tous deux, notamment pour faciliter et accé-
lérer la circulation sur la route interaméricaine ainsi que sur le fleuve San Juan,
conformément aux dispositions du traité du 15 avril 1858 4 et de son interpréta-
tion par voie d’arbitrage du 22 mars 1888 5, et pour faciliter également le fonc-
tionnement des services de transport effectués sur le territoire de l’une des
parties par des entreprises ayant la nationalité de l’autre.
II
Les deux parties organiseront, dans la mesure de leurs possibilités et avec la
plus ferme résolution, la surveillance de leur commune frontière afin d’éviter
1 Entré en vigueur le 25 mai 1960 par l’échange des instruments de ratification, qui a eu
lieu à Washington, conformément à l’article XV.
2 Voir p. 217 du présent volume.
3 Société des Nations, Recueil des traités, vol. CXXXIV, p. 45.
4 British and Foreign State Papers, vol. 48, p. 1049 (texte anglais seulement).
5 Ibid., vol. 79, p. 555 (texte anglais seulement).
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the illegal entry of either weapons or armed groups from the territory of one of
the Parties into the territory of the other. The authorities of the two Govern-
ments, and, in particular, the border authorities, shall exchange, as fully as
possible, any information which may come to their attention and which might
help to avoid such incidents.
III
Each Party undertakes to apply the necessary measures to prevent revolu-
tionary movements from being fomented or from rising up in its territory
against the other Party.
Each Party undertakes to apply all measures to prevent any person, national
or alien, operating anywhere under its jurisdiction from participating in or
abetting any subversive undertaking, terrorist act or attack against the Head of
State of the other Party, the other members of the executive authorities, the
high civil or military authorities, candidates for those positions and their imme-
diate family members, irrespective of whether relations maintained are between
the two Governments.
IV
The contribution, supply or provision of weapons, war material or equip-
ment, the training, enlistment, organization or transport of personnel, or the
acquisition or supply of monies for the aforesaid purposes, together with any
other similar acts, shall be considered as participation for purposes of the pre-
ceding article.
V
The two Parties agree to apply, in respect of asylees, articles I, II, III, V, VI,
VII, VIII, IX and X of the Convention on Territorial Asylum 1, signed at the
Tenth Inter-American Conference, the text of which follows :
“Article I. Every State has the right, in the exercise of its sovereignty, to
admit into its territory such persons as it deems advisable, without through
the exercise of this right, giving rise to complaint by any other State.
Article II. The respect which, according to international law, is due the
jurisdictional right of each State over the inhabitants in its territory, is
equally due, without any restriction whatsoever, to that which it has over
persons who enter it proceeding from a State in which they are persecuted
for their beliefs, opinions, or political affiliations, or for acts which may be
considered as political offenses.
Any violation of sovereignty that consists of acts committed by a gov-
ernment or its agents in another State against the life or security of an indi-
vidual, carried out on the territory of another State, may not be considered
attenuated because the persecution began outside its boundaries or is due
to political considerations or reasons of state.
Article III. No State is under the obligation to surrender to another
State, or to expel from its own territory, persons persecuted for political
reasons or offenses.
1 United Nations, Treaty Series, Vol. 1438, No. I-24378.
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l’introduction illégale, depuis le territoire d’une des parties sur celui de l’autre,
d’armes ou de groupes armés. Les autorités des deux gouvernements, et notam-
ment les services frontaliers, procéderont à un échange aussi largement que pos-
sible de tous renseignements venus à leur connaissance qui permettent d’éviter
de tels actes.
III
Chaque partie s’engage à prendre les mesures nécessaires pour éviter que
soient encouragés ou organisés sur son territoire des mouvements révolution-
naires dirigés contre l’autre.
Chaque partie s’engage à prendre des mesures de toute nature pour éviter
que des individus [quels qu’ils] soient, nationaux ou étrangers, participent
depuis un lieu relevant de sa juridiction à une quelconque entreprise subversive,
acte terroriste ou attentat contre le chef d’Etat de l’autre partie, les autres
membres des pouvoirs suprêmes, les hautes autorités civiles ou militaires, les
candidats à de tels postes et les membres de leur proche famille, ou apportent
leur concours à une telle activité, et ce qu’il existe ou non des relations entre les
deux gouvernements.
IV
L’apport, la livraison ou la fourniture d’armes, de matériel de guerre ou
d’équipements, l’entraînement, le recrutement, l’organisation ou le transport de
personnes, ou bien la collecte ou la fourniture de fonds aux fins précitées,
ainsi que toutes autres actions analogues, seront considérées comme une parti-
cipation aux fins de l’article précédent.
V
Les deux parties conviennent d’appliquer, en ce qui concerne les asilés, les
articles I, II, III, V, VI, VII, VIII, IX et X de la convention sur l’asile territo-
rial 1, signée à la dixième conférence interaméricaine, lesquels disposent :
«Article I. Dans l’exercice de sa souveraineté, tout Etat a le droit d’ad-
mettre sur son territoire les personnes qu’il lui convient de recevoir, sans
qu’un autre Etat, à l’occasion de l’exercice de ce droit, puisse élever aucune
réclamation.
Article II. Le respect, par tous les Etats, de la juridiction que, confor-
mément au droit international, chacun d’eux exerce sur tous les habitants
se trouvant sur son territoire, s’étend sans exception aucune à la juridiction
qu’il exerce sur les personnes qui y pénètrent venant d’un autre Etat où
elles sont poursuivies pour leurs croyances, opinions ou affiliation poli-
tique, ou pour avoir commis des actes qui peuvent être considérés comme
des délits politiques.
Aucune violation de souveraineté consistant en actes d’un gouverne-
ment ou de ses agents contre la vie ou la sécurité d’une personne, perpétrés
sur le territoire d’un autre Etat, ne peut être atténué par le fait que la pour-
suite avait été entreprise hors de ses frontières ou qu’elle obéit à des mo-
biles politiques ou à des raisons d’Etat.
Article III. Aucun Etat n’est obligé de remettre à un autre Etat ni
d’expulser de son propre territoire les personnes poursuivies pour des rai-
sons ou des délits politiques.
1 Nations Unies, Recueil des traités, vol. 1438 (I-24378).
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Article V. The fact that a person has entered into the territorial jurisdic-
tion of a State surreptitiously or irregularly does not affect the provisions
of this Convention.
Article VI. Without prejudice to the provisions of the following articles,
no State is under the obligation to establish any distinction in its legisla-
tion, or in its regulations or administrative acts applicable to aliens, solely
because of the fact that they are political asylees or refugees.
Article VII. Freedom of expression of thought, recognized by domestic
law for all inhabitants of a State, may not be ground of complaint by
a third State on the basis of opinions expressed publicly against it or its
government by asylees or refugees, except when these concepts constitute
systematic propaganda through which they incite to the use of force or
violence against the government of the complaining State.
Article VIII. No State has the right to request that another State restrict
for the political asylees or refugees the freedom of assembly or association
which the latter State’s internal legislation grants to all aliens within its
territory, unless such assembly or association has as its purpose fomenting
the use of force or violence against the government of the soliciting State.
Article IX. At the request of the interested State, the State that has
granted refuge or asylum shall take steps to keep watch over or to intern at
a reasonable distance from its border, those political refugees or asylees
who are notorious leaders of a subversive movement, as well as those
against whom there is evidence that they are disposed to join it.
Determination of the reasonable distance from the border, for the pur-
pose of internment, shall depend upon the judgment of the authorities of
the State of refuge.
All expenses incurred as a result of the internment of political asylees
and refugees shall be chargeable to the State that makes the request.
Article X. The political internees referred to in the preceding article shall
advise the government of the host State whenever they wish to leave its
territory. Departure therefrom will be granted, under the condition that
they are not to go to the country from which they came; and the interested
government is to be notified.”
VI
Extradition shall not be justified where the offence is political or where it is
an offence under ordinary law but is classified by the solicited State as political
in nature, except where it involves homicide or another type of personal attack
against the Head of State or any other member of the public authorities.
VII
Each Party undertakes not to appoint asylees in its territory to political or
military positions.
VIII
Each Party undertakes not to grant any form of assistance to anyone who in
any way attempts to disrupt public order in the territory of the other Party
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Article V. Le fait qu’une personne soit entrée subrepticement ou irrégu-
lièrement sur un territoire soumis à la juridiction d’un Etat n’affecte pas les
stipulations de cette convention.
Article VI. Sans préjudice de ce qui est prévu aux articles suivants,
aucun Etat n’est obligé, dans sa législation ni dans ses dispositions ou actes
administratifs applicables aux étrangers, d’établir une distinction motivée
par le seul fait qu’il s’agit d’exilés, d’asilés ou de réfugiés politiques.
Article VII. La liberté d’expression de la pensée, que le droit interne
reconnaît à tous les habitants d’un Etat, ne peut faire l’objet d’une récla-
mation de la part d’un autre Etat, sous le prétexte fondé sur des opinions
qu’expriment publiquement, contre ce dernier ou son gouvernement, des
asilés ou réfugiés sauf le cas où ces opinions constituent une propagande
systématique qui incite à l’emploi de la force ou de la violence contre le
gouvernement de l’Etat réclamant.
Article VIII. Aucun Etat n’a le droit de demander à un autre Etat de
priver les asilés ou les réfugiés politiques de la liberté de réunion ou d’asso-
ciation que le droit interne accorde à tous les étrangers sur son territoire ;
à moins que ces réunions ou ces associations n’aient pour objet d’encou-
rager l’emploi de la force ou de la violence contre le gouvernement de
l’Etat requérant.
Article IX. Sur la demande de l’Etat intéressé, celui qui a accordé le
refuge ou l’asile assurera la surveillance ou procédera à l’internement, à
une distance raisonnable de ses frontières, des réfugiés ou des asilés poli-
tiques connus pour avoir été les meneurs notoires d’un mouvement sub-
versif, ainsi que de ceux contre lesquels existeraient des preuves qu’ils
étaient disposés à en faire partie.
La détermination de la distance raisonnable des frontières pour l’inter-
nement dépendra du critère d’appréciation des autorités de l’Etat requis.
Tous les frais qu’aura coûtés l’internement des asilés et des réfugiés poli-
tiques seront à la charge de l’Etat qui l’aura sollicité.
Article X. Les internés politiques mentionnés dans l’article précédent
aviseront le gouvernement de l’Etat où ils se trouveront lorsqu’ils auront
décidé de quitter le territoire. La sortie leur sera accordée sous la condition
qu’ils ne retourneront pas dans le pays d’où ils viennent et avis en sera
donné au gouvernement intéressé.»
VI
Il ne sera pas procédé à l’extradition quand il s’agit de délits qui, d’après la
qualification de l’Etat requis, sont politiques, ou, s’il s’agit de délits de droit
commun, sont liés à la politique, à moins qu’il ne s’agisse d’un homicide ou
autre attentat contre la personne du chef de l’Etat ou contre tout autre membre
des pouvoirs publics.
VII
Chaque partie s’engage à ne pas nommer des personnes bénéficiant du droit
d’asile sur son territoire à des postes de caractère politique ou militaire.
VIII
Chaque partie s’engage à n’accorder aucune aide ou concours de quelque
nature que se soit, à quiconque tente de modifier de quelque manière que ce soit
l’ordre public sur le territoire de l’autre.
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IX
Each Party undertakes to prohibit, within its jurisdiction, any trafficking or
trade in weapons, military equipment or ammunition by unauthorized persons
or entities.
X
The two Parties agree that any materials mentioned in the preceding article
which are found in the jurisdiction of either of the Parties and whose presence
there is in violation of the provisions of the article must be immediately con-
fiscated by that Party, and their export must be prevented.
XI
The two Parties agree that any reference made in this Agreement or in the
Interamerican Convention concerning the Duties and Rights of Stales in the
event of Civil Strife to “arms or war material” shall include military aircraft,
and to civil aircraft where there is reason to believe that they will be used for
the purpose of instigating or contributing to civil strife in the territory of either
of the Parties. They further agree that references to the term “vessels”, in the
Interamerican Convention concerning the Duties and Rights of States in the
event of Civil Strife shall also include aircraft of all types, whether military or
civil.
XII
The two Parties agree to appoint, within 30 days from the date of entry into
force of this Agreement, two Border Committees, one whose jurisdiction shall
extend from the thalweg of the Pizote River — which flows into the lake Nica-
ragua and constitutes the boundary between the departments of Rivas and Río
San Juan, on the Costa Rican border — to the Caribbean Sea ; and the other,
with jurisdiction from the thalweg of the Pizote River to the Pacific Ocean.
These Committees shall each comprise four officers of the armed forces of the
Parties, two of whom shall be appointed by one Party and two by the other.
The Parties shall endeavour to fill any vacancy in the Committees within
30 days following the date on which it occurs. The members of the Committees
shall reside, during their term of service, in the zone under their Committee’s
jurisdiction.
XIII
The Border Committees shall be responsible for co-ordinating joint supervi-
sion of the common border and investigating any incident liable to disturb the
harmony which should exist between the authorities and inhabitants of the two
Parties, and they shall make every effort to prevent such incidents from occur-
ring and seek to resolve them amicably should they arise, without prejudice to
the possibility that they may be handled through direct negotiation between the
Governments of the Parties or referred to the Commission of Investigation
and Conciliation established by the two Governments in accordance with the
American Treaty on Pacific Settlement (Pact of Bogotá) 1.
XIV
This Agreement shall be deposited with the Pan American Union, which
shall transmit authentic certified copies to the Signatory Governments, to the
1 United Nations, Treaty Series, Vol. 30, p. 55.
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IX
Chaque partie s’engage à interdire que des personnes ou organismes non offi-
ciels effectuent, sur le territoire relevant de sa juridiction, un quelconque trafic
ou commerce d’armes, de matériel ou de munitions de guerre.
X
Les deux parties conviennent que tout matériel du type visé à l’article précé-
dent qui serait trouvé dans la juridiction de l’une des parties, en violation des
dispositions dudit article, devra immédiatement être confisqué par la partie en
cause et son exportation empêchée.
XI
Les deux parties conviennent que toute référence dans le présent accord ou
dans la convention interaméricaine concernant les droits et devoirs des Etats en
cas de luttes civiles, à des «armes ou matériel de guerre», comprend les avions
militaires ainsi que les avions de caractère civil quand on est fondé à croire
qu’ils seront utilisés pour entamer ou aider une lutte civile sur le territoire de
l’une des parties. Elles conviennent de même que toute référence dans la
convention interaméricaine concernant les droits et devoirs des Etats en cas de
luttes civiles aux termes «bateaux» ou «embarcation» comprend également les
vaisseaux aériens de tous types, militaires ou civils.
XII
Les deux parties conviennent de nommer, dans un délai de trente jours à
compter de l’entrée en vigueur du présent accord, deux commissions fronta-
lières, l’une ayant juridiction depuis le thalweg du fleuve Pizote — qui se jette
dans le lac de Nicaragua et qui sert de limite aux départements de Rivas et de
Rio San Juan, qui bordent le Costa Rica — jusqu’à la mer des Caraïbes, et
l’autre depuis le thalweg de ce même fleuve jusqu’à l’océan Pacifique. Ces com-
missions se composeront de quatre fonctionnaires des forces armées des deux
parties, à raison de deux pour chacune d’entre elles. Les parties s’efforceront de
pourvoir à toute vacance au sein des commissions dans les trente jours suivant
la date à laquelle elle se produit. Les membres des commissions résideront, pen-
dant la durée de leurs fonctions, dans la zone relevant de leur juridiction.
XIII
Les commissions frontalières auront pour fonction de coordonner la sur-
veillance commune de la frontière entre les deux pays et d’enquêter sur tout fait
de nature à porter atteinte à l’harmonie qui doit exister entre les autorités et les
habitants des deux parties ; elles s’efforceront d’éviter que de tels faits se pro-
duisent et tenteront de les résoudre à l’amiable, le cas échéant, sans préjudice de
leur résolution éventuelle par voie de négociations directes entre les gouverne-
ments des parties ou de leur renvoi à la commission d’enquête et de conciliation
constituée par les deux gouvernements conformément au traité américain de
règlement pacifique (pacte de Bogotá) 1.
XIV
Le présent accord sera déposé auprès de l’Union panaméricaine, laquelle en
enverra une copie certifiée conforme aux gouvernements signataires, aux autres
1 Nations Unies, Recueil des traités, vol. 30, p. 55.
49
other Governments of the States members of the Organization of American
States and to the Secretary-General of the United Nations.
XV
This Agreement shall be ratified and shall enter into force when the ratifica-
tions are deposited with the Pan American Union, which shall communicate
each deposit to the other Signatory Government. Such notification shall be
considered as an exchange of ratifications.
IN WITNESS WHEREOF the above-mentioned Plenipotentiaries sign and seal this
Agreement at the Pan American Union, in the presence of the Chairman and
other Members of the Council of the Organization of American States in the





The Republic of Costa Rica declares its acceptance of article VI of this
Agreement, which amends the régime of asylum laid down in the Convention
adopted at the Tenth Inter-American Conference, in as much as the amend-
ment is based on article 11, paragraph 7, of the Costa Rican Penal Code.
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gouvernements des Etats membres de l’Organisation des Etats américains et au
Secrétaire général des Nations Unies.
XV
Le présent accord est sujet à ratification et entrera en vigueur lorsque les rati-
fications auront été déposées auprès de l’Union panaméricaine, laquelle com-
muniquera chaque dépôt à l’autre gouvernement signataire. Cette notification
sera considérée comme un échange de ratifications.
EN FOI DE QUOI, les plénipotentiaires susmentionnés ont signé le présent
accord et y ont apposé leurs sceaux à l’Union panaméricaine, en présence du
président et des autres membres du distingué conseil de l’Organisation des Etats
américains, en la ville de Washington, D.C., le 9 janvier 1956.




La République de Costa Rica fait observer qu’elle accepte la clause VI du
présent accord, en tant qu’elle modifie le régime d’asile adopté dans la conven-
tion approuvée à la dixième Conférence interaméricaine, cette modification
étant fondée sur l’article 11, paragraphe 7, du code pénal de Costa Rica.
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Attachment 4
COSTA RICA-NICARAGUA, AGREEMENT (TOVAR-CALDERA AGREEMENT),
ALAJUELA, 26 SEPTEMBER 2002 *
No. 38916
COSTA RICA AND NICARAGUA
Tovar-Caldera Agreement between Costa Rica and Nicaragua.
Alajuela, 26 September 2002
Entry into force : 26 September 2002 by signature, in accordance with its pro-
visions.
Authentic text : Spanish.
Registration with the Secretariat of the United Nations : Costa Rica, 23 Octo-
ber 2002.
* The following text, as submitted by Costa Rica, is taken from the United Nations,
Treaty Series, Vol. 2197, pp. 78-79. [Note by the Registry.]
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Annexe 4
COSTA RICA-NICARAGUA, ACCORD TOVAR-CALDERA,
ALAJUELA, 26 SEPTEMBRE 2002 *
No 38916
COSTA RICA ET NICARAGUA
Accord Tovar-Caldera entre le Costa Rica et le Nicaragua.
Alajuela, 26 septembre 2002
Entrée en vigueur : 26 septembre 2002 par signature, conformément à ses dis-
positions.
Texte authentique : espagnol.
Enregistrement auprès du Secrétariat des Nations Unies : Costa Rica, 23 oc-
tobre 2002.
* Source : Nations Unies, Recueil des traités, vol. 2197, p. 80-81. [Note du Greffe.]
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[TRANSLATION — TRADUCTION]
THE MINISTERS FOR FOREIGN AFFAIRS OF THE REPUBLICS OF COSTA RICA AND
NICARAGUA,
Expressing their unswerving will and determination to develop and strengthen
their ties of brotherhood and good-neighbourliness, as countries united by
strong historical, geographical, cultural and human ties ;
Considering the importance to our peoples of economic integration projects
such as the customs union, the free-trade agreement between Central America
and the United States of America, the Puebla-Panamá Plan and the association
agreement between Central America and the European Union, among other
significant regional initiatives ;
Noting the importance of deepening co-operation between the two States for
the sustainable development of the border region, including the establishment
of a special development fund;
Bearing in mind that the strengthening of our good-neighbourly relations is
essential to the energetic promotion of Central American economic and cul-
tural integration and the sustainable human development of our countries for
the benefit of our peoples ;
Convinced that economic integration projects and the creation of an appro-
priate climate for investment, trade and international co-operation can be
further promoted insofar as both parties resort to peaceful means of settlement
of any situations that may affect the successful course of their relations ; and
Confident that the fraternal spirit that unites our peoples and the renewed
bilateral relations will allow for the strengthening of a broad area of under-
standing and harmony to our mutual advantage,
Have agreed as follows :
1. The Governments of Costa Rica and Nicaragua shall, from today’s date,
as a matter of cross-border comity, eliminate any charge that might hinder free
movement across their common border by means of a temporary entry or exit
permit.
2. The Government of Costa Rica expresses its willingness to eliminate the
fee for visas granted to Nicaraguan citizens carrying an ordinary passport as
from 1 January 2003. If the elimination of the visa fee requires an amendment
to the existing law, the Government of Costa Rica shall promote and support
such an amendment, on the understanding that the Legislative Assembly shall
take a decision in accordance with its sovereignty. As soon as the Government
of Costa Rica eliminates the visa fee, the Government of Nicaragua shall
also eliminate, at the national level, the charge for tourist cards and migratory
services for Costa Rican citizens. To those ends, the Governments of Costa
Rica and Nicaragua shall immediately undertake the appropriate technical
studies.
3. The Government of Nicaragua undertakes to maintain, for a period of
three years from today’s date, the legal status existing on today’s date with
respect to its declaration of acceptance of the jurisdiction of the International
Court of Justice. For its part, during the same period, the Government of
Costa Rica will not engage in initiating any action or any international protest
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[TRADUCTION — TRANSLATION]
LES MINISTRES DES RELATIONS EXTÉRIEURES DE LA RÉPUBLIQUE DU COSTA RICA ET
DE LA RÉPUBLIQUE DU NICARAGUA,
Exprimant leur volonté et leur détermination inébranlables de développer et
renforcer les rapports de fraternité et de bon voisinage qu’ils entretiennent
comme il sied à des pays unis par de forts liens historiques, géographiques, cul-
turels et humains ;
Considérant l’importance que revêtent pour nos peuples les projets d’intégra-
tion économique tels que l’union douanière et le traité de libre-échange entre
l’Amérique centrale et les Etats-Unis d’Amérique, le plan Puebla-Panamá et
l’accord d’association entre l’Amérique centrale et l’Union européenne, parmi
d’autres importantes initiatives régionales ;
Soulignant qu’il importe d’approfondir la coopération entre les deux Etats en
vue de promouvoir le développement durable de la région frontalière, y com-
pris la création d’un fonds spécial de développement ;
Gardant à l’esprit que le renforcement de nos relations de bon voisinage est
fondamental pour dynamiser l’intégration économique et culturelle de l’Amé-
rique centrale et le développement humain durable dans nos pays, pour le bien
de nos peuples ;
Convaincus que les projets d’intégration économique et la création d’un envi-
ronnement propice à l’investissement, au commerce et à la coopération inter-
nationale seront favorisés dans la mesure où les deux pays recourront à des
moyens pacifiques pour régler toute situation susceptible de nuire à leurs rela-
tions ; et
Convaincus que l’esprit fraternel qui unit nos peuples et le renouveau des
relations bilatérales permettront d’instaurer un espace de compréhension
mutuelle et de concertation, au bénéfice de chacun,
Sont convenus de ce qui suit :
1. Les Gouvernements du Costa Rica et du Nicaragua suppriment, à comp-
ter de la date d’aujourd’hui, tous droits frappant le libre transit des frontaliers
qui s’effectue au titre des permis frontaliers, dans le cadre des «courtoisies de
frontière».
2. Le Gouvernement du Costa Rica se dit prêt à supprimer, à compter du
1er janvier 2003, le droit applicable aux visas accordés aux citoyens nicara-
guayens qui sont porteurs d’un passeport ordinaire. Au cas où l’élimination du
droit applicable aux visas nécessiterait la modification de la législation en
vigueur, le Gouvernement du Costa Rica appuiera et favorisera une telle modi-
fication, étant entendu qu’il appartient à l’Assemblée législative de trancher en
toute souveraineté. Au moment où le Gouvernement du Costa Rica supprimera
le droit applicable aux visas, le Gouvernement du Nicaragua éliminera au
niveau national le droit perçu sur les cartes de tourisme et de services migra-
toires qui sont délivrées aux citoyens costa-riciens. A cet effet, les Gouverne-
ments du Costa Rica et du Nicaragua diligenteront les études techniques néces-
saires.
3. Le Gouvernement du Nicaragua s’engage à maintenir, pendant trois ans à
compter d’aujourd’hui, la situation juridique existante concernant sa déclara-
tion tendant à accepter la compétence de la Cour internationale de Justice.
Pour sa part, le Gouvernement du Costa Rica s’engage, pendant la même
période, à n’engager aucune action ou réclamation internationale contre le
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against Nicaragua neither before the Court nor before any other authority on
any matter or protest mentioned in treaties or agreements currently in force
between both countries.
4. Nothing in the preceding paragraphs shall be interpreted or presumed to
be a renunciation or as a diminishing of rights that each Party has and retains
in accordance with treaties currently in force in the area of international law.
In witness whereof, we sign, with validity and immediate effect, in the city
of Alajuela, Republic of Costa Rica, two original texts, both in the Spanish
language and equally valid, on 26 September 2002.
Roberto TOVAR FAJA,
Minister of Foreign Affairs and
Worship of the Republic of Costa Rica.
Norman CALDERA CARDENAL,
Minister of Foreign Affairs
of the Republic of Nicaragua.
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Nicaragua, ni devant ladite Cour, ni devant aucune autre instance internatio-
nale concernant une affaire ou réclamation mentionnée dans des traités ou
accords actuellement en vigueur entre les deux pays.
4. Rien de ce qui précède ne pourra être interprété comme une renonciation
à des positions ou à des droits que chacune des parties possède et conserve
conformément aux traités en vigueur dans le cadre du droit international.
En foi de quoi, nous signons, avec validité et effet immédiats, dans la ville
d’Alajuela (Costa Rica), deux textes originaux, tous deux rédigés en espagnol et
faisant également foi, ce 26 septembre 2002.
Le ministre des relations extérieures et du culte
de la République du Costa Rica,
Roberto TOVAR FAJA.
Le ministre des relations extérieures




COSTA RICA-NICARAGUA, PACT OF AMITY,
WASHINGTON, 21 FEBRUARY 1949 *
No. 24843
NICARAGUA AND COSTA RICA
Pact of Amity (with annex). Signed at Washington on 21 February 1949
Authentic text : Spanish.
Registered by Nicaragua on 1 July 1987.
* The following text, as submitted by Costa Rica, is taken from the United Nations,
Treaty Series, Vol. 1465, pp. 221-223. [Note by the Registry.]
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Annexe 5
COSTA RICA-NICARAGUA, PACTE D’AMITIÉ,
WASHINGTON, 21 FÉVRIER 1949 *
No 24843
NICARAGUA ET COSTA RICA
Pacte d’amitié (avec annexe). Signé à Washington le 21 février 1949
Texte authentique : espagnol.
Enregistré par le Nicaragua le 1er juillet 1987.
* Source : Nations Unies, Recueil des traités, vol. 1465, p. 224-226. [Note du Greffe.]
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[TRANSLATION — TRADUCTION]
PACT 1 OF AMITY BETWEEN THE GOVERNMENTS OF
THE REPUBLICS OF COSTA RICA AND NICARAGUA
The Governments of the Republics of Costa Rica and Nicaragua, having
taken the measures necessary to carry out, faithfully and in full, each and every
one of the provisions contained in the Resolution of the Provisional Organ of
Consultation approved on December 24, 1948, the text of which is annexed to
the present Pact of Amity, and is fully accepted by the signatory Governments,
reiterating their firm resolve to continue taking all measures necessary, without
restriction, to observe fully and faithfully each and all of the provisions and
recommendations contained in the said Resolution ; desiring to put an end to
the situation that has arisen between the two States, and at the same time sol-
emnly to reaffirm their desire to maintain the closest friendship and to strengthen
the fraternal bonds which have historically characterized their relations ; and
wishing to avail themselves of the offer made to them by the Council of the
Organization of American States, acting as a Provisional Organ of Consulta-
tion, of its good offices in attaining this objective, have agreed to enter into the
present Pact of Amity in the presence of the Chairman and other Members of
the Council. To this end, His Excellency the President of the Government of
Costa Rica, Don José Figueres, and His Excellency the President of Nicaragua,
Dr. Victor M. Roman y Reyes, have designated the following Plenipoten-
tiaries :
For the Republic of Costa Rica : His Excellency Ambassador Mario A. Esquivel,
Representative of Costa Rica on the Council of the Organization of Ameri-
can States ;
For the Republic of Nicaragua : His Excellency Ambassador Dr. Guillermo
Sevilla Sacasa, Representative of Nicaragua on the Council of the Organiza-
tion of American States ;
who having exhibited their respective full powers, found in good and due form,
agree to sign the present Pact.
I
The Governments of Costa Rica and Nicaragua both affirm that the events
brought before the Council of the Organization of American States, acting as
a Provisional Organ of Consultation, should not break the fraternal friendship
of the two peoples, manifested in their common history and based on the soli-
darity which binds together the nations of the Hemisphere.
II
The Governments of Costa Rica and Nicaragua agree to prevent the repeti-
tion in the future of events of this nature, through the constant application by
both Governments of effective measures for the safeguarding of the principles
of non-intervention and continental solidarity, as well as for the faithful observ-
ance of the treaties, conventions and other inter-American instruments intended
to ensure peace and good neighbourliness.
1 Came into force on 15 July 1949 by the exchange of the instruments of ratification,
which took place at Washington, in accordance with paragraph VII.
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[TRADUCTION — TRANSLATION]
PACTE 1 D’AMITIÉ ENTRE LES GOUVERNEMENTS DES RÉPUBLIQUES
DU COSTA RICA ET DU NICARAGUA
Les Gouvernements des Républiques du Costa Rica et du Nicaragua, après
avoir pris les mesures indispensables pour donner un plein et entier effet à
toutes les dispositions de la résolution de l’organe provisoire de consultation
approuvée le 24 décembre 1948, dont le texte figure en annexe au présent pacte
d’amitié et dont les gouvernements signataires dudit pacte acceptent toutes les
parties, réaffirmant leur volonté inébranlable de continuer à prendre toutes les
mesures nécessaires, sans limitation aucune, pour donner un plein et entier effet
à toutes les dispositions et recommandations figurant dans la résolution citée ;
désireux de mettre fin à la situation créée entre les deux Etats, ainsi que d’affir-
mer à nouveau solennellement leur volonté de maintenir entre eux les liens les
plus étroits d’amitié et de renforcer les liens fraternels qui historiquement ont
caractérisé leurs relations ; tenant compte en outre du fait que le conseil de
l’Organisation des Etats américains, agissant en qualité d’organe provisoire de
consultation, leur a offert ses bons offices pour parvenir à cette fin, ont résolu
de conclure le présent pacte d’amitié en présence du président et des autres
membres du distingué conseil. A cet effet, le président du Gouvernement du
Costa Rica, José Figueres, et le président du Nicaragua, Victor M. Román y
Reyes, ont jugé bon de désigner les plénipotentiaires suivants :
Pour la République du Costa Rica : l’ambassadeur Mario A. Esquivel, repré-
sentant du Costa Rica au conseil de l’Organisation des Etats américains ;
Pour la République du Nicaragua : l’ambassadeur Guillermo Sevilla Sacasa,
représentant du Nicaragua au conseil de l’Organisation des Etats américains ;
lesquels, après avoir présenté leurs pleins pouvoirs respectifs, trouvés en bonne
et due forme, sont convenus de signer le pacte suivant.
I
Les Gouvernements du Costa Rica et du Nicaragua s’accordent à affirmer
que les faits qui ont été portés à la connaissance du conseil de l’Organisation
des Etats américains, constitué en organe provisoire de consultation, ne doivent
pas ébranler l’amitié fraternelle des deux peuples, démontrée au cours de leur
histoire commune et fondée sur la solidarité qui lie les nations de l’hémisphère.
II
Les Gouvernements du Costa Rica et du Nicaragua s’engagent à empêcher
à l’avenir la répétition de faits de cette nature, au moyen de l’application
constante par les deux gouvernements de mesures propres à sauvegarder les
principes de la non-intervention et de la solidarité continentale et la fidèle appli-
cation des traités, accords et autres instruments interaméricains destinés à assu-
rer la paix et des relations de bon voisinage.
1 Entré en vigueur le 15 juillet 1949 par l’échange des instruments de ratification, qui a
eu lieu à Washington, conformément au paragraphe VII.
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III
The Governments of Costa Rica and Nicaragua recognize the existing obli-
gation of each of them, under the Inter-American Treaty of Reciprocal Assist-
ance of Rio de Janeiro 1 and under Article 20 of the Charter of the Organiza-
tion of American States 2, to submit disputes that may arise between them to
the methods for the peaceful settlement of international conflicts.
In order to carry out this high purpose, both Governments agree to apply the
American Treaty on Pacific Settlement, known as the Pact of Bogotá 3 recog-
nizing that Treaty as having full validity as to disputes between them even
before it is formally ratified and enters in consequence into effect between all
the American Republics.
IV
The Governments of Costa Rica and Nicaragua likewise undertake to reach
an agreement as to the best manner of putting into practice the provisions of
the Convention concerning the Duties and Rights of States in the Event of Civil
Strife 4, in cases contemplated by that Convention, so that it may be applied
immediately whenever a situation of this kind arises, in the manner provided
for in the said agreement, especially with respect to measures for the control
and supervision of frontiers, as well as with respect to any other measure
intended to prevent the organization or existence of any revolutionary move-
ment against the Government of either of the two Parties in the territory of the
other.
V
The Governments of Costa Rica and Nicaragua acknowledge and applaud
the action of the Council of the Organization of American States, constituted
as a Provisional Organ of Consultation, which has culminated in the present
Pact reaffirming the fraternal relations between Costa Rica and Nicaragua.
VI
The Pan American Union shall transmit authentic certified copies of the
original of the present Pact to the Signatory Governments, to the other
Governments of the States members of the Organization, and to the Secretary-
General of the United Nations.
VII
The present Pact shall be ratified and shall enter into force when the ratifi-
cations are deposited with the Pan American Union, which shall communicate
each deposit to the other Signatory State. Such notification shall be considered
as an exchange of ratifications.
IN WITNESS WHEREOF, the Plenipotentiaries above mentioned sign and seal the
present Pact at the Pan American Union, in the presence of the Chairman and
1 United Nations, Treaty Series, Vol. 21, p. 77.
2 Ibid., Vol. 119, p. 3.
3 Ibid., Vol. 30, p. 55.
4 League of Nations, Treaty Series, Vol. CXXXIV, p. 45.
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III
Les Gouvernements du Costa Rica et du Nicaragua reconnaissent l’obliga-
tion qui est faite à chacun d’eux, conformément au traité interaméricain d’assis-
tance mutuelle de Rio de Janeiro 1 et à l’article 20 de la Charte de l’Organisa-
tion des Etats américains 2 de soumettre les différends qui surgiraient entre eux
aux procédures de règlement pacifique des différends internationaux.
Dans ce noble dessein, les deux gouvernements conviennent d’appliquer le
traité américain de règlement pacifique connu sous le nom de pacte de Bogotá 3,
auquel ils souscrivent entièrement, pour résoudre leurs différends, avant même
que ledit traité soit officiellement ratifié et qu’il entre de ce fait pleinement en
vigueur entre toutes les républiques américaines.
IV
Les Gouvernements du Costa Rica et du Nicaragua conviennent également
de s’entendre sur la meilleure manière de mettre en pratique, dans les cas visés
par la convention concernant les droits et devoirs des Etats en cas de luttes ci-
viles 4, les dispositions de ladite convention afin qu’elle puisse être appliquée
dès que se produit une situation de ce genre sous la forme prévue par l’accord,
notamment pour ce qui est des mesures de contrôle et de surveillance de la
frontière, ainsi que de toute autre mesure visant à éviter l’organisation ou l’exis-
tence d’un mouvement révolutionnaire quel qu’il soit contre le gouvernement
de l’une quelconque des deux parties sur le territoire de l’autre.
V
Les Gouvernements du Costa Rica et du Nicaragua reconnaissent et s’ac-
cordent à applaudir l’action du conseil de l’Organisation des Etats américains,
constitué en organe provisoire de consultation, dont le couronnement est le pré-
sent pacte réaffirmant des relations fraternelles entre le Costa Rica et le Nica-
ragua.
VI
L’Union panaméricaine enverra des copies certifiées conformes de l’original
du présent pacte aux gouvernements signataires, aux autres gouvernements des
Etats membres de l’Organisation et au Secrétaire général des Nations Unies.
VII
Le présent pacte est sujet à ratification et entrera en vigueur quand les rati-
fications auront été déposées auprès de l’Union panaméricaine, laquelle com-
muniquera chaque dépôt à l’autre Etat signataire. Cette notification sera consi-
dérée comme un échange des instruments de ratification.
EN FOI DE QUOI, les plénipotentiaires précités ont signé le présent pacte et y
ont apposé leurs sceaux à l’Union panaméricaine, en présence du président et
1 Nations Unies, Recueil des traités, vol. 21, p. 77.
2 Ibid., vol. 119, p. 3.
3 Ibid., vol. 30, p. 55.
4 Société des Nations, Recueil des traités, vol. CXXXIV, p. 45.
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other Members of the Council of the Organization of American States, in the






RESOLUTION OF THE COUNCIL OF THE ORGANIZATION OF AMERICAN STATES
ACTING AS A PROVISIONAL ORGAN OF CONSULTATION APPROVED
AT THE MEETING OF DECEMBER 24, 1948
The Council of the Organization of American States, acting as a Provisional
Organ of Consultation, after studying the detailed report of the Committee that
was in Costa Rica and Nicaragua for the purpose of investigating the facts and
antecedents of the situation created between those sister Republics,
Resolves :
I. To request the Governments of Costa Rica and Nicaragua, in compliance
with the Inter-American Treaty of Reciprocal Assistance, to give full assur-
ances to the Provisional Organ of Consultation that they will immediately
abstain from any hostile act toward each other.
II. To make known, with due respect to the Government of Nicaragua, that,
in the light of data gathered by the Committee of Information especially
appointed for the purpose, that Government could and should have taken
adequate measures at the proper time for the purpose of preventing : (a) the
development, in Nicaraguan territory, of activities intended to overthrow the
present régime in Costa Rica, and (b) the departure from Nicaraguan territory
of revolutionary elements who crossed the frontier and today are prisoners or
are still fighting against the Government of Costa Rica.
III. To make known, with due respect to the Government of Costa Rica,
that it can and should take adequate measures to rid its territory of groups of
nationals or foreigners, organized on a military basis with the deliberate pur-
pose of conspiring against the security of Nicaragua and other sister Republics,
and of preparing to fight against their Governments.
IV. To request very respectfully that both Governments, by every available
means, faithfully observe the principles and rules of non-intervention and soli-
darity contained in the various inter-American instruments signed by them.
V. To continue in consultation until positive assurances have been received
from the Governments of Costa Rica and Nicaragua, that, as they are
assuredly disposed to do, they will adhere strictly to the lofty principles and
rules that constitute the juridical basis of American international life.
VI. To recommend that all American Governments actively co-operate
toward the best observance of the principles which inspire this Resolution.
VII. To inform all States Members of the Organization of the steps taken in
this case.
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des autres membres du distingué conseil de l’Organisation des Etats américains,
en la ville de Washington, D.C., le 21 février 1949.





RÉSOLUTION DU CONSEIL DE L’ORGANISATION DES EuTATS AMÉRICAINS,
AGISSANT EN QUALITÉ D’ORGANE PROVISOIRE DE CONSULTATION,
APPROUVÉE LORS DE LA SESSION DU 24 DÉCEMBRE 1948
Le conseil de l’Organisation des Etats américains, agissant en qualité d’organe
provisoire de consultation, après avoir examiné attentivement le rapport détaillé
de la commission qui s’est rendue au Costa Rica et au Nicaragua afin d’enquê-
ter sur les faits et sur la genèse de la situation créée entre ces républiques sœurs,
Décide :
I. De demander aux Gouvernements du Costa Rica et du Nicaragua de don-
ner, conformément au traité interaméricain d’assistance mutuelle, à l’organe pro-
visoire de consultation la ferme garantie qu’ils s’abstiendront immédiatement
de tout acte hostile, de quelque nature que ce soit, à l’égard l’un de l’autre.
II. De faire observer respectueusement au Gouvernement du Nicaragua qu’il
apparaît, à la lumière des données recueillies par la commission d’information
expressément créée à cet effet, qu’il aurait pu et aurait dû prendre en temps
voulu des mesures adéquates pour empêcher : a) le développement, en territoire
nicaraguayen, d’activités destinées à renverser le régime actuel de Costa Rica ;
et b) la sortie du territoire nicaraguayen d’éléments révolutionnaires qui ont
franchi la frontière et qui sont aujourd’hui prisonniers ou en train de lutter
contre le Gouvernement du Costa Rica.
III. De faire observer respectueusement au Gouvernement du Costa Rica
qu’il peut et doit prendre des mesures adéquates pour qu’il n’existe pas sur son
territoire de groupes de nationaux ou d’étrangers organisés militairement et
ayant l’intention délibérée de conspirer contre la sécurité du Nicaragua et des
autres républiques sœurs et de se préparer à lutter contre leurs gouvernements.
IV. D’inviter instamment les deux gouvernements à observer fidèlement, par
tous les moyens à leur disposition, les principes et règles de non-intervention et
de solidarité figurant dans les divers instruments interaméricains signés par eux.
V. De continuer à siéger en tant qu’organe de consultation jusqu’à ce qu’il
ait reçu des Gouvernements du Costa Rica et du Nicaragua de fermes assu-
rances que, comme ils sont certainement résolus à le faire, ils s’en tiendront
strictement aux nobles principes et règles qui constituent la base juridique de
la coexistence américaine.
VI. De recommander à tous les gouvernements d’Amérique de collaborer
activement à la meilleure application des principes dont s’inspire la présente
résolution.
VII. D’informer à toutes fins utiles les Etats membres de l’Organisation des
mesures prises dans le cas présent.
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Attachment 6
STATEMENT BY PRESIDENT BOLAÑOS, AS REPORTED IN
LA PRENSA (MANAGUA), 27 SEPTEMBER 2002
Official translation
I, Thais Caroline Pardo, M.A., Official Translator for the Costa Rican
Ministry of Foreign Affairs, appointed to this position by then president
Miguel Angel Rodríguez in Agreement number 25-A-J, published in the Official
Registry La Gaceta No. 67 on 8 April 2002, proceed to translate the follow-
ing document into English to the best of my ability * :
La Prensa (Newspaper/Nicaragua)
Saturday, 27 September 2002
The San Juan Frozen
— Nicaragua and Costa Rica agree to suspend for three years claims and law-
suits regarding the San Juan River.
— Bolaños predicts that at the end of this term neither neighbouring country
will need to resolve their differences in the courts.
By Consuelo Sandoval,
consuelo.sandoval@laprensa.com.ni
The Government of Costa Rica undertook yesterday to set aside for three
years any action or claims against Nicaragua in the international courts of jus-
tice over disagreements related with the San Juan River, located in Nicaraguan
territory.
This moratorium, agreed to by the Presidents of Nicaragua and Costa Rica,
Abel Pacheco and Enrique Bolaños, is to provide more opportunity for dia-
logue and to strengthen the friendship between both nations, confirmed Nica-
raguan Foreign Minister Norman Caldera.
The bilateral agreement has seven points and was signed during an extra-
ordinary summit of the Central American presidents in Alajuela, Costa Rica,
where Nicaragua also committed to freeze for three years its actions in response
to an eventual accusation at the International Court at The Hague.
President Bolaños stated, in San José, that “we always acknowledge the
International Court and precisely what we are doing now is establishing a
standstill period, but I am certain that in three years Nicaragua and Costa Rica
will not need to have recourse to any court”.
The declaration by both Governments states that “Nothing in this Agree-
ment shall be interpreted or prejudged as being a renunciation of positions or a
relinquishment or weakening of the rights which each of the Parties holds and
retains in accordance with existing treaties in the framework of international
law.”
* Seal and signature not reproduced. [Note by the Registry.]
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Annexe 6
DÉCLARATION DU PRÉSIDENT BOLAÑOS RAPPORTÉE PAR
LA PRENSA (MANAGUA), 27 SEPTEMBRE 2002
[Traduction établie par le Greffe à partir de la version anglaise] *
La Prensa (Journal/Nicaragua)
Samedi 27 septembre 2002
Gel du San Juan
— Le Nicaragua et le Costa Rica conviennent de geler pendant trois ans toutes
réclamations ou actions relatives au fleuve San Juan.
— M. Bolaños prévoit que, au terme de cette période, aucun des deux Etats
n’aura plus besoin de s’adresser à la justice.
Consuelo Sandoval,
consuelo.sandoval@laprensa.com.ni
Le Gouvernement du Costa Rica s’est engagé hier à n’introduire pendant
trois ans aucune action ou réclamation contre le Nicaragua devant les juridic-
tions internationales relativement à des litiges concernant le fleuve San Juan,
situé sur le territoire nicaraguayen.
Comme l’a confirmé le ministre des affaires étrangères du Nicaragua,
M. Norman Caldera, ce moratoire, décidé par les présidents du Nicaragua et
du Costa Rica, MM. Abel Pacheco et Enrique Bolaños, a pour but de laisser le
champ libre au dialogue et de renforcer les liens d’amitié entre les deux nations.
L’accord bilatéral, comprenant sept points, a été signé au cours d’un sommet
extraordinaire qui réunissait les présidents d’Amérique centrale à Alajuela
(Costa Rica) et au cours duquel le Nicaragua s’est également engagé à s’abste-
nir pendant trois ans de toute action en réponse à une éventuelle accusation
devant la Cour internationale de La Haye.
Le président Bolaños a déclaré à San José : «Nous reconnaissons toujours la
Cour internationale [de Justice] et ce que nous faisons précisément aujourd’hui,
c’est établir un moratoire de trois ans, mais je suis certain que, dans trois ans,
le Nicaragua et le Costa Rica n’auront plus besoin de recourir à aucune juridic-
tion.»
La déclaration des deux gouvernements précise que rien dans cet accord «ne
pourra être interprété comme une renonciation à des positions ou à des droits
que chacune des parties possède et conserve conformément aux traités en
vigueur dans le cadre du droit international».
* Sceau et signature non reproduits. [Note du Greffe.]
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What Costa Rica and Nicaragua immediately eliminated are their charges
for bordering vicinal transit, which depends on vicinal permits.
In other business, the Central American presidents subscribed an agreement
to establish the headquarters of the regional energy regulator entities in Gua-
temala, and negotiate the location of the electrical companies in El Salvador or
Honduras.
Foreign Minister Caldera informed that all of isthmus’s presidents agreed to
modernize the Central American Economic Integration Bank (BCIE) by 1 Janu-
ary 2003 in order to present a united front during the Free Trade Agreement
negotiations with the United States (CAFTA).
The reservation
Nicaragua rejected the jurisdiction of the International Court of Justice at
The Hague for the San Juan River case originating on treaties or arbitral
awards emitted before 31 December 1901.
During this period, the Cañas-Jerez Treaty of 1858 and the Cleveland Award
of 1888 were subscribed, establishing Nicaragua’s sovereignty over the San
Juan River and Costa Rica’s right to navigate on the river only for commercial
purposes.
Costa Rica and Nicaragua agreed, yesterday, to a standstill period of three
years, with the hope that afterwards it will not be necessary to have recourse to
any court, as explained by President Enrique Bolaños.
No more fees
Nicaragua and Costa Rica agreed to eliminate immigration charges starting
next January 1st. Nicaraguans would cease to pay the 20 dollar visa fee to
Costa Rica and Costa Ricans would not need to pay the immigration card to
Nicaragua.
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Le Costa Rica et le Nicaragua ont décidé la suppression immédiate de leurs
droits frappant le transit des frontaliers qui s’effectue au titre des permis fron-
taliers.
Les présidents d’Amérique centrale ont par ailleurs conclu un accord visant à
établir au Guatemala le siège des entités régionales de régulation de l’énergie, et
à négocier l’implantation des compagnies électriques à El Salvador ou au Hon-
duras.
Le ministre des affaires étrangères, M. Caldera, a indiqué que tous les prési-
dents de l’isthme sont convenus de moderniser la Banque centraméricaine
d’intégration économique (BCIE) d’ici au 1er janvier 2003 afin de présenter un
front uni lors des négociations sur l’accord de libre-échange avec les Etats-Unis
(Accord de libre-échange centraméricain).
La réserve du Nicaragua
Le Nicaragua ne reconnaît pas la juridiction de la Cour internationale de
Justice de La Haye pour les différends concernant le fleuve San Juan et ayant
leur origine dans des traités et sentences arbitrales antérieurs au 31 décembre
1901.
C’est de cette période que datent le traité Cañas-Jerez de 1858 et la sentence
arbitrale Cleveland de 1888, qui ont établi la souveraineté du Nicaragua sur le
fleuve San Juan et le droit de navigation à des fins exclusivement commerciales
du Costa Rica.
Ainsi que l’a expliqué le président Enrique Bolaños, le Costa Rica et le Nica-
ragua ont décrété hier un moratoire de trois ans, avec l’espoir qu’au terme de ce
moratoire il ne leur serait plus nécessaire de recourir à aucune juridiction.
Suppression des taxes
Le Nicaragua et le Costa Rica ont décidé de supprimer, à compter du 1er jan-
vier prochain, les taxes liées à l’immigration. Les ressortissants du Nicaragua
cesseront ainsi de payer au Costa Rica le droit de visa de 20 dollars, la carte
d’immigration au Nicaragua devenant également gratuite pour les Costa-
Riciens.
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STATEMENT BY PRESIDENT BOLAÑOS, AS REPORTED IN
LA PRENSA (MANAGUA), 27 SEPTEMBER 2002
DÉCLARATION DU PRÉSIDENT BOLAÑOS RAPPORTÉE PAR
LA PRENSA (MANAGUA), 27 SEPTEMBRE 2002
[Original Spanish text]
[Texte original en espagnol]
La Prensa
Viernes, 27 de septiembre del 2002
El San Juan congelado
— Nicaragua y Costa Rica acuerdan suspender durante tres años los reclamos
y demandas sobre el río nicaragüense
— Bolaños pronostica que al término de ese plazo, ninguno de los dos países
vecinos necesitará acudir a las cortes
Consuelo Sandoval,
consuelo.sandoval@laprensa.com.ni
El gobierno de Costa Rica se comprometió ayer a prescindir durante tres
años de acciones o reclamos en las cortes internacionales de justicia contra
Nicaragua, por desavenencias relacionadas con el Río San Juan, situado en te-
rritorio nicaragüense.
La moratoria, acordada por los presidentes de Costa Rica y Nicaragua, Abel
Pacheco y Enrique Bolaños, es para dar más oportunidades al diálogo y forta-
lecer la amistad entre las dos naciones, confirmó el canciller nicaragüense Nor-
man Caldera.
El acuerdo bilateral tiene siete puntos, y fue suscrito durante la reunión
extraordinaria de presidentes de Centroamérica en Alajuela, Costa Rica, donde
Nicaragua también se comprometió a congelar durante tres años sus acciones
ante una eventual acusación en la Corte Internacional de La Haya.
El presidente Bolaños declaró en San José que “siempre reconocemos a la
Corte Internacional y lo que estamos haciendo precisamente es dar un compás
de espera, pero estoy seguro que dentro de tres años Nicaragua y Costa Rica
no vamos a necesitar acudir a ninguna corte”.
La declaración de los dos gobiernos precisa que “nada de lo dispuesto podrá
interpretarse o prejuzgarse como renuncia de posiciones o renuncia o meno-
scabo alguno de los derechos que cada uno tiene y conserva, de acuerdo con los
tratados y el derecho internacional”.
Lo que Costa Rica y Nicaragua eliminaron de inmediato son los cobros al
tránsito vecinal fronterizo, que depende de permisos vecinales.
En otro orden, todos los mandatarios de Centroamérica suscribieron un
acuerdo para establecer la sede de los entes regionales reguladores de energía en
Guatemala y negociar la localización en El Salvador o Honduras de las empre-
sas eléctricas.
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El canciller Caldera informó que los presidentes del istmo acordaron moder-
nizar el Banco Centroamericano de Integración Económica (BCIE) y lograr
una sola posición frente a Estados Unidos en las negociaciones del Tratado de
Libre Comercio (TLC), a más tardar el primero de enero del 2003.
La reserva
Nicaragua desconoció la jurisdicción de la Corte Internacional de Justicia de
La Haya, en el caso del Río San Juan, amparándose en tratados o sentencias
arbitrales emitidos antes del 31 de diciembre de 1901.
En esa época fueron suscritos el Tratado Cañas-Jerez, de 1858, y el Laudo
Cleveland, de 1888, que establecen la soberanía de Nicaragua sobre el Río San
Juan y el derecho de Costa Rica a la navegación únicamente con objetos de
comercio.
Costa Rica y Nicaragua acordaron ayer un compás de espera de tres años,
con la esperanza de que después ya no necesiten recurrir a ninguna corte, según
explicó el presidente Enrique Bolaños.
Fuera cobros
Nicaragua y Costa Rica acordaron eliminar cobros migratorios, a partir del
primero de enero próximo. Los nicas dejarían de pagar 20 dólares por visa a
Costa Rica y los ticos ya no pagarían tarjeta migratoria a Nicaragua.
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Attachment 7
RESOLUTION A.N. NO. 17-2005 OF THE NATIONAL ASSEMBLY OF
THE REPUBLIC OF NICARAGUA, 28 SEPTEMBER 2005
Official translation
I, Natasha McIver, Official Translator of the Ministry of Foreign Affairs of
the Republic of Costa Rica, appointed under Agreement No. 177 of 4 Novem-
ber 1993, published in La Gaceta on 10 January 1994, do hereby certify that the
document translated from Spanish into English reads as follows * :
NATIONAL ASSEMBLY
RESOLUTION A.N. NO. 17-2005
THE NATIONAL ASSEMBLY OF THE REPUBLIC OF NICARAGUA
CONSIDERING :
I
That several legislators of the Legislative Assembly of the Republic of Costa
Rica have presented a request in order that the Government of that country
bring a lawsuit against Nicaragua before the International Court of Justice in
The Hague.
II
That the aforementioned request is an aggression on the national territory
that gravely affects the sovereignty of Nicaragua and violates the Cañas-Jeréz
Treaty and the Cleveland Award.
III
That, in accordance with Article 1 of our Political Constitution, it is the duty
of all Nicaraguans to preserve and defend those rights.
DECLARES :
1. In accordance with the Cañas-Jeréz Treaty of 15 April 1858, the Cleve-
land Award of 22 March 1888, the Central American Court Sentence of
30 September 1916, the Political Constitution of the Republic of Nicaragua, the
San Juan River is a national river, its entire length runs through Nicaraguan
territory and Nicaragua has exclusively the dominion and sovereign jurisdic-
tion from its source in the Lake of Nicaragua to its mouth in the Atlantic
Ocean.
2. These same international instruments recognize and guarantee the Repub-
lic of Nicaragua exclusive sovereignty over the San Juan River since it is not
shared with any other country. It is the Republic of Nicaragua’s competence to
exercise the attributes of Sovereignty such as the right to defense, security,
maintaining public order.
* Seal and signature not reproduced. [Note by the Registry.]
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Annexe 7
RÉSOLUTION A.N. NO 17-2005 DE L’ASSEMBLÉE NATIONALE
DE LA RÉPUBLIQUE DU NICARAGUA, 28 SEPTEMBRE 2005
[Traduction établie par le Greffe à partir de la version anglaise] *
L’ASSEMBLÉE NATIONALE
RÉSOLUTION A.N. NO 17-2005
L’ASSEMBLÉE NATIONALE DE LA RÉPUBLIQUE DU NICARAGUA
CONSIDÉRANT :
I
Que plusieurs membres de l’Assemblée législative de la République du Costa
Rica ont présenté une demande tendant à ce que le Gouvernement de ce pays
introduise une instance contre le Nicaragua devant la Cour internationale de
Justice à La Haye.
II
Qu’il s’agit là d’une agression contre le territoire national, laquelle constitue
une menace grave pour la souveraineté du Nicaragua en même temps qu’une
violation du traité Cañas-Jeréz ainsi que de la sentence arbitrale Cleveland.
III
Que, conformément à l’article 1 de notre Constitution, il est du devoir de
tous les Nicaraguayens de protéger et défendre ces droits.
DÉCLARE :
1. Conformément au traité Cañas-Jeréz du 15 avril 1858, à la sentence arbi-
trale Cleveland du 22 mars 1888, à l’arrêt de la Cour de justice centraméricaine
du 30 septembre 1916 et à la Constitution politique de la République du Nica-
ragua, le fleuve San Juan est un fleuve national, dont l’intégralité du cours se
trouve en territoire nicaraguayen et sur lequel le Nicaragua a de manière exclu-
sive le pouvoir domanial et la souveraineté depuis sa source, dans le lac Nica-
ragua, jusqu’à son embouchure, dans l’océan Atlantique.
2. Ces mêmes instruments internationaux reconnaissent et garantissent à la
République du Nicaragua la souveraineté exclusive sur le fleuve San Juan,
celle-ci n’étant partagée avec aucun autre pays. L’exercice des attributs de
cette souveraineté, tels que le droit à la défense, la sécurité et le maintien de
l’ordre public, relève de la compétence du Nicaragua.
* Sceau et signature non reproduits. [Note du Greffe.]
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3. The sister Republic of Costa Rica, in accordance with Article VI of the
Cañas-Jeréz Treaty, only has rights of free navigation from its mouth up to
within three miles of Castillo Viejo, provided it is for purposes of commerce.
4. Should international procedures be initiated, the National Assembly of
the Republic of Nicaragua, recurring to international law, shall, in response,
take the steps it deems necessary, such as approving a special tax on goods and
services of Costa Rican origin that defrays expenses and costs incurred in the
defense of this aggression on our Sovereignty.
5. This declaration shall be sent to the Legislative Assembly of the Republic
of Costa Rica through the appropriate channels.
Issued in the city of Managua on the twenty-eighth day of the month of Sep-
tember of two thousand and five.
(Signed) René NUÑEZ TÉLLEZ,
President,
National Assembly.




3. Conformément à l’article VI du traité Cañas-Jeréz, la République sœur du
Costa Rica ne jouit de droits de libre navigation sur ce fleuve que depuis son
embouchure jusqu’à trois milles anglais en aval de Castillo Viejo, et ce exclu-
sivement à des fins commerciales.
4. Si une procédure internationale devait être engagée, l’Assemblée nationale
de la République du Nicaragua, s’appuyant sur le droit international, prendrait
en réponse les mesures qu’elle jugerait nécessaires, consistant par exemple à
approuver une taxe spéciale frappant les biens et services d’origine costa-
ricienne afin de couvrir les frais et dépens engendrés par la défense de notre
souveraineté contre cette agression.
5. La présente déclaration sera transmise par les voies appropriées à l’Assem-
blée législative de la République du Costa Rica.
Fait à Managua le vingt-huit septembre deux mille cinq.
(Signé) René NUÑEZ TÉLLEZ,
président,
Assemblée nationale.




RESOLUTION A.N. NO. 17-2005 OF THE NATIONAL ASSEMBLY OF
THE REPUBLIC OF NICARAGUA
RÉSOLUTION A.N. NO 17-2005 DE L’ASSEMBLÉE NATIONALE DE LA RÉPUBLIQUE
DU NICARAGUA
[Spanish transcription, as submitted by Costa Rica, of the original text]
[Transcription en espagnol de l’original, telle que soumise par le Costa Rica]
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ASAMBLEA NACIONAL
RESOLUCIÓN A.N. NO. 17-2005
LA ASAMBLEA NACIONAL DE LA REPUBLICA DE NICARAGUA
CONSIDERANDO :
I
Que varios legisladores de la Asamblea Legislativa de la República de Costa
Rica para que el Gobierno de ese país concurra ante la Corte Internacional de
Justicia de La Haya demandando a Nicaragua.
II
Que dicha solicitud es una agresión al territorio nacional, que afecta gravemente
la soberanía de Nicaragua y violenta el Tratado Cañas-Jeréz y el Laudo Cleveland.
III
Que de conformidad al artículo 1° de nuestra Constitución Política, es deber
de todos los nicaragüenses preserva y defender esos derechos.
DECLARA :
1. De conformidad al Tratado Cañas-Jeréz del 15 de abril de 1858, el Laudo Cleve-
land del 22 de marzo de 1888, la Sentencia de la Corte Centroamericana de Justicia del
30 de septiembre de 1916, la Constitución Política de la República de Nicaragua, el Río
San Juan es un río nacional, corre en territorio nicaragüense durante todo su curso y
Nicaragua tiene exclusivamente el dominio y sumo imperio desde su nacimiento en el
lago de Nicaragua hasta su desembocadura en el Océano Atlántico.
2. Esos mismos instrumentos internacionales, reconocen y garantizan a la
República de Nicaragua la exclusiva soberanía sobre el Río San Juan, ya que
no es compartida con ningún otro país. Le compete a la República de Nicara-
gua, el ejercicio de los atributos de la Soberanía, tales como el derecho de
defensa, la seguridad, el mantenimiento del orden público.
3. La hermana República de Costa Rica de conformidad al Arto. Sexto del
Tratado Caños-Jeréz, tiene únicamente derechos de libre navegación desde su
desembocadura hasta tres millas inglesas antes de llegar al Castillo Viejo, siem-
pre y cuando sea con objetos de comercio.
4. En caso que se entablen juicios internacionales la Asamblea Nacional de
la República de Nicaragua, haciendo uso del Derecho Internacional, tomará
las medidas de respuesta que considere necesarias como aprobar un impuesto
especial a bienes y servicios de origen costarricense que sufrague gastos y costos
en que se incurran en la defensa de esa agresión a nuestra Soberanía.
5. La presente declaración se enviará a la Asamblea Legislativa de la Repú-
blica de Costa Rica por medio de los canales correspondientes.
Dado en la ciudad de Managua, a los veintiocho días del mes de septiembre








III. LETTERS FROM THE AMBASSADOR OF COSTA RICA
TO THE NETHERLANDS TO THE REGISTRAR OF THE
INTERNATIONAL COURT OF JUSTICE
LETTER DATED 29 SEPTEMBER 2005
The Hague, 29 September 2005.
With reference to the Application of the Republic of Costa Rica deposited
today,
I certify that the attachments are true copies of the documents referred to
and that the translations provided are accurate. A certified translation of
Attachment 7, Resolution A.N. No. 17-2005 of the National Assembly of the
Republic of Nicaragua, 28 September 2005, will be provided shortly.
(Signed) Edgar UGALDE,
Ambassador of Costa Rica to the Netherlands,
Agent.
LETTER DATED 3 OCTOBER 2005
The Hague, 3 October 2005.
I certify that the attached translation of the Resolution of the National
Assembly of the Republic of Nicaragua A.N. 17-2005 is accurate.
(Signed) Edgar UGALDE,
Ambassador of Costa Rica to the Netherlands,
Agent.
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III. LETTRES DE L’AMBASSADEUR DU COSTA RICA
AUPREvS DU ROYAUME DES PAYS-BAS AU GREFFIER
DE LA COUR INTERNATIONALE DE JUSTICE
LETTRE DATEuE DU 29 SEPTEMBRE 2005
[Traduction]
La Haye, le 29 septembre 2005.
Me référant à la requête déposée ce jour par la République du Costa Rica,
Je certifie que les annexes sont des copies conformes des documents origi-
naux et que leurs traductions sont exactes. Une traduction certifiée de l’annexe 7
(résolution A.N. no 17-2005 du 28 septembre 2005 de l’Assemblée nationale de
la République du Nicaragua) sera fournie prochainement.
L’ambassadeur du Costa Rica auprès
du Royaume des Pays-Bas,
agent.
(Signé) Edgar UGALDE.
LETTRE DATEuE DU 3 OCTOBRE 2005
[Traduction]
La Haye, le 3 octobre 2005.
Je certifie que la traduction [anglaise] ci-jointe de la résolution A.N. no 17-
2005 adoptée par l’Assemblée nationale de la République du Nicaragua est
conforme à l’original.
L’ambassadeur du Costa Rica auprès
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